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Prólogo
La historia es maestra de la vida, según el viejo dicho de 

Cicerón. Por ello, en la medida de lo posible, se deben apren-
der sus lecciones. Cuando se trata de una institución con 
tanta raigambre como la Policía Nacional, estas se pueden 
clasificar en dos grandes grupos: una mejor comprensión de la 
historia de España y un acrecentamiento del sentido de 
pertenencia y de identidad en ella. 

La Policía ha tenido un papel muy importante en deter-
minados momentos de la historia contemporánea de España, 
tanto como protagonista como de forma más secundaria. En 
este punto, es muy importante destacar cómo la Policía se ha  
adaptado a las distintas circunstancias sociales por las que ha 
ido pasando nuestra nación. Este libro, en la medida en que 
su extensión lo permite, trata de sacar a la luz ese legado 
histórico tan rico. 

¿Qué decir de la función de la Policía en la Administración 
pública? Dentro de la historia de las instituciones tiene una 
relevancia enorme. Simplemente se destacarán, a modo de 
ejemplo, dos hechos de los comienzos de su andadura. Las 
primeras oficinas de la administración en que se atendió a la 
ciudadanía las veinticuatro horas del día fueron, precisa-
mente, las de la Policía después de su creación en 1824. El 
otro hecho es que gracias a los excedentes de los llamamos 
fondos de policía, formados por lo que se recaudó por la ex-
pedición de las cartas de seguridad y de los pasaportes para el 
interior, se pudo llevar a cabo la división provincial, ac-
tualmente en vigor. 

Una segunda vertiente, tan importante o aun mayor que la 
anterior, afecta directamente a cada uno de los integrantes de 
la Policía Nacional. Es vital que los que pertenecen a ella la 
conozcan, porque así se contribuye de forma decisiva al 
nacimiento y consolidación de un sentido de pertenencia y 
de identidad corporativa. Las personas que pertenecen a la 
Policía Nacional no han sido las únicas que vocacionalmente 
han escogido esta profesión ni tampoco las únicas que están 
dando muestras de un espíritu de servicio al ciudadano.  
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    Antes de ellas ha habido policías que han llegado a entregar 
sus vidas en acto de servicio y que han marcado un camino 
con ese ejemplo de entrega total en la realización de los 
distintos servicios. Esto sucede así y es perceptible desde el 
mismo año fundacional, 1824. Esta es una de las principales 
lecciones extraídas del estudio de la historia de la Policía.

Estamos en las vísperas de un excepcional acontecimien-
to: la celebración del Bicentenario de la Policía Nacional, 
que tendrá lugar en 2024. Creemos que la proximidad a esta 
efeméride es la mejor de las ocasiones para dar a conocer 
su historia a todas las personas que integran la Policía 
Nacional y a todas aquellas que intentan acceder a esta 
institución. Este libro, breve y didáctico, puede ser el 
vehículo ideal. Para que así sea, se han arbitrado dos 
medios. Para las personas que forman parte del Cuerpo se 
pondrá a su disposición una versión en línea a través de la 
página web oficial de la Policía Nacional. Bastará con un 
clic para acceder a ella. Y para el alumnado de la Escuela 
Nacional de Policía se incluirá esa versión en la tableta con 
las que se les dota y que incluye los libros de texto de los 
cursos. De esta forma, las nuevas generaciones que entren 
en la Policía Nacional sabrán de dónde venimos y en qué 
institución van a desarrollar su vida profesional.

Antes de terminar, unas palabras sobre el autor. Desde la 
aparición de su primera obra en 1982, «Orígenes y creación de 
la policía española» ha ido dejando una cantidad estimable de 
libros, artículos, conferencias y otros tipos de participaciones 
en eventos sobre la Policía en los que se ha pedido 
colaboración. Todo esto ha sido posible por reunirse en él una 
doble coincidencia: conocimiento de la Policía, en la que ha 
estado activo durante 38 años, y de su historia, que ha 
investigado de forma continuada desde que terminó su 
carrera, siendo su primer fruto la publicación mencionada. Este 
asunto no le es, pues, indiferente ni lo puede abordar  sin  un  grado
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de apasionamiento, como en numerosas ocasiones le han 
hecho saber tras alguna de sus conferencias. Esta obra, que 
hoy ofrecemos a todos, es un compendio muy resumido y 
actualizado de sus investigaciones, así como didáctico, 
ya que el autor ha procurado dar explicaciones suficientes 
en todos los pasajes que puedan resultar poco comprensibles.

Estoy convencido de que, a medida que se conozca mejor 
la historia de la Policía, cada uno de sus integrantes se sentirá 
más orgulloso de pertenecer a ella y de tener la oportunidad 
de continuar con ese espíritu de servicio a los ciudadanos y de 
contribuir a  garantizarles sus derechos y libertades, incluso 
con el sacrificio de la vida. Lo hicieron sus antecesores a partir 
de 1824 y ahora tenemos la suerte de continuar con ese mis-
mo espíritu. Será bueno que lo recordemos cuando estamos a 
punto de celebrar el Bicentenario de la Policía Nacional.

F rancisco Pa rdo Pique ras
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esto ha llevado, como dice Larra, a re-
trotraerse hasta el nacimiento de Adán 
y Eva. Esta historia se centrará en los 
dos últimos siglos y medio de la histo-
ria de España. Las razones para proce-
der así son de orden práctico. Estudiar 
detalladamente los antecedentes más 
remotos de los actuales cuerpos de 
seguridad y de las otras instituciones 
involucradas en asuntos de seguridad 
no conduciría a nada. Esto ocurre por-
que la Constitución de 1812 marca un 
antes y un después en toda la historia 
de España y en materia de seguridad 
también. Sin la separación de poderes 
es impensable concebir unos cuerpos 
de seguridad y unas instituciones de-
dicadas a su mantenimiento de forma 
especializada.

-
gimen es la confusión de poderes y la 
mezcla de sus competencias hasta el 
punto de formar una maraña indesci-
frable en muchas ocasiones. Hay auto-
res que hablan de la Santa Hermandad 
como antecedente de los Cuerpos de 
Seguridad, sin caer en la cuenta de que 
aquella tiene poco parecido con estos 
porque, en realidad, era y funcionaba 
como un tribunal especial por razón 
del territorio donde se cometían los 
delitos que se le había encargado per-
seguir. Por la misma razón tampoco 
se puede considerar como anteceden-
tes de estos cuerpos ni al Tribunal de 
la Acordada de México ni a la Super-
intendencia General de Policía creada 
por Carlos III como consecuencia del 
motín de Esquilache. 

Si se está de acuerdo en que los cuer-
pos de seguridad como tales sin mez-
cla de atribuciones judiciales nacieron 
a partir de 1812, es lógico que se centre 
nuestra atención en lo inmediatamen-
te anterior, que realmente es lo que ex-
plica ese nacimiento y condiciona su 
desarrollo y evolución. Por ello es tan 
importante el estudio del siglo XVIII, 
sobre todo a raíz de lo acontecido en el 
motín de Esquilache. A partir de este 
episodio se pusieron en marcha las úl-
timas reformas que intentaron adecuar 
el Absolutismo a los nuevos tiempos.

CARACTERÍSTICAS DE UN 
CUERPO MODERNO DE POLICÍA

-
terísticas que los cuerpos de policía 
deben poseer y que permitan recono-
cerlos como tales. Será determinante 
para establecer cuándo la institución 
comenzó a existir. En el caso de la po-
licía gubernativa creemos que fueron 
siete los principales rasgos:

1.º. Institución independiente y autónoma.
Independiente, porque tiene su propia 
cabeza y organización, y autónoma en 
cuanto tiene unas competencias muy 

de las del resto de los cuerpos fun-
cionariales del Estado cuya actuación 
está perfectamente regulada. En este 
sentido, deja de depender de los jueces, 
como era tradicional hasta la Constitu-
ción de 1812, y sus competencias no 
tienen mezcla alguna con las de tipo 
jurisdiccional: puede conocer los deli-
tos que se cometan, pero no imponer 
sanciones y condenas. Los jueces se 
quejaron mucho de «las independen-
cias de la policía». No depende tam-
poco de la Iglesia, que a través de la 
Inquisición había desarrollado labores 
de policía política. Desde ciertos secto-
res de la Iglesia se luchaba en aquellos 
momentos para que la represión no 
se laicizara, y las órdenes religiosas 
pudieran seguir manteniendo su in-

habían venido haciendo a través de la 
Inquisición.

La Superintendencia General de Poli-
cía, en cuanto órgano rector de la Po-
licía General del Reino, dependía del 

SI HAY ALGO QUE 
DEFINA AL ANTIGUO 
RÉGIMEN ES LA
CONFUSIÓN DE PODERES
Y LA MEZCLA DE 
SUS COMPETENCIAS
HASTA EL PUNTO DE
FORMAR UNA MARAÑA
INDESCIFRABLE EN
MUCHAS OCASIONES
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guerra carlista se crearon el Cuer-
po de Miqueletes en Guipúzcoa y 
el de los Miñones de Vizcaya.

Compañías sueltas. Compañías 
 Los Mozos de Escuadra de 

Cataluña, fundados a nales de la 
guerra de Sucesión como senderis-
tas del ejército borbónico, se con-
virtieron en unos buenos auxiliares 
en la lucha contra los bandoleros, 
dependiendo del capitán general 
de Cataluña. Pero su militariza-
ción total no tuvo lugar hasta 1898. 
Es la primera de estas compañías 
sueltas. En los territorios de la Co-
rona de Aragón surgieron muchas 
iniciativas, bajo el nombre de com-
pañías sueltas, para librar los cami-
nos de la plaga de los bandoleros 
y cuadrillas de gentes que se aso-
ciaban para atacar a viajeros. Los 
capitanes generales, presidentes a 
la vez de las audiencias, inspira-
ron su creación o las autorizaron 
cuando esas iniciativas se llevaron 
a cabo por particulares.

Como es lógico, su campo de ac-
tuación se limitaba al territorio de-
pendiente de la audiencia, aunque 
a veces fueran comisionadas para 
practicar servicios fuera de ella, 
como ocurrió con la de Castilla la 
Nueva que los prestó en el sur de 
Burgos, Soria y Segovia. Sus ac-
tuaciones no estaban sometidas al 
fuero militar, sino a la justicia or-
dinaria del lugar en que practica-
ran el servicio. La nalidad de su 
creación fue en la mayor parte de 
los casos la de proteger la seguri-
dad de los caminos de las bandas 
de malhechores y bandoleros, casi 
idéntica a la encomendada a la 
Santa Hermandad, pero obviando 
el problema de la independencia 
de la justicia ordinaria.

Su nanciación se convertía en 
un problema, porque si quisieron 
subsistir tuvieron que recurrir a la 
auto nanciación a través de su lu-
cha contra el contrabando, que les 
reportaba las dos terceras partes de 
lo requisado, las caballerías, carros 
y demás instrumentos utilizados 
por los contrabandistas en la comi-

LA SEGURIDAD PÚBLICA EN EL SIGLO XVIII

sión de sus delitos. Las compañías jas que 
se dedicaron a la represión del bandoleris-
mo y el contrabando, por lo general, esta-
ban sujetas al fuero militar porque se con-
sideraba que formaban parte del Ejército, 
aunque también hubo algunas excepciones.

Milicias provinciales y urbanas. Las mi-
licias provinciales y las urbanas, aunque 
tengan consideración de reserva del ejérci-
to, fueron el precedente inmediato de las 
milicias cívicas puestas en pie por José I 
Bonaparte y de la Milicia Nacional, por las 
Cortes de Cádiz. Hunden sus raíces en los 
primeros tiempos de la Reconquista, por 
eso no vamos a divagar estudiando esa 
historia que es demasiado larga. Se va a 
centrar nuestra atención en el siglo XVIII. 
Sus jefes solían ser militares retirados, pero 
siempre con autorización de la Corona; los 
ayuntamientos no intervenían para nada ni 
en su organización ni en su nanciación, so-
lamente en el sorteo.

Las milicias urbanas se autorizaron para ac-
tuar en aquellos lugares en que no existían 
milicias provinciales. Se diferenciaban de 
estas en algo muy importante: no podían 
ser utilizadas fuera de los lugares en que 
prestaban sus servicios. Al comienzo de la 
guerra de la Independencia se contaban 112 
compañías según algunos autores. Fueron 
militarizadas completamente a raíz de la 
guerra de la Convención (1793-1795), por-
que las guarniciones de Madrid, Zaragoza 
y Barcelona tuvieron que desplazarse a la 
frontera francesa.

LA SEGURIDAD EN
LAS POBLACIONES:
LOS CONCEJOS PEQUEÑOS
Dentro de este apartado hay que referirse 
a tres tipos de cuestiones, porque no era 
igual el mantenimiento de la seguridad en 
un pequeño municipio que en una ciudad 
o pueblo donde se concentrara un mayor 
número de habitantes. Dentro de la seguri-
dad en las grandes poblaciones merece una 
especial referencia la Superintendencia Ge-
neral de Policía, al nal de este apartado. 
Los concejos, en cualquier clase de domi-
nio que estuvieran enclavados, realengo, 
señorío o eclesiásticos, gozaron de una 
gran autonomía. Fueron los encargados 
de administrar la seguridad pública desde 
su fundación en los orígenes de la Recon-
quista hasta la Constitución de 1812. Para 
ello crearon una estructura que se puede 

Las compañías sueltas nacen para 
librar los caminos de bandoleros.

EN LOS TERRITORIOS 
DE LA CORONA DE 
ARAGÓN SURGIERON 
MUCHAS INICIATIVAS, 
BAJO EL NOMBRE DE 
COMPAÑÍAS SUELTAS, 
PARA LIBRAR LOS 
CAMINOS DE LA PLAGA
DE LOS BANDOLEROS Y 
CUADRILLAS DE GENTES 
QUE SE ASOCIABAN 
PARA ATACAR A
VIAJEROS
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No podían, pues, más que limitarse a 
mantener la seguridad pública en sus 
dos acepciones de protección de las 
personas y bienes y mantenimiento 
del orden público. En el caso de que 
fueran vulnerados deberían recurrir a 
los tribunales de justicia o a pedir mo-

los responsables de la comisión de los 
delitos serían juzgados fuera del muni-
cipio siempre que estos revistieran una 
cierta gravedad.  Se acabó el ejercicio 
de la jurisdicción tal y como se había 
entendido hasta entonces. 

LA MILICIA NACIONAL
La tercera alusión al orden público la 
encontramos en el art. 356. Habrá una 
fuerza militar nacional permanente, de 
tierra y de mar, para la defensa exte-
rior del Estado y la conservación del 
orden interior. Enunciado así parece 
que el ejército se tenía que encargar del 
mantenimiento del orden público en 
su integridad. El problema está en los 
siguientes artículos del texto constitu-
cional, que parecen apoyarse en la con-
junción copulativa «y», es decir en la 

unión de la defensa exterior del Estado 
con la conservación del orden interior.

Al desdoblar lo que se debería enten-
der por fuerza militar permanente se 
ocupa de dos clases: la tropa de conti-
nuo servicio, que es el capítulo I, curio-
samente, donde va encajado el artículo 

fuerzas armadas, y la Milicia Nacional, 
que ocupa el capítulo II y de la que no 

-
dría hacer pensar que estas serían ex-
clusivas de las tropas de continuo ser-
vicio, pero entraría en contradicción 
con el desarrollo del articulado consti-
tucional hecho en el Reglamento de la 
Milicia Nacional. La Comisión de Gue-
rra llegó a decir explícitamente que la 
primera función era la principal para 
el ejército permanente y la segunda, la 
secundaria. Sin embargo, para las mi-
licias ese orden se invertía: la principal 
sería la conservación del orden inte-
rior y solamente en caso de necesidad, 
como estaba sucediendo por causa de 
la guerra, se utilizaría para la defensa 
exterior del reino.

UNO DE LOS PUNTOS 
CONTROVERTIDOS 
SOBRE LA MILICIA
NACIONAL ES SI 
DEBERÍA REDUCIRSE A
UN PAPEL MERAMENTE 
POLICIAL O TENDRÍA
QUE IR MÁS ALLÁ CON 
LA ASIGNACIÓN DE 
OTRAS FUNCIONES 
MILITARES Y DE 
DEFENSA DEL ORDEN 
CONSTITUCIONAL

LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD EN LA GUERRA DE LA INDEPENDENCIA
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EL SEXENIO ABSOLUTISTA Y EL TRIENIO CONSTITUCIONAL

Las obligaciones de los milicianos 

públicos, en especial las sedes de los 
ayuntamientos, y establecer guardias 
donde fuese necesario para mantener 

-

aglomeraciones de personas en lugares 
de regocijo o donde se reunieran por 

aprehender en el pueblo y su término a 
-

der los lugares y términos de sus pue-
blos de los enemigos exteriores o inte-
riores de la seguridad y tranquilidad». 
La instrucción, de una forma un tanto 
llamativa, se limitaba solamente «al 
manejo del arma y precisas formacio-
nes» para que pudieran hacer el servi-
cio de uniforme. Para ello emplearían 
«las tardes de los días festivos que sean 
necesarias». Se les aplicaría el fuero mi-
litar cuando estuvieran de servicio. El 
uniforme sería «airoso, cómodo, barato 
y de géneros del país». Sería escogido 
por una comisión formada por el jefe 
político, el comandante militar y la di-
putación provincial.

El Reglamento provisional de Policía.
A pesar de la aversión de los liberales 
españoles a una organización policial, 
que los llevaba a extremos tan ridícu-
los como querer cambiar la palabra 
policía por otros sinónimos, tuvieron 
que afrontar en las mismas Cortes este 
problema, y esto, también a pesar de 
las leyes de 21 de abril de 1821, de la 
promulgación del Código Penal y de 
las numerosas circulares y leyes sobre 
represión y exterminio de ladrones y 
malhechores, demostraba por sí mis-
mo que algo muy esencial del nuevo 
sistema no funcionaba. Este algo tan 
esencial era la Policía. No encontraron 
la fórmula contra los partidarios del 
absolutismo que se echaron al monte, 

militar y de fuerza, pero no sus redes 
clandestinas, sus cenáculos y sus men-
tores. La incapacidad de los sucesivos 
Gobiernos de luchar contra estos últi-
mos se debió a la ausencia de un servi-

En estas lagunas incurrieron siempre 
de una forma destacada los progresis-
tas, tanto en 1835 como en 1840, 1854 

y 1868 y eso fue lo que les costó la 
permanencia en el poder. Este regla-
mento provisional, al que se le puede 
aplicar aquello de tarde, mal y nunca, 
no solucionó tampoco este problema. 
No lo resolvió porque no se afrontó 
el problema de la organización de la 
Policía, con la consecuencia de que las 
materias policiales quedaron diluidas 
en un montón heterogéneo de organis-
mos, y en muchos casos su aplicación
dependería de enemigos acérrimos del 
sistema liberal.

Las autoridades competentes en estos 
asuntos serían según el art. 1.º: «los je-
fes políticos para la provincia, los alcal-
des, ayudados por los individuos que 
ocuparían los ayuntamientos y los ayu-
dantes de barrio». El artículo 8 se refe-
ría a la posible división de las grandes 
ciudades en cuarteles, y estos en barrios, 
o solo en barrios si la población era pe-
queña y no daba lugar a más divisiones. 
Para llevar los asuntos de la policía se 
nombraría a un individuo de su seno 
que viviese en el distrito o en el barrio. 
El cargo era gratuito, y no renunciable, 
excepto si se había desempeñado ante-
riormente, pero sí podían renunciar a 
otros empleos públicos remunerados. 
Estas soluciones no son nuevas, sino 
muy tradicionales, pues ya eran con-
templadas al pie de la letra en la Noví-
sima Recopilación, concretamente en la 
Instrucción para los Alcaldes de Cuar-
tel de 23 de octubre de 1768.

En cuanto a la organización de esta 
policía totalmente desprofesionalizada 
no era la mejor forma de instituciona-
lizarla, porque, estructurada de esta 
forma, la condenaba a la más absoluta 

práctica de este Reglamento se convir-
tió en algo muy problemático. En esta 
tarea serían auxiliados por el Ejército 
permanente, la Milicia Nacional y por 
todos los vecinos. Donde se percibía 
con más nitidez todas estas problemá-
ticas era en el capítulo V, titulado de la 
«Seguridad de los Caminos». La grada-
ción de la ayuda que podía solicitar el 
jefe político era la siguiente: en primer 
lugar, al Ejército permanente, pero con 
dos condiciones, que se limitaría a la 
cantidad de tropa que permitieran las 
circunstancias y que se tenían que po-

Milicia Nacional.

A PESAR DE LA
AVERSIÓN DE LOS 
LIBERALES ESPAÑOLES 
A UNA ORGANIZACIÓN 
POLICIAL, QUE LOS 
LLEVABA A EXTREMOS 
TAN RIDÍCULOS COMO 
QUERER CAMBIAR LA
PALABRA POLICÍA POR 
OTROS SINÓNIMOS, 
TUVIERON QUE 
AFRONTAR EN LAS 
MISMAS CORTES ESTE 
PROBLEMA
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lidad de las ciudades, de los campos o 
caminos y las coaliciones de jornaleros 
para hacer subir el precio de los jorna-
les». La 13, por su parte, exigía: «Per-
seguir las asociaciones secretas, ahora 
sean de comuneros, masones, carbona-
rios o de cualquiera otra secta tenebro-
sa que exista hoy o existiera en adelan-
te; ahora se reúnan para cualquier otro 
objeto, sobre cuyo carácter reprobado 
infunda sospechas la clandestinidad 
de la junta».

SU EVOLUCIÓN HASTA 1835
Durante muy poco espacio de tiempo, 
de 1824 a 1827, estuvieron al frente de 
la Policía tres superintendentes genera-
les: el fundador José Manuel de Arjona, 

-

que fue el que más tiempo duró en el 
cargo. Su evolución estuvo sembrada 

razón, se opusieron tenazmente a la 
Policía los ultrarrealistas, porque ya no 
podían conspirar tan abiertamente; la 
Iglesia, porque le echaban la culpa de 
que no se restableciera la Inquisición; 
los jueces, porque vieron reducidas sus 
competencias, y los militares, porque 
ya no podían manipular la información 
que se pasaba al rey, ya que este tenía 
un medio para controlarla.

La gran ocasión para dejarla reducida 
a una caricatura se le presentó al mi-
nistro de Gracia y Justicia, Francisco 
Tadeo Calomarde, cuando estalló la su-
blevación de «los Agraviados» (1827) 
en Cataluña. Parece ser que Calomarde 
insinuó al rey la posibilidad de calmar 
la revuelta suprimiendo la Policía, ya 
que los insurrectos unían al grito de 
¡viva la Inquisición! el de ¡muera la Po-
licía! Este fue el origen del Decreto de 
18 de agosto de 1827, por el que se dejó 
reducida a la Policía a entender de deli-

perseguía de apaciguar la rebelión no 
solo no se llegó a conseguir, sino que le 
sirvió de estímulo.

A la muerte del rey, en septiembre de 
1833, el Gobierno temió que se produ-
jeran graves disturbios y para evitar-
los se promulgó una Real Cédula por 
la que se volvía al estado que tenía la 
Policía en 1824. Pero en cuanto el Go-

bierno vio que se había conjurado el 
peligro la revocó, parcialmente prime-

suprimiendo la Superintendencia Ge-
neral, que fue una consecuencia lógi-
ca de las enormes concesiones que se 
tuvieron que hacer al Ejército en los 
comienzos de la primera guerra carlis-
ta. Entre ellas se encontraba la de que 
todos los asuntos de la Policía serían, 
de allí en adelante, competencia de los 
gobernadores militares de las plazas. 
Desde ese mismo momento la Super-
intendencia General de Policía estaba 
de más, y por ello fue suprimida.

PROBLEMAS DE LA POLICÍA
Se van a enumerar solamente los más 
transcendentes, porque se cree que 
con ello se comprenderá mejor lo que 
pasó en esta etapa histórica. Ocupa 
muy destacado el primer lugar el que 
nunca se desarrollara lo prometido en 
el artículo V de la Real Cédula sobre 
la creación de una policía uniforma-
da, que completara esa estructura 
organizativa. Fue algo por lo que 
clamaron continuamente tanto 
los intendentes de las provincias 
como el propio superintenden-
te Juan José Recacho, quien en 
su defensa de la policía de 1826 
llegó a culpar a esa ausencia de 

la Policía General del Reino al no 
tener una fuerza armada respeta-
ble a su servicio.

El segundo le vino de otras insti-
tuciones del Estado que hicieron 
todo lo posible por controlarla y 
someterla a sus designios. En pri-
mer lugar, fue la Iglesia, que trató 
de restaurar la Inquisición y, cuando 
vio que no era posible, intentó que se 
le encomendaran a las órdenes reli-
giosas las competencias de la Policía. 
Simultáneamente, los magistrados 
de justicia no cesaron ni dieron tre-
gua a sus pretensiones de tenerla a 
sus órdenes. La desvirtuación de la 
Policía que hizo Calomarde en 1827 
como concesión a los agraviados lle-
gó tan lejos como fue el suprimir las 
comisarías de cuartel, la desarti-
culación de los Celadores Reales, 
quedando la Policía reducida a la 
mínima expresión bajo el control 

mida.
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• Dar cuenta de las noticias referentes al or-
den Público y la perpetración de delitos
que revistieran carácter de gravedad.

• Corregir las faltas graves mediante la sus-
pensión de empleo y sueldo en casos es-
peciales.

• Variar las distribuciones de las fuerzas y 
dar cuenta a la Dirección General de Segu-
ridad.

LAS NUEVAS SECCIONES
DEL CUERPO DE VIGILANCIA
Sus competencias se pueden agrupar en 
dos grandes grupos:

En cuanto Policía Judicial: «Cuando 
llegue a su conocimiento la comisión de un 
delito dentro de sus respectivos distritos se 
trasladarán al sitio donde tuviere lugar, prac-
ticando todas las diligencias conducentes a 
la determinación del hecho, a la detención 
de los autores, cómplices y encubridores y 
a la ocupación del cuerpo del delito, exten-
diendo en su caso el correspondiente ates-
tado y dando parte del suceso sin dilación 
alguna al Juzgado Instructor competente, 

deberían llevar hasta trece, del 
mismo estilo que se usaban entre 
los militares.

LA EXTENSIÓN A TODO
EL TERRITORIO NACIONAL
Se hizo por un Real Decreto de fe-
cha de 26 de octubre de 1886 y las 
innovaciones principales fueron:

a) La creación de la Dirección Ge-
neral de Seguridad, cuya misión 
principal fue la de «organizar las 
secciones del Cuerpo de Seguridad 
y Vigilancia», instruir expedientes 
a los miembros de la Policía Gu-
bernativa, formar los expedientes 
personales, proponer y otorgar re-
compensas, realizar la estadística 
criminal y adoptar las disposicio-
nes para sostener el orden público 
y prevenir todo conato de alterarlo. 
Otras obligaciones eran las de lle-
var los libros-registro, que ahora 
se elevaban a 17. Fue suprimida 
al año de comenzar a funcionar, 
porque, como se ha dicho antes, la 
Policía se estructuró de una forma 
independiente por provincias y, 
dadas las enormes facultades que 
se concedieron a los gobernadores 
civiles, se hizo innecesaria la exis-
tencia de intermediarios entre es-
tos y el ministro de la Gobernación.

b) La creación de los inspectores ge-
nerales, a quienes se encomendaba
la corrección de faltas leves, iniciar
las investigaciones que eran conve-
nientes acerca del comportamiento,
aptitud, celo, moralidad de los jefes,
inspectores y demás individuos de-
pendientes de ellos; e inspeccionar
los libros de registro para corregir
los defectos y omisiones e informa-
lidades que en ellos advirtieren.

c) Las competencias atribuidas a 
los gobernadores civiles. Ponía a 
los miembros de los cuerpos a las 
órdenes de los gobernadores civi-
les, quienes tendrían un poder ab-
soluto sobre ellos. Les atribuía un 
papel fundamental, mediante las 
siguientes competencias:

• Disponer la ejecución de los servi-
cios de Seguridad y Vigilancia.

LA RESTAURACIÓN (1877-1905)

Guardia del Cuerpo 
de Seguridad, con 
uniforme de diario, 
en 1898. Como 
cubrecabezas 
la «teresiana», 
característica también 
de los jefes y oficiales 
del Ejército.
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Barcelona, y poco a poco fueron implantándo-
se en las demás plantillas comenzando por las 
de las ciudades de mayor población. Fue una 
de las consecuencias del asesinato de Canale-
jas, en 1912.

Brigadas. Se crearon en Madrid por una 
Instrucción provisional de 9 de febrero de 1913 
y en Barcelona, por otra de 15 de diciembre de 
1913.  Las brigadas fueron ocho, que se llama-
ron: de Investigación Criminal, cuya misión 
principal sería la de investigar y averiguar los 
delitos y sus autores y facilitar la misión de la 
autoridad judicial, ejerciendo una especial vi-
gilancia sobre los reincidentes. La Móvil, que 
tenía como objetivo vigilancias especiales, ul-
trajes a la moral y casas de huéspedes, fondas, 
cafés… y prestaría servicio en aquellos lugares 
que se le designaran en órdenes reservadas. La 
de Viajeros y Extranjeros, que vigilaría para 
adquirir noticias de viajeros y extranjeros, es-
pecialmente en las estaciones de ferrocarriles 
y en la recogida de los partes de viajeros y rea-
lizaría las informaciones sobre los extranjeros 
que quisieran nacionalizarse. La de Espectá-
culos, para el cumplimiento del Reglamento 
de Espectáculos y edificios destinados a estos. 
Nocturna o Vigilancia durante la noche, que 
prestaría sus servicios durante unas horas de 
la noche vigilando el cierre de espectáculos y 
la moralidad pública. De Anarquismo y Socia-
lismo, con la función de «vigilancia de indivi-
duos peligrosos; filiaciones de estos; compro-
bación de sus domicilios y todo lo relativo a 

sectarismo político que reclame 
observación y vigilancia». Ciclista 
y Comprobación, que sería encar-
gada de la vigilancia de los trenes 
en los meses de verano y en los via-
jes de los reyes y del Gobierno.

Secciones. Dentro de este epí-
grafe se comprendían el Servicio 
de Barrios, las Secciones Especia-
les y las delegaciones subalternas. 
El Servicio de Barrios «tiene por 
principal misión la rectificación del 
censo de población, dar informes 
sobre el respectivo de cada agente 
y la vigilancia de ellos durante las 
horas del día”. Este servicio fue su-
mamente importante, hasta el pun-
to de que no hace mucho tiempo se 
intentó resucitar con la policía de 
proximidad actualizando sus pro-
cedimientos.

Las Secciones Especiales eran cin-
co: la del servicio de Su Majestad; 
la de Presidencia del Gobierno y 
las tres de las estaciones de ferroca-
rril —una en Norte, otra en Atocha 
y la de Cáceres y Portugal—. En 
cuanto a las delegaciones subalter-
nas eran diez, con su prevención 
para el Cuerpo de Seguridad, y su 
distribución coincidía con la de las 
comisarías.n

Las Unidades Ciclistas fueron 
potenciándose y llegaron a estar 
presentes, a finales de los años 
20, en una buena parte de las 
plantillas.
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infraestructura nacional que sirvió de base a 
los guardias de Asalto o la sección de Van-
guardia y Asalto, como se verá algo más ade-
lante. La plantilla de Barcelona, que era muy 
similar a la de Madrid, estaba compuesta 
por: un comandante, cuatro capitanes, ocho 
tenientes, 16 sargentos, 40 guardias primeros 
y 336 guardias segundos. Esta expansión se 
hizo de una forma totalmente ordenada y ló-
gica. Se dio prioridad a la frontera francesa y 
al Campo de Gibraltar, lugares más sensibles 
para el terrorismo internacional, en el primer 
caso, y del contrabando, en el segundo.

El 13 de enero de 1911, publicaba la Gaceta 
de Madrid un cuadro por provincias de las 
poblaciones donde se debería establecer do-
tación del Cuerpo de Seguridad. Muchos 
pueblos no comprendidos en ese cuadro soli-
citaron la presencia del Cuerpo de Seguridad 
sin alegar los fundamentos de su petición. La 
respuesta del Ministerio de la Gobernación 
fue una real orden circular, en la que se fija-
ban los requisitos y los fundamentos que de-
berían dar base a esas peticiones. Entre ellos 
estaban los siguientes: acuerdos de los ayun-
tamientos para afrontar los gastos derivados 
de la instalación del destacamento; recursos 

no comprometidos del presupuesto muni-
cipal; número de habitantes e informe de la 
alcaldía sobre la población flotante que haya 
de ordinario, atraída por el laboreo de minas, 
establecimientos fabriles o cualquiera otra 
causa; composición de la línea o del puesto 
de la Guardia Civil que estuviera destacado 
en el pueblo; indicación de los mercados ha-
bituales, si los hubiera, y de las vías públicas, 
estaciones… Con todos estos datos se preten-
día tener una idea lo más exacta posible sobre 
la importancia del vecindario y de las previ-
siones a que se debieran atender en materia 
de orden público.

LOS CAPITANES COMO
JEFES DE LAS COMISARÍAS
La separación de los cuerpos de Vigilancia
y Seguridad era completa, pero esto no im-
pidió que se produjeran situaciones como la
que vamos a reseñar. El artículo 24 del Re-
glamento de la Policía de 4 de mayo de 1905
decía textualmente: «Mientras los capitanes
desempeñen funciones del Servicio de Vigi-
lancia en Madrid, recibirán las órdenes rela-
tivas a ésta por conducto del jefe encargado
de los Servicios de Vigilancia y Especiales, al
cual estarán subordinados, con las mismas

El jefe de Gobierno, Eduardo Dato (fotografía de la derecha), fue tiroteado mientras circulaba en su 
vehículo por la Plaza de la Independencia de Madrid el 8 de marzo de 1921.

Unidades de Asalto de Guarnición en Cataluña (foto tomada después de 1932, perteneciente a la colección privada de Esteban Guevara).
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se ha hablado en el artículo precedente en el 
tema de las especialidades.

Los distintos gobiernos trataron de esta for-
ma terminar con la corrupción dentro de la 
policía garantizando su estabilidad en el em-
pleo y dotarla de unas importantes mejoras 
en materia de organización. No es fácil decir 
que las primeras fueron aceptadas de forma 
inmediata aunque la depuración que sufrió 
la Policía fue sumamente dolorosa, por lo 
drástica, pero las mejoras en cuanto a orga-
nización sufrieron mucho hasta imponerse, 
porque, al disminuir las competencias en 
estas materias de los gobernadores civiles, 
estos reaccionaron como si se hubiera mi-
nusvalorado su cargo y  ciertos sectores de 
la prensa contestaron duramente algunas 
de las competencias atribuidas al Director, 
personificando los ataques en Ramón Mén-
dez Alanís, el primer director general. Como 
muestra se pueden hallar en «El Imparcial» 
del día 29 de noviembre con una editorial y 
un ácido artículo de Mariano de Cavia contra 
el decreto de 27 de noviembre.

LA DIRECCIÓN GENERAL
DE ORDEN PÚBLICO
Los años del «pistolerismo» (1917-1923) mar-
caron y definieron hasta donde se podía lle-
gar con aquella estructura de los servicios
policiales. Pero al parecer, de esto hasta 1921,
coincidiendo con el asesinato de otro Jefe de
Gobierno: D. Eduardo Dato, ocurrido el día

8 de marzo de 1921. Como en anteriores oca-
siones lo primero que se hizo en este caso fue
destituir al director general, al comisario ge-
neral de Madrid y al inspector general de Se-
guridad. Luego, como otro trámite obligado,
se le cambió el nombre a la Dirección General
de Seguridad, por el de Orden Público, lo que
se llevó a efecto por un Decreto Ley de 24 de
junio de 1921 que además presentaba bastan-
tes novedades.

La más importante de ellas, era sin duda, que 
por primera vez en la historia de la Policía, se 
intentaba coordinar los servicios de la Policía 
Gubernativa con los de la Guardia Civil, y se 
sometía al Cuerpo de Seguridad, en su régi-
men interno, al Código de Justicia Militar. Se 
ponían también importantes limitaciones a la 
autoridad de los Gobernadores Civiles: «Los 
Gobernadores civiles, no podrán designar 
por sí mismos el personal que haya de eje-
cutar los servicios, lo cual será de responsa-
bilidad de los jefes, y ni unos ni otros podrán 
alterar el destino de los funcionarios, atribu-
ción que compete exclusivamente al Director 
General. Ningún Gobernador podrá dispo-
ner servicios fuera del punto de destino de 
los funcionarios sin autorización expresa del 
Director General o su conocimiento en casos 
de reconocida urgencia y avisándolo también 
al Gobernador respectivo cuando salieren a 
otra provincia», (Art. 61). Se suprimían den-
tro del Cuerpo de Vigilancia los ascensos por 
antigüedad, y se llevarían a efecto solamente 

El jefe de Gobierno, Eduardo Dato (fotografía de la derecha), fue tiroteado mientras circulaba en 
su vehículo por la plaza de la Independencia de Madrid el 8 de marzo de 1921.

49

Estos últimos se opusieron de una forma tajante a las
medidas del Gobierno, hasta el punto de que constitu-
yó uno de los motivos que sirvió para el estallido de los
sucesos de Barcelona de mayo de 1937.  Esto provocó
mucha resistencia, sobre todo en los anarquistas, pero
terminó imponiéndose el criterio del Gobierno.

El 7 de octubre, el Gobierno se vio obligado a dar un ul-
timátum de 48 horas para que todos los grupos de mili-
cias que actuaban investigando se integraran en la «Sec-
ción de Investigación de la Retaguardia», invalidando
los carnets que tuvieran y que deberían ser canjeados
por los de las «Milicias de Vigilancia de la Retaguardia»,
prohibiéndoles expresamente que realizaran registros
domiciliarios como lo venían haciendo hasta entonces
(de forma totalmente arbitraria en la mayor parte de los
casos y en otros lindando con la delincuencia común).
Por ello, se ordenaba también que se debería levantar
acta de lo incautado, incluso cuando los objetos requi-
sados consistieran en ropa o subsistencias.

Lo positivo de este Cuerpo fue que constituyó un in-
tento serio de poner algo de racionalidad en asuntos 
policiales y, a la vez, un intento de restablecer la auto-
ridad del Estado a impulsos, básicamente, del Partido 
Comunista. Porque si algo demostró la ausencia de un 
auténtico Cuerpo de Policía durante los primeros seis 
meses de la Guerra Civil en la zona republicana, fue 
que el descontrol en la represión solamente conducía 
a una situación de enorme inestabilidad social. 

Capitán y guardias de seguridad (1936).

Se estableció este Cuerpo por un Decreto de 26 de 
diciembre de 1936. Para ello, como paso previo, se 
declaraban disueltos los Cuerpos de la Guardia Na-
cional Republicana (en la que se había reconvertido 
a la Guardia Civil), el de Seguridad y Asalto, Investi-
gación y Vigilancia y las Milicias de Retaguardia. Por 
ello se le encomendaron tareas relacionadas con el 
mantenimiento del orden público y de lucha contra la 
delincuencia de todo tipo.

Para hacer factible la unificación de unos cuerpos tan 
heterogéneos se creaban el grupo uniformado y el gru-
po sin uniformar.

El grupo uniformado se subdividía en tres secciones:

 • Seguridad Rural: presente en pueblos y ciudades de 
menos de 20 000 habitantes.

 • Seguridad Urbana: ubicado en ciudades de más de 
20 000 habitantes.

 • De Vanguardia: actuaría en caso de desórdenes pú-
blicos, recogiendo así las competencias de las Sec-
ciones de Asalto del Cuerpo de Seguridad.

Por otro lado, el grupo sin uniformar también se sub-
dividía en tres secciones:

 • Fronteras: con competencia en extranjería, ferroca-
rriles y hoteles.

 • Seguridad Judicial: dedicada al control de la delin-
cuencia común.

 • Investigaciones Especiales: encargada de todo lo 
relativo a la delincuencia política («actividades con-
trarias al Régimen»).

Se determinaban las condiciones de ingreso y ascenso.
Fueron reguladas por una Orden del Ministerio de la
Gobernación con un un cuestionario bastante exhaus-
tivo. También se creaban los Consejos de Seguridad,
tanto a nivel nacional como provincial, cuya misión se-
ría la de proponer reglamentos de seguridad para los
diferentes cuerpos y el establecimiento de las plantillas,
ascensos y recompensas. En una de las disposiciones
transitorias se establecía como misión de estos Conse-
jos la que iba a ser de verdad su función: «estudiar e
informar» todas las solicitudes de ingreso en el nuevo
Cuerpo, independientemente de que provinieran de los
cuerpos ya disueltos o de las milicias. Como en estos
Consejos tomaban parte tanto profesionales de la po-
licía y del Ministerio de la Gobernación como repre-
sentantes de los partidos y de los sindicatos del Frente
Popular, se convirtieron en verdaderos órganos de de-
puración, actuando de una forma tan rigurosa que, en
ocasiones, no se cubrían las plazas que salieron a con-
curso.

El 12 de agosto de 1937 este proceso de depuración 
había terminado, procediéndose a modificar la es-
tructura del Cuerpo de Seguridad. De esta forma, se 
suprimieron los Consejos Provinciales, pasando sus 
funciones a los gobernadores civiles y a los jefes de se-
guridad y policía. Se creó en cada capital de provincia 
un tribunal depurador para someter a examen cultu-
ral y psicotécnico a todos lo agentes de vigilancia que 
hubieran ingresado por nombramiento directo.

Se mantuvieron las secciones del grupo sin uniformar, 
cambiándose su nombre: Policía Interior, Policía Ex-
terior y Policía Especial. En el grupo uniformado so-
lamente se dejaron dos de las tres que existían: la Sec-
ción de Asalto y la Urbana, siendo obligatorio ingresar 
en la primera y permanecer en ella durante dos años. n
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

LA POLICÍA EN ÉPOCA FRANQUISTA
En este número se analiza el período que abarca los años comprendidos entre 1936 y 1976. No 
es un periodo homogéneo y, por ello, se pueden distinguir varias etapas: la de la Guerra Civil; 

la que ocupó desde el final de la contienda, en 1939, hasta aproximadamente el año 1958; y 
la tercera, que finaliza en 1976 y pone fin al Régimen. Toda la actuación durante esta época 

tuvo como fin el adaptar la estructura de la Policía a la forma dictatorial del Gobierno. 

Texto: Martín Turrado Vidal

Centralización de la organización
En la zona controlada por los rebeldes, los servicios 
de Policía dependieron en un primer momento de una 
Junta Técnica, creada el 1 de agosto de 1936 en Bur-
gos, con el nombre de Jefatura Superior de Policía. Fue 
muy provisional, porque durante los tres años que 
duró la contienda fueron continuas las reorganizacio-
nes e, incluso, los cambios de nombre. Una de las más 
importantes tuvo lugar al finalizar la guerra.

Se volvieron a crear direcciones generales en virtud 
de la Ley de 3 de agosto de 1939. De la Dirección Ge-
neral de Seguridad pasó a depender la Inspección Ge-
neral de Policía Armada y de Tráfico y se crearon los 
servicios centrales con sus Comisarías Generales de 

Fronteras, Información, 
Orden Público e Identi-
ficación. Se creó también 
la Secretaría General y 
se estableció la Junta de 
Seguridad integrada por 
el director general, el ins-
pector general de la Po-
licía Armada, los cuatro 
comisarios generales y el 
asesor jurídico. Cuando 
era presidida por el mi-
nistro de la Gobernación, 
podía ser convocado el 
inspector general de la 
Guardia Civil.

El Decreto de 8 de septiembre de 1939 desarrolló la 
nueva ley y definía las cuatro Comisarías Generales y 
sus competencias, abarcando un campo de actuación 
mucho más amplio a escala nacional. Contenía tam-
bién una disposición importantísima en el artículo 
4.º, por la cual se declaraba en vigor el Reglamento
de 25 de noviembre de 1930, con carácter provisional,
mientras se procediera a la redacción de otro nuevo. Y
como en la Policía lo provisional es lo que dura, no fue
reemplazado hasta 1975.

Las jefaturas superiores de Policía fueron creadas en
virtud de una Orden de 7 de octubre de 1939 y se ubi-
caron en Madrid, Barcelona, Bilbao, Sevilla, Valencia
y Zaragoza. Sus competencias estaban contenidas en
una Ley de 2 de septiembre de 1941. Las más impor-
tantes eran las de asumir el mando del Cuerpo Ge-
neral de Policía y de la Policía Armada y de Tráfico.
Otros servicios como los de habilitación y las brigadas
(Investigación Criminal, Político-Social, etc.) de-
pendían directamente de ellas. Además, asumían
la dirección, con subordinación a los gobernadores
civiles, de la prevención y represión gubernativa de
los actos comprendidos en la Ley de Orden Público
de 1933.

Emblema policial. Año 1938

Foto de la entrega de Despachos en la Academia de Policía Armada en 1970.
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Algunos de los uniformes vestidos por las mujeres policías.

MUJERES POLICÍAS
Esta medida llegó tarde, porque vino 
a cubrir una necesidad perentoria e in-
eludible, y no tenía ningún sentido se-
guir manteniendo una discriminación 
por razón de sexo. Se produjo por Real 
Decreto de 17 de junio de 1977. Hasta 
ese momento se había convertido en 
práctica dentro del Cuerpo General de 
Policía recurrir a la colaboración de las 
encuadradas en un Grupo Especial Fe-
menino y de Orientación a los toxicó-
manos, para poder realizar determina-
dos servicios (vigilancias, cacheos...) en 
que la presencia de la mujer resultaba 
imprescindible.

Por eso, se cometió una gran injusticia 
con las componentes de este grupo, al 
no habilitar un procedimiento que po-
sibilitara su acceso al Cuerpo Superior, 
cuando se convocó la primera oposición 
en que se admitía un número determi-
nado de candidatas.  No hacerlo así fue 
un acto desafortunado y desagradeci-
do, pues si habían prestado un servicio 
igual o parecido al de los inspectores, 
cuando no lo eran, estuvo mal no te-

nerlas en cuenta para haber facilitado 
su acceso, como estaban deseando la 
mayoría, simplemente atendiendo a los 
méritos contraídos en acto de servicio.

Esta medida tuvo, a largo plazo, un 
efecto tan beneficioso que nadie hubie-
ra podido predecir. Fue que la imagen 
de la Policía cambió, perdiendo mucho 
de su adustez y severidad para conver-
tirse en algo más suave y cercano. Este 
efecto no buscado convenció a muchos 
de que la democracia había llegado a 
penetrar en las estructuras de la Policía.

SINDICATOS 
El reconocimiento del derecho a formar 
sindicatos y a sindicarse se produjo sin 
demasiadas tensiones. El Decreto de 18 
de diciembre de 1977 se puede conside-
rar ya como un fruto de los «Pactos de 
la Moncloa», firmados en octubre de ese 
año. Fue la culminación de un proceso 
interno que desembocó en la creación 
de una asociación profesional, en la que 
rápidamente aparecieron varias tenden-
cias enfrentadas, que dieron origen al 
actual mapa sindical de la Policía. Este 

EL DECRETO DE 18
DE DICIEMBRE
DE 1977 FUE LA
CULMINACIÓN DE UN 
PROCESO INTERNO 
QUE DESEMBOCÓ 
EN LA CREACIÓN
DE UNA ASOCIACIÓN 
PROFESIONAL, EN LA
QUE RÁPIDAMENTE 
APARECIERON VARIAS 
TENDENCIAS
ENFRENTADAS, 
QUE DIERON ORIGEN 
AL ACTUAL MAPA
SINDICAL DE 
LA POLICÍA

43

Conclusiones

Bibliografía



10

Capítulo I
Introducción

»ESTUDIOS HISTÓRICOS

La historia de la seguridad pública en Es-
paña se está haciendo lentamente, aunque 
desde los años 80 hayan ido apareciendo 
obras muy esclarecedoras, siempre de 

forma esporádica y sin periodicidad alguna. Esto se 
debe a su gran complejidad por los numerosos facto-
res que la integran. La consecuencia es que muchos 
episodios de la historia contemporánea de España si-
guen sin estar debidamente explicados o lo están de 
forma incompleta. Se va a intentar ofrecer al lector las 
líneas fundamentales de la seguridad pública en lo 
concerniente a la Policía porque dentro de las polí-

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

En este número de la revista Policía inauguramos 
un nuevo espacio de historia centrado en nuestra 
institución y que se va a ir presentando de manera 
sucesiva en los próximos números; haremos un 
recorrido histórico sobre aquellos aspectos que 
fundamentan la esencia de lo que hoy es la Policía 
Nacional. 

QUÉ SE ENTIENDE POR 
SEGURIDAD PÚBLICA
Y CUERPO POLICIAL

ticas del Estado ocupa un lugar muy 

estrechos límites de espacio en que se 
van a escribir estos artículos, se trata-
rá de presentar una línea argumental 
de su historia lo más inteligible po-
sible. Para ello, se seguirá un orden 
cronológico porque es el que resulta 
más práctico, ajustándonos a las de-
nominaciones que son utilizadas co-
múnmente por los historiadores.

-
ción de las palabras que se van a uti-
lizar y, de una forma especial, lo que 
se entenderá por seguridad pública y 
policía. Siendo tan problemático dar 

-
cusiones bizantinas. Así pues, se tratará de dejar claro 
en qué sentido se usarán ambos términos a lo largo de 
las páginas que siguen.

SEGURIDAD PÚBLICA
La primera pregunta que se debe responder de una 

seguridad pública. Nada hay más subjetivo que la se-

Diccionario de la Real Academia Española, «seguro» 
es lo que «está libre y exento de todo peligro, daño o 
riesgo», porque esa percepción de estar libre de peli-
gro depende de la persona o institución encargada de 

al contenido de nuestra exposición es la del Tribunal 
-

mó que la seguridad pública «es la actividad del Esta-
do dirigida a la protección de personas y bienes (se-
guridad en sentido estricto) y al mantenimiento de la 

inseparables y mutuamente condicionadas».
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Izquierda: Uno de los 
primeros símbolos de 
la institución policial 

en España fue el gallo, 
“siempre despierto y 

vigilante…” La fuerza 
de su imagen fue 

asumida también por 
algunas policías de 
Hispanoamericana.

Derecha: Emblema 
de cuello del Cuerpo 

de Seguridad, 
correspondiente al modelo 

de 1935 y que fue el más 
característico del Cuerpo.

Artículo publicado en la revista Policía, núm. 339
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LA SEGURIDAD 
PÚBLICA TIENE 
POR OBJETO LA 
PROTECCIÓN DEL 
EJERCICIO DE 
LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES 
DE LA PERSONA, 
CONSIDERADA EN SU 
DOBLE DIMENSIÓN: 
INDIVIDUAL,
ENTRE LOS QUE 
DESTACAN EL 
DERECHO A LA VIDA 
Y A LA PROPIEDAD, 
Y COLECTIVA, EN 
CUANTO FORMA 
PARTE DE UNA 
SOCIEDAD, COMO 
SON EL DE REUNIÓN Y 
ASOCIACIÓN

Las características que se desprenden de esta 
noción son las siguientes: primera, ser una ac-
tividad del Estado, entendiendo por tal el con-
junto de tareas propias de una entidad; segun-
da, ejercida a través de diversos organismos, 
que son los encargados de una forma concreta 

relacionadas con la seguridad (como el Minis-
terio del Interior o de Gobernación, las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad y otros); y tercera, di-
rigidas a la protección de personas y bienes, así 
como al mantenimiento del orden ciudadano.

Los primeros liberales partieron de la idea de 
que cualquier ley que se promulgara se iba a 
poner en práctica sin discusión ni contestación. 
Creían que bastaría para ello el origen mismo 
de toda norma: la soberanía nacional, expresa-
da en el Congreso de Diputados. Por ello, los 
primeros legisladores liberales no se preocupa-
ron en demasía de este asunto ni entraron den-
tro de sus elaboraciones doctrinales. No hubo 
apenas debate sobre la seguridad pública ni se 
le dedicó la atención que merecía y el resulta-
do fue que se tuvo que ir improvisando sobre 
la marcha, poniendo continuamente parches 
ante los problemas que iban surgiendo. En una 
palabra, pensaron que las cosas iban a seguir 
igual que en el Absolutismo, pero no advirtie-
ron que se había producido un cambio revolu-
cionario: la existencia de una opinión pública, 
base sobre la que se sustentaría el nuevo ré-
gimen. El rey absoluto podía tomar cualquier 
decisión sin posibilidad de que fueran cuestio-
nados ni su poder ni su posición dominante en 
la sociedad. Pero, en la nueva sociedad que se 
quería construir, a través de la opinión pública 
se tenía la posibilidad de cuestionar y de opo-
nerse a cualquier decisión.

Es claro que los principales resortes para el 
mantenimiento de la seguridad pública que-
darían en manos del poder ejecutivo, a la vez 
que bastante por no decir muy descentraliza-
das. En este sentido, se equivoca gravemente 
quien piense que la Constitución del 1812 su-
puso una ruptura radical con las formas, mo-
dos y costumbres establecidos durante siglos 
anteriores a ella para el mantenimiento del 
orden público. 

Lo realmente innovador fue la radical sepa-
ración de poderes del Estado, dando teórica-
mente la preeminencia al legislativo sobre el 
ejecutivo y el judicial. Fue una ilusión pasajera, 
porque pronto el ejecutivo hizo valer su mayor 
peso real en la gobernación del país y su mayor 
peso institucional, con el que llegó a controlar 

todo lo relacionado con la seguri-
dad pública. La separación de po-
deres trajo consigo innovaciones 
importantísimas que se tradujeron 
en la independencia de la policía 
con respecto a los tribunales y jue-
ces y que por su intervención des-
tacada en los procesos electorales 
se convirtió en una de las claves 
de la lucha por el poder a lo largo 
de todo el siglo XIX. La ruptura del 
proceso penal en dos partes, la de 
investigación y prevención y la de 
la sentencia y ejecución de la pena. 

Esto propició la aparición de cuer-
pos de policía dedicados a las pri-
meras tareas. Por ello, la policía so-
lamente tuvo durante todo el siglo 
XIX y el primer tercio del XX com-
petencias en materia de seguridad 
individual. Las de orden público 
no las tuvo hasta la fundación de 
los guardias de asalto en 1931, en 
los albores de la II República. El 
sistema penitenciario formó siem-
pre parte del Ministerio de Justicia 
porque se entendió que todo lo 
relacionado con la imposición de 
unas penas y el control de su cum-
plimiento debía estar sometido a 
ese ministerio.

LA POLICÍA
De todos los problemas que se pre-
sentan para este estudio hay uno 
que tiene una importancia especial: 

-
labra «policía». El historiador de la 
policía francesa Buisson comienza 
su libro ofreciendo más de veinte 
acepciones de la palabra. Conviene, 

a tomar como base a lo largo de es-
tos artículos. Se referirán siempre 
a la policía, entendiéndola como 
institución administrativa, es decir, 
organizada como un cuerpo. Esto 
permitirá establecer unos criterios 
seguros para saber cuándo fue fun-
dada, cómo se desarrolló y evolu-
cionó en su organización, en qué 
sucesos intervino y quiénes fue-
ron los protagonistas de todo este 
proceso. Constituyen cada uno de 
estos asuntos, pero sobre todo los 
dos últimos, los ejes centrales de la 
investigación.
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Qué se entiende por seguridad pública y cuerpo policial

Portada de la 
Constitución de 1812 
promulgada en Cádiz.

Amodo de curiosidad, diremos que los nombres de la Policía 
en España han sido los siguientes: Policía General del Reino, 
Protección y Seguridad,  Protección y Salvaguardias, Vigi-

lancia y Seguridad Públicas, Cuerpo de Orden Público, Vigilancia 
y Seguridad, Policía Judicial, Cuerpo de Investigación y Vigilan-
cia y de Seguridad, Cuerpo de Asalto, Cuerpo General de Policía, 

-

Nacional de Policía.

QUÉ SE ENTIENDE POR SEGURIDAD PÚBLICA Y CUERPO POLICIAL

Como se puede comprobar, la elección 

no es un ejercicio inútil para el in-
vestigador porque, según el que elija, 
orientará la búsqueda de fuentes. De 
acuerdo con ello buscamos las fuentes 
documentales que nos permitieran la 
construcción de una historia que es-
taba en pañales, porque ni siquiera se 

PROBLEMAS EN EL 
ESTUDIO DE LA POLICÍA
Los cuerpos de policía han mantenido 
desde siempre una aureola de oscuran-
tismo. A pesar de que su estructura y 
organización sí eran públicas, algunas 
de sus concretas actuaciones se man-
tenían con cierto recelo. Esto la ha ale-
jado, injustamente, de ser foco de más 
estudios, con un importante coste para 
el conocimiento de muchas de las face-
tas de la historia de la política interior 
seguida en España desde el siglo XVIII. 

De todas formas, la investigación sobre 
-

Constituye un problema fundamental 
para reconstruir el proceso desde su 
creación hasta la actualidad, es decir, 
para organizar una secuencia temporal 
en el desarrollo de la institución, pero a 
la vez, para poder acceder a las fuentes 
documentales, que normalmente con-
servan los nombres de las épocas que 
se traten de investigar. Estos cambios 
de nombre se sucedieron con una gran 
rapidez en el período que va desde 
1844 a 1873 y desde 1978 a 1986. Para 
un policía que haya vivido estos últi-
mos cambios, este es un problema re-
lativo, pero para un estudioso suponen 

que representa saber la correlación de 
los cuerpos de policía y cuáles de sus 
nombres son equivalentes. 

Ocurre que los cuerpos, o algunas par-
tes de estos, han tenido nombres popu-
lares que no se corresponden con los 

le bautizó tempranamente en el siglo 
XIX con el nombre de «policía secreta», 

sean muy diferentes. Si se lee la prensa, 

-

ren a ningu-
no de ellos, sino a los gastos reservados. 
«La social» del franquismo en realidad 

Brigadas de Investigación Social, que 
mucha gente sigue creyendo errónea-
mente que fueron creadas por Franco 
cuando en realidad lo fueron en 1912, 
tras el asesinato de José Canalejas, pre-
sidente del Consejo de Ministros. Y la 
División de Investigación Social, que 
actuaba en todo el territorio nacional, 
lo fue en 1927 en plena dictadura de 
Primo de Rivera.

LA DELIMITACIÓN 
EN EL TIEMPO
Diversos autores han pretendido tratar 
los problemas de la seguridad pública 
y de la policía sin un límite temporal y 

LOS NOMBRES DE LA POLICÍA

Po
Co
pr

n a ningu-
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Introducción

Representación 
alegórica
del Antiguo 
Régimen.

esto ha llevado, como dice Larra, a re-
trotraerse hasta el nacimiento de Adán 
y Eva. Esta historia se centrará en los 
dos últimos siglos y medio de la histo-
ria de España. Las razones para proce-
der así son de orden práctico. Estudiar 
detalladamente los antecedentes más 
remotos de los actuales cuerpos de 
seguridad y de las otras instituciones 
involucradas en asuntos de seguridad 
no conduciría a nada. Esto ocurre por-
que la Constitución de 1812 marca un 
antes y un después en toda la historia 
de España y en materia de seguridad 
también. Sin la separación de poderes 
es impensable concebir unos cuerpos 
de seguridad y unas instituciones de-
dicadas a su mantenimiento de forma 
especializada.

-
gimen es la confusión de poderes y la 
mezcla de sus competencias hasta el 
punto de formar una maraña indesci-
frable en muchas ocasiones. Hay auto-
res que hablan de la Santa Hermandad 
como antecedente de los Cuerpos de 
Seguridad, sin caer en la cuenta de que 
aquella tiene poco parecido con estos 
porque, en realidad, era y funcionaba 
como un tribunal especial por razón 
del territorio donde se cometían los 
delitos que se le había encargado per-
seguir. Por la misma razón tampoco 
se puede considerar como anteceden-
tes de estos cuerpos ni al Tribunal de 
la Acordada de México ni a la Super-
intendencia General de Policía creada 
por Carlos III como consecuencia del 
motín de Esquilache. 

Si se está de acuerdo en que los cuer-
pos de seguridad como tales sin mez-
cla de atribuciones judiciales nacieron 
a partir de 1812, es lógico que se centre 
nuestra atención en lo inmediatamen-
te anterior, que realmente es lo que ex-
plica ese nacimiento y condiciona su 
desarrollo y evolución. Por ello es tan 
importante el estudio del siglo XVIII, 
sobre todo a raíz de lo acontecido en el 
motín de Esquilache. A partir de este 
episodio se pusieron en marcha las úl-
timas reformas que intentaron adecuar 
el Absolutismo a los nuevos tiempos.

CARACTERÍSTICAS DE UN 
CUERPO MODERNO DE POLICÍA

-
terísticas que los cuerpos de policía 
deben poseer y que permitan recono-
cerlos como tales. Será determinante 
para establecer cuándo la institución 
comenzó a existir. En el caso de la po-
licía gubernativa creemos que fueron 
siete los principales rasgos:

1.º. Institución independiente y autónoma.
Independiente, porque tiene su propia 
cabeza y organización, y autónoma en 
cuanto tiene unas competencias muy 

de las del resto de los cuerpos fun-
cionariales del Estado cuya actuación 
está perfectamente regulada. En este 
sentido, deja de depender de los jueces, 
como era tradicional hasta la Constitu-
ción de 1812, y sus competencias no 
tienen mezcla alguna con las de tipo 
jurisdiccional: puede conocer los deli-
tos que se cometan, pero no imponer 
sanciones y condenas. Los jueces se 
quejaron mucho de «las independen-
cias de la policía». No depende tam-
poco de la Iglesia, que a través de la 
Inquisición había desarrollado labores 
de policía política. Desde ciertos secto-
res de la Iglesia se luchaba en aquellos 
momentos para que la represión no 
se laicizara, y las órdenes religiosas 
pudieran seguir manteniendo su in-

habían venido haciendo a través de la 
Inquisición.

La Superintendencia General de Poli-
cía, en cuanto órgano rector de la Po-
licía General del Reino, dependía del 

SI HAY ALGO QUE 
DEFINA AL ANTIGUO 
RÉGIMEN ES LA 
CONFUSIÓN DE PODERES 
Y LA MEZCLA DE 
SUS COMPETENCIAS 
HASTA EL PUNTO DE 
FORMAR UNA MARAÑA 
INDESCIFRABLE EN 
MUCHAS OCASIONES
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Fernando VII (1784-1833).

Ministerio de Gracia y Justicia, pero 
podía despachar directamente con el 
rey. La policía tenía la obligación de 
poner a disposición de los jueces y tri-
bunales a los presos y detenidos en el 
plazo de ocho días, que se ampliaban 
discrecionalmente para los reos acusa-
dos de conspiración. 

2.º. Institución implantada
en todo el territorio nacional
Es lo que ocurrió con la Policía Ge-
neral del Reino, que entre febrero y
marzo de 1824 se implantó en toda
España, con ciertas peculiaridades en
ocasiones, como la de depender de las
diputaciones forales en el País Vasco y
Navarra. La nación como territorio es
el ámbito de actuación del cuerpo poli-
cial dependiente del Gobierno.

3.º. Institución resultante de la
división de poderes en el Estado
La división de poderes supone dos
cosas: por un lado, la emergencia de
una sociedad civil y la aceptación de
las doctrinas liberales. Es claro que
en la Década Ominosa (1823-1833) no
nace una sociedad civil, porque el rey
gobierna con un sistema autoritario y
se cuidó mucho de destruir todas las
instituciones intermedias entre él y el
pueblo, pero lo que no está tan claro
es que no hubiera aceptado las ideas
liberales en este punto. Él conoció en

-
ché, y tuvo ocasión de contrastarla con

puestas en marcha durante el Sexenio
Absoluto (1814-1820), que fueron inca-
paces de mantenerle en el poder abso-
luto. Por ello no es de extrañar que la
primera medida que tomó y que dictó
literalmente en el primer Consejo de
Ministros, una vez liberado por el du-
que de Angulema, fuera la del «arre-
glo» de la policía. Pero el arreglo de
una policía al más puro estilo de go-
bierno liberal. Curiosamente siguió el
modelo de la policía bonapartista, que
corrigió en alguno de sus aspectos fun-
damentales, como se podrá comprobar
en su momento.

4.º. Carácter urbano
En contraste con las fuerzas militares o
paramilitares que se encargaban de la
seguridad en los caminos y descampa-

dos, la policía siempre ha desarrolla-
do sus competencias en el ámbito de 
la ciudad. Es en ella donde se centra 
el interés de ver cómo desarrolla sus 
competencias de forma autónoma e 
independiente. Por ello se descartan 
incluso como antecedentes a la Santa 
Hermandad y a los llamados Cuerpos 
Regionales de Orden Público, que se 
crearon y actuaron a lo largo del siglo 
XVIII. La Policía no tiene sus raíces en
ellos, como se va a poder comprobar
en el correspondiente capítulo.

5.º. Dedicación exclusiva
de sus miembros
No a tiempo parcial, como los milicia-
nos nacionales. Se dedican a desarrollar
las competencias propias de su profe-
sión y de eso viven —o mejor malviven,
por la exigüidad de sus sueldos— la
mayor parte del siglo XIX y XX. No tie-

lleva a situaciones tan curiosas como la
publicación de un artículo en la pres-

QUÉ SE ENTIENDE POR SEGURIDAD PÚBLICA Y CUERPO POLICIAL
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evolución en el tiempo de la policía 
ha sido similar a la de la sociedad 
española en la que siempre ha de-
sarrollado sus funciones. Estas de-

-
mino que vamos a emprender. Son 
necesarias para dejar claro y sin 
equívocos dónde se puede llegar y 
de qué no se va a hablar. Debe en-
tenderse que aquellas instituciones 
que quedan fuera de este recorrido 
y que desempeñaron unas funcio-
nes policiales clarísimas como las 
Hermandades Viejas, la Santa Her-
mandad o el Tribunal de la Acor-
dada formalmente no fueron orga-
nizaciones policiales en el sentido 
moderno de la palabra.

La policía tiene unas ca-
racterísticas muy deter-

es urbana, se desarrolla a 
medida que las ciudades 
crecen en población y a 

que ofrece su control; 
no tiene competencias 
en materia judicial, no 
puede investigar y casti-
gar con penas los delitos, 
debe limitarse a su pre-
vención y a poner a dis-
posición de los jueces a 

-
mente, desde que, en 
1931, con la creación de 
las Secciones de Asalto 
dentro del Cuerpo de 
Seguridad, se le atribu-
yeron competencias en 
materia de orden públi-
co, a mantener este y a 

garantizar a los ciudadanos el pací-

Este es fundamento para redactar 
la historia que se irá ofreciendo 
mensualmente en las páginas de la 
revista Policía. Esperemos alcanzar 

para hacerla interesante o, al me-
nos, legible. Esto va a permitir al 
autor hacer una síntesis bastante 
apretada de toda la obra publicada 
hasta la actualidad.

LA EVOLUCIÓN EN 
EL TIEMPO DE LA 
POLICÍA HA SIDO 
SIMILAR A LA DE LA 
SOCIEDAD ESPAÑOLA 
EN LA QUE SIEMPRE 
HA DESARROLLADO 
SUS FUNCIONES

Texto: Martín Turrado Vidal

tigiosa Revista Española —febrero de 1835— en 
que se pedía un aumento de sueldo para los ce-
ladores de Policía, porque el que cobraban no se 
correspondía con su esfuerzo y dedicación.

6.º. Pervivencia
Tiene que haber continuidad. Y esto es lo que
sucede con la Policía General del Reino creada
por la Real Cédula de 13 de enero de 1824. Des-
de ese momento ha existido Policía en España,
estando este extremo perfectamente documen-
tado. Solamente ha habido varios períodos de
tiempo en que fue suprimida: entre octubre
de 1835 y enero de 1844, desde 1854 a 1856 y
tres meses en 1868. Por lo tanto, ha tenido una
continuidad en el tiempo, aunque sus compe-
tencias actuales sean muchísimo más amplias
que las originales.

7.º. Inexistencia de una
organización anterior de 
similares características 
Dos instituciones pueden crear cier-
ta duda en gente poco conocedora 
del trasfondo histórico: la Superin-
tendencia General de Carlos III y la 
Milicia Nacional. La Superintenden-
cia General de Policía creada por una 
Real Cédula de fecha 30 de marzo de 
1782 no reúne ninguno de los requi-
sitos expuestos: para empezar, fue un 
tribunal especial por razón de la ma-
teria, su jurisdicción se limitó expre-
samente a Madrid y su Rastro, y no 
sobrevivió como tal a su supresión el 
13 de junio de 1792.

La Milicia Nacional intentó ser el primer 
cuerpo de policía de la España liberal. 
Sus competencias estaban mezcladas 
con otras de carácter estrictamente mi-
litar y de defensa, y aunque tuvo ámbito 
nacional, dependía de los ayuntamien-
tos, lo que la convertía en un cuerpo lo-
cal, y, lo que es peor, no sobrevivió en el tiempo, 
al ser suprimida en 1873 y desde entonces no ha 
vuelto a tener un solo período de actividad. In-
cluso hasta esa fecha su actuación tuvo carácter 
intermitente y esporádico y nunca actuó como 
un verdadero cuerpo exclusivamente dedicado 
a desempeñar funciones policiales.

CONCLUSIÓN
Seguridad pública y policía son dos conceptos 
estrechamente relacionados hasta el punto de 
que no se puede entender el uno sin el otro. La 
seguridad pública marca los objetivos y la or-
ganización de la policía en cada momento. La 
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

En esta segunda parte repasamos una época crucial conocida como el «Siglo de las Luces» gracias a la notable 
creación artística, intelectual y cultural de la Ilustración. Muchos de los acontecimientos políticos,

Representación pictórica del Motín de Esquilache de 1766 donde unos sastres arreglan las capas y los sombreros de varias personas mientras todo es 
observado por un alguacil en posición autoritaria.

El marco general de la monarquía absolu-
ta en España es complicado de entender 
desde nuestra mentalidad actual. Su ac-
tuación en los diversos territorios no fue 

uniforme, porque dependía de las sugerencias que le 
hacían las autoridades locales en cada materia y de las 
disposiciones que estas tomaban. Se explica así que en 
México se adoptara como solución contra el bandole-
rismo una reforma de la Santa Hermandad, mientras 
que en los territorios de la península la respuesta fuera 

mucho más militarizada. A todo ello habría que aña-
dir la diversidad de jurisdicciones, sobre todo en las 
ciudades y pueblos, que dependía de si eran de rea-
lengo o de señorío.

Había un segundo factor que di cultaba muchísimo la 
actuación en materia de seguridad: los fueros de los 
nobles, de los eclesiásticos y de los militares, a los que 
en este siglo se unieron los Gremios Mayores. Esos fue-
ros concedían a quienes los disfrutaban de protección a 

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

LA SEGURIDAD PÚBLICA 
EN EL SIGLO XVIII

Texto: Martín Turrado Vidal
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LOS CONCEJOS SE 
LIMITABAN EN LOS 
PUEBLOS PEQUEÑOS 
A NOMBRAR A UN 
ALCALDE Y A DOS 
CUADRILLEROS; EN 
LOS MÁS GRANDES, 
DOS ALCALDES Y UN 
NÚMERO TEÓRICO 
DE CUADRILLEROS 
PROPORCIONAL A 
LOS HABITANTES

Escudo del Honrado Concejo
de la Mesta.

Miguel Velázquez Lorea,
alcalde provincial de la

Santa Hermandad en 1719.

la hora de poder detenerlos, juzgarlos y conde-
narlos a una pena. La justicia se encargaba de 
todo el proceso penal, desde la averiguación e 
investigación de los delitos, hasta la imposición 
y seguimiento de las penas. No había cuerpos 
organizados de policía porque todas las funcio-
nes que podían asumir estaban en manos de la 
justicia. La mezcla de asuntos administrativos, 
gubernativos y penales era tal que algo que po-
día comenzar por un asunto administrativo po-
día terminar enjuiciado como un delito penal. 
Y algo tan cotidiano como no acudir al toque 
de campana llamando a concejo podía terminar 
siendo castigado con varios días de cárcel.

Finalmente, había un tercer factor que conside-
rar. No era lo mismo la actuación de la justicia 
en las situaciones de normalidad que en las de 
excepción o con graves desórdenes públicos. 
Como tampoco se luchaba de la misma mane-
ra contra la delincuencia común y normal que 
contra la más organizada y armada constituida 
por bandoleros y contrabandistas.

SEGURIDAD EN DESCAMPADOS

La Santa Hermandad. El tribunal de la Acor-
dada. El proceso histórico seguido por la Santa 
Hermandad sufrió en el siglo XVI un deterioro 
enorme por ser una jurisdicción que entendía 
de ciertos delitos únicamente (los llamados 
delitos de hermandad) en un determinado 
ámbito territorial (los descampados). Pero esa 
jurisdicción se ejercía por encima y al margen 
de todas las demás existentes en los territorios 
en que tenía que actuar. Esa fue precisamente 
la causa de su ruina y de su permanencia irre-
levante hasta 1836 en que la disolución de los 
consejos se la llevó por delante.

Al actuar de forma independiente, entró en 
colisión inevitable con los concejos, o sea, las 
administraciones locales, y con otras jurisdic-
ciones muy poderosas como la del Honrado 
Concejo de la Mesta, que mantenía una lucha 
feroz por cada palmo de terreno con los agri-
cultores. Esta conjunción de factores 
determinó que poco a poco pasara a 
depender de los concejos locales ente-
ramente, lo mismo que los guardas de 
panes, de viñas o de sotos. Los concejos 
se limitaban en los pueblos pequeños a nom-
brar a un alcalde y a dos cuadrilleros; en los 
más grandes, dos alcaldes y un número teórico 
de cuadrilleros proporcional a los habitantes.

Precisamente, fue la Audiencia de México, acu-
ciada por una plaga extraordinaria de bando-

lerismo que hacía peligrar la llega-
da y salida de mercancías desde 
la capital al puerto de Veracruz la 
que revivió la Santa Hermandad en 
el siglo XVIII. Nombrado virrey y 
presidente de la Audiencia de Mé-
xico, el conde de Revillagigedo se 
interesó por el experimento que 
estaba llevando a cabo Miguel Ve-
lázquez Lorea en Querétaro, quien 
fue elegido en 1719 para el cargo de 
alcalde provincial de la Santa Her-
mandad. Limpió rápidamente de 
bandoleros el territorio de su juris-
dicción. En 1722 fue aprobada por 
el rey Felipe V la constitución de la 
Comisión Acordada, nombrando a 
Miguel Velázquez como su presi-
dente y primer juez.

El comisionado podía actuar con-
tra bandidos y ladrones e imponer 
y ejecutar toda clase de penas. Para 
ello, se derogó un auto acordado de 
la Audiencia de 1601 que ordenaba 
que ninguna sentencia de muerte, 
de mutilación o de castigo corporal 
pudiera ser impuesta y ejecutada 
sin el consentimiento previo de la 
Sala del Crimen. La autorización 
para perseguir a los delincuentes 
se extendió a las ciudades y pue-
blos grandes a diferencia de la San-
ta Hermandad, que solamente po-
dría actuar en los descampados. La 
independencia de su jurisdicción 
de la de los concejos por un lado 
y de la Audiencia por otro restitu-
yó a esta institución al origen de la 
Santa Hermandad y posibilitó su 
larga lista de éxitos.

En menor medida, esta misma evo-
lución la sufrieron en Álava los 
cuadrilleros de la Santa Herman-
dad que se organizaron dentro de 

la provincia dando como 
resultado el Cuerpo de 
Miñones, que ha subsis-
tido hasta hace bien poco 
cuando fue integrado en 

la Ertzaintza. Este cuerpo no se 
estructuró hasta la promulgación 
del reglamento provisional de Po-
licía de 1822 que autorizaba a las 
diputaciones provinciales a crear 
cuerpos de policía dependientes 
de ellas. Después de la primera 
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guerra carlista se crearon el Cuer-
po de Miqueletes en Guipúzcoa y 
el de los Miñones de Vizcaya.

Compañías sueltas. Compañías 
 Los Mozos de Escuadra de 

Cataluña, fundados a nales de la 
guerra de Sucesión como senderis-
tas del ejército borbónico, se con-
virtieron en unos buenos auxiliares 
en la lucha contra los bandoleros, 
dependiendo del capitán general 
de Cataluña. Pero su militariza-
ción total no tuvo lugar hasta 1898. 
Es la primera de estas compañías 
sueltas. En los territorios de la Co-
rona de Aragón surgieron muchas 
iniciativas, bajo el nombre de com-
pañías sueltas, para librar los cami-
nos de la plaga de los bandoleros 
y cuadrillas de gentes que se aso-
ciaban para atacar a viajeros. Los 
capitanes generales, presidentes a 
la vez de las audiencias, inspira-
ron su creación o las autorizaron 
cuando esas iniciativas se llevaron 
a cabo por particulares.

Como es lógico, su campo de ac-
tuación se limitaba al territorio de-
pendiente de la audiencia, aunque 
a veces fueran comisionadas para 
practicar servicios fuera de ella, 
como ocurrió con la de Castilla la 
Nueva que los prestó en el sur de 
Burgos, Soria y Segovia. Sus ac-
tuaciones no estaban sometidas al 
fuero militar, sino a la justicia or-
dinaria del lugar en que practica-
ran el servicio. La nalidad de su 
creación fue en la mayor parte de 
los casos la de proteger la seguri-
dad de los caminos de las bandas 
de malhechores y bandoleros, casi 
idéntica a la encomendada a la 
Santa Hermandad, pero obviando 
el problema de la independencia 
de la justicia ordinaria.

Su nanciación se convertía en 
un problema, porque si quisieron 
subsistir tuvieron que recurrir a la 
auto nanciación a través de su lu-
cha contra el contrabando, que les 
reportaba las dos terceras partes de 
lo requisado, las caballerías, carros 
y demás instrumentos utilizados 
por los contrabandistas en la comi-

LA SEGURIDAD PÚBLICA EN EL SIGLO XVIII

sión de sus delitos. Las compañías jas que 
se dedicaron a la represión del bandoleris-
mo y el contrabando, por lo general, esta-
ban sujetas al fuero militar porque se con-
sideraba que formaban parte del Ejército, 
aunque también hubo algunas excepciones.

Milicias provinciales y urbanas. Las mi-
licias provinciales y las urbanas, aunque 
tengan consideración de reserva del ejérci-
to, fueron el precedente inmediato de las 
milicias cívicas puestas en pie por José I 
Bonaparte y de la Milicia Nacional, por las 
Cortes de Cádiz. Hunden sus raíces en los 
primeros tiempos de la Reconquista, por 
eso no vamos a divagar estudiando esa 
historia que es demasiado larga. Se va a 
centrar nuestra atención en el siglo XVIII. 
Sus jefes solían ser militares retirados, pero 
siempre con autorización de la Corona; los 
ayuntamientos no intervenían para nada ni 
en su organización ni en su nanciación, so-
lamente en el sorteo.

Las milicias urbanas se autorizaron para ac-
tuar en aquellos lugares en que no existían 
milicias provinciales. Se diferenciaban de 
estas en algo muy importante: no podían 
ser utilizadas fuera de los lugares en que 
prestaban sus servicios. Al comienzo de la 
guerra de la Independencia se contaban 112 
compañías según algunos autores. Fueron 
militarizadas completamente a raíz de la 
guerra de la Convención (1793-1795), por-
que las guarniciones de Madrid, Zaragoza 
y Barcelona tuvieron que desplazarse a la 
frontera francesa.

LA SEGURIDAD EN
LAS POBLACIONES:
LOS CONCEJOS PEQUEÑOS
Dentro de este apartado hay que referirse 
a tres tipos de cuestiones, porque no era 
igual el mantenimiento de la seguridad en 
un pequeño municipio que en una ciudad 
o pueblo donde se concentrara un mayor
número de habitantes. Dentro de la seguri-
dad en las grandes poblaciones merece una
especial referencia la Superintendencia Ge-
neral de Policía, al nal de este apartado.
Los concejos, en cualquier clase de domi-
nio que estuvieran enclavados, realengo,
señorío o eclesiásticos, gozaron de una
gran autonomía. Fueron los encargados
de administrar la seguridad pública desde
su fundación en los orígenes de la Recon-
quista hasta la Constitución de 1812. Para
ello crearon una estructura que se puede

Las compañías sueltas nacen para 
librar los caminos de bandoleros.

EN LOS TERRITORIOS 
DE LA CORONA DE 
ARAGÓN SURGIERON 
MUCHAS INICIATIVAS, 
BAJO EL NOMBRE DE 
COMPAÑÍAS SUELTAS, 
PARA LIBRAR LOS 
CAMINOS DE LA PLAGA 
DE LOS BANDOLEROS Y 
CUADRILLAS DE GENTES 
QUE SE ASOCIABAN 
PARA ATACAR A 
VIAJEROS
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encontrar desarrollada siempre en 
proporción a su número de habitantes. 
El alcalde mayor o el letrado, según el 
tamaño de los municipios, era el en-
cargado de administrar justicia. Podía, 
en casos complicados, asesorarse de 
algún abogado de los Reales Concejos 

habilitado para ello.

Por debajo de él existía una au-
téntica red para mantener la se-
guridad en el término municipal. 
En primer lugar, todos los pri-
meros de año tenían la obliga-
ción de nombrar a los alcaldes, 

mentaba. Como ejemplo se va a ex-
plicar la organización de Madrid, que 
sirve a escala de lo que sucedía en to-
das las grandes ciudades. En Madrid 
residía el Consejo de Castilla, que era 
el equivalente al Ministerio del Inte-
rior y al Tribunal Supremo. Tenía un 
amplio poder de resolución tanto en 
los asuntos administrativos como en 
los judiciales, y su última palabra es-
taba por encima de las chancillerías y 
de las audiencias.

El día a día era gestionado y resuel-
to por los alcaldes de casa y corte, de 
quienes dependían los alcaldes de 
cuartel y sus dependientes. La unión 
que existía entre justicia y otros asun-
tos administrativos, pero sobre todo 
que estos estuvieran encargados desde 
la averiguación de los delitos hasta su 
sanción y el cumplimiento de las pe-
nas, hace que antes de la Constitución 
de 1812 podamos preguntarnos quién 
ejercía funciones policiales, pero no 
sobre la existencia o no de cuerpos de 
policía. Fue fundamental la división en 
cuarteles, con independencia de que se 
discuta si la efectuó Felipe III en 1604 o 
si ya era anterior, y tuvo como n lle-
gar a saber cuántos delitos se cometían 
para esclarecerlos y prevenirlos me-
diante las rondas y patrullas diurnas y 
nocturnas. La ausencia de la obligación 
de denunciar hacía que nadie pusiera 
en conocimiento de las autoridades los 

Portada del libro escrito
por Joseph Berní y Catalá
(1712-1787), ilustre abogado de los 
Reales Concejos.

Se atribuye al rey Felipe III la división de las ciudades 
en cuarteles con el n de prevenir el delito.

SE DIVIDIERON TODAS 
LAS CIUDADES EN 
CUARTELES, QUE SOLÍAN 
LLAMARSE COMO LAS 
PARROQUIAS. AL FRENTE 
DE CADA CUARTEL SE 
PUSO A UN ALCALDE 
COMO JUEZ-COMISARIO 
DE POLICÍA

Po
tén
gu
En
m
ci
lolos regidores y el procurador 
ssíndico del común, a los alcal-
ddes de la Santa Hermandad, a 
ssus cuadrilleros y a los guar-
ddas de campo, que englobaban 
vvarias clases: los llamados de 
ffrutos, de agua o de montes 
yy cañadas. Los de frutos eran 
estacionales porque solían ser 
nombrados para custodiar los 
sembrados entre el período 
que iba desde la maduración a 
la recogida de las cosechas; los 
había de panes (trigo, cebada, 
centeno); de pastos, porque 

de su sude su subasta dependían ingresos para 
el ayuntamiento, ya que su mal estado 
podría disminuir su precio; y de viñas. 
Los del agua tenían como nalidad 
que nadie alterara el orden en que se 
iba regando y le sustrajera agua al que 
le tocaba regar por el turno. Los guar-
das se pagaban a escote entre los veci-
nos del pueblo; los de frutos y aguas, 
en proporción a las tierras sembradas 
y el riego que necesitaran.

Por supuesto, los particulares podrían 
nombrar guardas para custodiar sus 
propiedades, tanto de forma indivi-
dual como asociándose entre varios. 
Ningún guarda podría ejercer sus 
funciones si no cumplía con una con-
dición fundamental, el juramento y la 
toma de posesión de su cargo.

LAS GRANDES CIUDADES
Las grandes ciudades ofrecían una 
mayor complejidad en la estructura-
ción de la seguridad pública porque 
en ellas el anonimato era mayor y la 
posibilidad de que los delitos come-
tidos quedaran impunes también au-
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delitos, por lo cual tenían que ser los 
mismos jueces quienes trataran de co-
nocer las transgresiones que se habían 
cometido. Y con este n se dividieron 
todas las ciudades en cuarteles, que 
solían llamarse como las parroquias. 
Al frente de cada cuartel se puso a un 
alcalde como juez-comisario de policía.

Otra función que se encomendó a los 
alcaldes de cuartel fue la de controlar 
a la población transeúnte, tanto si esta-
ban de paso hacia otra población como 
si tenían que residir en ella durante al-
gún período de tiempo, como ocurría 
en Madrid muy frecuentemente con 
los litigantes o peticionarios de em-
pleos. En el siglo XVIII se unió a esta 
población transeúnte un cierto contin-
gente de extranjeros. También se les 
encargó la obligación de vigilar los es-
pectáculos y establecimientos públicos 
mediante las inspecciones o «visitas», 
y de asentar en unos libros-registro 
la denominación y ubicación de cada 
uno de estos establecimientos.

A raíz del Motín de Esquilache, en 
1766, se demostró que esta división ha-
bía quedado obsoleta, sobre todo por 
el aumento de la población. Por ello se 
tuvo que dar un paso más en la divi-
sión de cuarteles y cada uno de ellos 
se subdividió en ocho barrios para el 
interior de la ciudad y cuatro para las 
afueras. Al frente de cada uno de ellos 
se puso a un funcionario, que se hizo 
rápidamente muy popular, el alcalde 
de barrio. Sin embargo, el alcalde de 
barrio debía compatibilizar este cargo 
con el de su profesión u o cio, porque 
en realidad vivía de este último, ya 
que nunca se les dio la grati cación
prometida en la Real Cédula de su fun-
dación. Fue un personaje sumamente 
popular y bien visto por la población 
porque sus funciones judiciales —era 
un verdadero juez de paz— y policia-
les se desarrollaron en una vecindad 
que le elegía para el cargo.

LA SUPERINTENDENCIA 
GENERAL DE POLICÍA
La Superintendencia General de Policía 
fue creada por un Real Decreto el 17 de 
marzo de 1782, y se ha intentado ver 
en ella el comienzo de la Policía como 
Institución. Esto no es así porque la Su-

perintendencia tenía una potestad que 
no tiene ni le corresponde a la Policía: la 
de juzgar y sancionar. Pero es un ante-
cedente en cuanto que, por primera vez, 
todo lo relativo a la Policía estuvo reu-
nido en un mismo organismo, aunque 
reducido a Madrid y su Rastro. Tuvo de 
especial dos cosas: la primera que reu-
nió bajo un mismo organismo todas las 
competencias de policía en Madrid y 
su Rastro (las diez leguas alrededor de 
Madrid), y la segunda fue un tribunal 
que no dependió del Consejo de Casti-
lla sino de la Secretaría de Estado. En 
esto se convirtió en un antecedente de 
lo que harían las Cortes de Cádiz.

Tuvo una vida efímera, ya que fue 
suprimida en 1792, cuando de nuevo 
fue llamado el conde de Aranda a la 
Secretaría del Estado. Las competen-
cias, el ámbito en que desarrolló esta 
Superintendencia su actividad, estu-
vieron relacionadas, sobre todo, con la 
delincuencia política, ya que se le en-
comendó la búsqueda de los «reos de 
Estado», es decir, quienes cometieran 
delitos contra la seguridad del Estado, 
y con la recogida de vagos y mendi-
gos, en lo cual destacó de tal manera 
que los autores que han estudiado el 

Placa situada en la plaza de Antón 
Martín de Madrid, recordando el 
comienzo del Motín de Esquilache.

Pedro Pablo Abarca de 
Bolea y Ximénez de 
Urrea (1779-1798),
X conde de Aranda, 
fue quien suprimió la 
Superintendencia
General de la Policía
en 1792.

-

-

-
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problema de la mendicidad o de la vagancia no du-
dan en cali carla como «policía de pobres».  El conde 
de Aranda la suprimió en 1792 porque creyó que se 
había enmendado la plana a su reforma de la justicia 
de 1768. Renació de una forma efímera en 1807, pero 
tardó pocos meses en volver a ser suprimida, poco 
antes del comienzo de la guerra, y fue sustituida en 
sus funciones por la Intendencia de Policía de Madrid, 
dirigida por Francisco Amorós, que dependía del Mi-
nisterio de Policía General de José I Bonaparte.

LA LEGISLACIÓN ANTIMOTINES
Se suele citar como un antecedente de las leyes de or-
den público una Real Pragmática de 17 de abril de 
1774, dictada como consecuencia del Motín de Esqui-
lache en un intento de actualizar la legislación exis-
tente en este punto y de prevenir futuros desórdenes 
públicos de tanta importancia. Como se verá, no es la 
única ley promulgada con estas mismas intenciones a 
raíz de este motín. En la exposición de motivos se da-
ban tres razones para promulgar esta ley: la felicidad 
de los vasallos y defenderlos de los posibles perjui-
cios que les pudieran causar los amotinados; el que 
siempre hubiera sido una preocupación preferente 
en todos los monarcas y, nalmente, la adaptación de 
la anterior legislación a los nuevos tiempos. De esta 
adaptación se excluían las leyes preventivas y se or-
denaba expresamente que se mantuvieran las penas a 
las personas y bienes de los reos.

Una de las disposiciones más interesantes de esta 
Pragmática Real es la que se contiene en su artículo 
segundo, que se re ere a las autoridades competentes 
para reprimir y encausar a los amotinados. La com-
petencia exclusiva en estos delitos correspondería a 
la jurisdicción ordinaria, prohibiendo a todos los de-
más jueces por privilegiados que fueran de intervenir 
y que formularan con ictos de competencias; es más, 
deberían prestar todo el auxilio de que fueran capa-
ces a la justicia ordinaria cuya preeminencia era total 
y absoluta sobre cualquier otra autoridad y organis-
mo, aún en casos tan excepcionales. Otra disposición 
muy innovadora y decisiva se contiene en el artículo 
3. : «Declaro asimismo que en tales circunstancias no
puede valer fuero ni excepción alguna, aunque sea
la más privilegiada».  Los que gozaban de fueros es-
peciales era lo primero que reclamaban en caso de
ser detenidos, poniendo en un auténtico brete al juez
instructor. En el caso de que fuera imputado algún
militar, se daría cuenta a esta autoridad, solamente a
efectos de que ayudara en la investigación de delitos
y se pudiera cortar el mal de raíz. El mal venía de
lejos, porque en el caso de que no se liberaran debi-
do a la alegación del fuero, los compañeros de armas
llegaron a utilizar la fuerza para librar del juez a más
de un militar detenido. A esta situación de fuerza se
intentaba poner remedio mediante la promulgación
de este artículo.

Las revueltas solían anunciarse mediante la colo-
cación de pasquines, carteles, en las paredes de los 
edi cios. Las justicias deberían estar atentas para 
evitar su jación y su distribución. Según esta prag-
mática, serían considerados como cómplices todos 
los que los copiasen, leyesen u oyesen leer sin dar 
cuenta prontamente a las justicias. Evidentemente, 
dentro de una población abrumadoramente analfa-
beta, los que oían leer los pasquines eran una mayo-
ría aplastante.

Una vez que hubiera estallado el motín, las justicias 
(autoridades de los pueblos) deberían publicar un 
bando ordenando su disolución, procediendo a de-
tener a todos los componentes de grupos de más de 
diez personas. Se deberían cerrar todas las tabernas, 
casas de juego y demás o cinas públicas (la abacería, 
la carnicería, la mercería estaban dentro de ellas) y los 
curiosos tendrían que abandonar los lugares públicos.

Se pondría un especial cuidado en que los revolto-
sos no ocuparan los campanarios, porque el toque de 
campana podía inducir a confusión a los vecinos, y 
era la forma más normal para evitar que esto sucedie-
ra el cerrar los templos y los conventos. Los militares 
deberían ir a sus cuarteles, ponerse sobre las armas 
y prestar el auxilio que necesitaran las justicias ordi-
narias. Se reforzaría la seguridad de las cárceles para 
evitar que fueran liberados los presos que se hicieran 
en el transcurso de la revuelta. Una vez publicado el 
bando, se pondría especial interés en detener a los 
desobedientes, incluso solamente por el hecho de ha-
ber desobedecido el bando. Si se resistiesen, se haría 
uso de la fuerza necesaria para reducirlos.

En ningún caso se podrían hacer concesiones a los se-
diciosos. Estas disposiciones se mantuvieron en vigor 
hasta la Constitución de 1812. De haberse mantenido 
el modelo policial que se desarrolló en España duran-
te el siglo XIX, hubiera sido completamente distinto 
del actual, pues al primar la actuación de la justicia 
ordinaria sobre la excepcional y de fueros, el mode-
lo hubiera derivado hacia una policía civil y no hacia 
una de corte militar como ocurrió.

Grabado del Motín de Aranjues de 1808.
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Este período de nues-
tra historia merece 
una especial atención 
por dos motivos. El 

primero por la gran relevancia 
que dieron a la Policía como 
institución y el segundo porque 
partiendo de las mismas bases, 
regularon estas instituciones de 
una forma sumamente diferente. 
Suponen un corte muy profundo 
con lo que acontecía en el siglo 
XVIII porque ya se puede hablar 

-
dos por las funciones policiales y 
el ámbito territorial. Responden 
a una nueva concepción del Es-
tado y de la forma en que este 
tiene que desempeñar sus obliga-

ciones respecto a los ciudadanos, 
entre las que destaca la de garan-
tizar su seguridad. 

A pesar del signo rupturista de es-
tas disposiciones legales, hay una 
mayor continuidad con lo tradi-
cional de lo que cabe suponer. Esa 
continuidad se verá mejor si se re-
pasa lo ocurrido en el siglo XVIII, 
al que por esto se ha dedicado 
tanto espacio. Muchos de esos 
planteamientos se heredaron de 
la guerra de la Convención (1793-
1795) y se llevaron a la práctica de 
distinto modo durante la guerra 
de la Independencia, como se va a 
poder comprobar a continuación. 
En ambos bandos, el desarrollo de 
las instituciones de seguridad se 
supeditó a la marcha de la guerra 
y a la respuesta al levantamiento 
popular porque todos los recursos 
se dedicaron a ella. Por eso, resul-
taron determinantes a la hora de 
regularlas y de darles determina-
das características (voluntariedad, 
sin retribución, electividad de los 
mandos…). Lo más importante 
de todo es que establecieron las 
bases sobre las que se desarrolla-
rían estas instituciones que han 
llegado hasta nosotros.

LA POLICÍA GENERAL
DEL REINO BONAPARTISTA 
La modernidad de esta Policía se 

-
torios. El primero se establecía 
como una organización indepen-

»ESTUDIOS HISTÓRICOS

En el artículo de este mes 
recorreremos las instituciones de 
una época tan convulsa, tanto en lo 
social como en lo político, como es la 
guerra de Independencia Española 
y la posterior promulgación de la 
Constitución de 1812. Y veremos qué 
elementos continuarán del Antiguo 
Régimen y cuáles se incorporarán 
a las instituciones de seguridad y 
seguirán hasta nuestros días.

Lucha contra los mamelucos en la Puerta del Sol 
de Madrid el 2 de mayo de 1808, obra de Juan 
Gálvez (Biblioteca Nacional de España).

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

GUERRA DE LA
INDEPENDENCIA

Texto: Martín Turrado Vidal

LAS INSTITUCIONES
DE SEGURIDAD EN LA
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Pasaporte interior de 1795.

LA ORGANIZACIÓN 
DE LA POLICÍA EN 
TODO EL REINO SE 
PENSÓ COMO UNA 
RED TUPIDA QUE 
LLEGARA HASTA EL 
ÚLTIMO PUEBLO. 
ERA UNA IDEA 
SENCILLA Y, A LA VEZ, 
MUY AMBICIOSA

diente hasta el punto de encuadrarla en un mi-
nisterio. El segundo estaba determinado por 
su presencia en todo el territorio nacional. Para 
ello se acomodó a la nueva división territorial, 
la prefectura y subprefecturas, y a los distritos 
militares. El tercero, sus competencias estaban 
perfectamente delimitadas y diferenciadas de 
otras instituciones. Básicamente, eran funcio-
nes de policía administrativa, en cuanto en-
cargada de expedir documentos de identidad, 
la carta de seguridad, y de viaje, el pasaporte 
para el interior; y de policía de seguridad para 
prevenir la comisión de delitos y esclarecer 
los que se hubieran cometido. La obligación 
de poner los reos a disposición de los jueces o 
de las autoridades militares que estaban mar-
cados en sus reglamentos sin poder juzgarlos 
ni imponerles ningún tipo de pena hacían de 
ella una institución de corte innovador frente a 
todo lo tradicional.

LA ORGANIZACIÓN
La organización de la Policía en todo el reino 
se pensó como una red tupida que llegara hasta 
el último pueblo. Era una idea sencilla y, a la 
vez, muy ambiciosa. Partía de la creación de un 
Ministerio de la Policía General tal y como se 
disponía en la Constitución de Bayona en su 
artículo 27, que literalmente decía lo siguiente: 
«Habrá nueve ministerios: otro de Policía Gene-
ral». En el artículo 29, de la misma constitución, 
se dejaba a la libre potestad del rey la posibi-
lidad de «reunirlo» con el de Interior, sin otra 
condición que lo hiciera cuando «lo tuviera por 
conveniente». La Constitución fue promulgada 
el día 6 de julio de 1808; por lo tanto, habían 
ocurrido los graves sucesos del 2 de mayo en 
Madrid, y se estaba en vísperas del atroz sa-
queo de Córdoba y de la batalla de Bailén.

Dependiendo de este Ministerio habría una 
Intendencia de Policía en cada antiguo reino 
y al mando un comisario regio. Bajando un 
punto en la organización, nos encontramos las 
prefecturas (lo que sería una provincia) con un 
comisario general. Dependiendo de estas pre-
fecturas estaban los comisarios de subprefec-

 
Bajo su mando, se encontraban los comisarios 
de distrito o de partido, y dependiendo de es-
tos se encontrarían los agentes de Policía, uno 
al menos por cada pueblo. Por otra parte, las 
ciudades cabezas de estas prefecturas esta-
rían divididas en cuarteles con un comisario 
al frente de cada uno de ellos. Y descendiendo 
un peldaño más en esta división, los cuarteles 
estarían constituidos en barrios con su corres-
pondiente alcalde de barrio en cada uno.

Los alcaldes de barrio dependerían 
de la Policía solamente en aque-
llas materias que se determina-
ran como competencia de ella. En 
cuanto a los demás asuntos, segui-
rían dependiendo del corregidor. 
Es muy importante tener esta di-
visión previa en cuenta porque a 
ella se ajustaría la distribución de 
la Policía en la ciudad.

Esta estructura se completó con la 
Policía de puertas, para el control 
de los viajeros y trajineros y con 
una ronda para el interior de las 

-
órdenes y conocer los delitos que 
se cometieran. Esta ronda estaba 
compuesta por varios policías y un 
cabo. En algunos pueblos más im-
portantes se nombraría a un agen-
te de policía para que informara 
sobre lo que allí ocurriera, pero 
solamente se estableció en algunos 
pocos, como Castro del Río.
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La instituciones de seguridad en la Guerra de la Independecia

LAS COMPETENCIAS
En el Real Decreto del 06 de febrero de 1809, en donde 
se distribuyen las competencias de los ministerios, en 
el artículo 10, se exponía que le correspondían al de 
Policía General la seguridad pública, la seguridad en 
las prisiones y la censura de los periódicos. En materia 
de seguridad pública se van desglosando las compe-
tencias en diversos decretos y reglamentos, incluso en 
la administración periférica.

Según el decreto por el que se creaba la Intendencia de 
Policía de Madrid, las competencias serían: «Los comi-
sarios extenderán su vigilancia a todo el pueblo para 
mantener en él orden y tranquilidad, pero cada uno 
estará encargado de participar en la policía de su cuar-
tel. Cada comisario cuidará especialmente de la poli-
cía de las posadas públicas y privadas, fondas, cafés, 
casas de juego, de baile o de diversiones establecidas 
en su cuartel». En el Reglamento de Policía para la en-
trada, salida y circulación de las personas por Madrid, 
se concreta mucho más en qué consistiría el cuidado 
que los comisarios de cuartel tenían que tener de los 
establecimientos públicos y, sobre todo, 
se regulaba de forma minuciosa y es-
crupulosa la entrada, estancia y salida 
de Madrid de los viajeros.

Por la trascendencia práctica se dirá 
que las cédulas de seguridad y los vi-
sados de los pasaportes se reservaban 
en este reglamento a la Policía con ex-
clusión de cualquier otra autoridad. 

de todas estas medidas era controlar 
a la población y evitar su movilidad 
para que no se uniera a las guerrillas, 
por entonces ya bastante activas en 
algunas partes.  La utilización de 
los documentos de identidad como 
instrumentos (los más útiles) para 
controlar la población ya había sido 

LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD EN LA GUERRA DE LA INDEPENDENCIA

ensayada antes con mucho éxito en Nápoles, más en 
concreto en la región de Calabria. Ante la rebelión 
generalizada que se produjo en España se pensó que 
aquí los mismos métodos darían iguales o parecidos 
resultados, por eso se ensayaron simultáneamente en 
muchos puntos de la península. 

LA CONSTITUCIÓN DE 1812
Todos estos antecedentes nos ponen en alerta de un 
hecho importante: cuando la Constitución fue elabo-
rada y discutida había una realidad previa que se tuvo 
que recoger, dándole la correspondiente cobertura 
legal. Esa realidad, estaba marcada por un hecho: la 
guerra de la Independencia se encontraba entonces 
en su momento más determinante. Y la misma gue-
rra, como ya se ha visto en el caso de los afrancesados, 
había dado origen a un montón de instituciones para 
salvaguarda del orden público, muchas de las cuales 
eran difíciles de encuadrar dentro de lo tradicional. La 
Constitución fue mucho más allá en algunos puntos 
de lo que recibió por tradición, que en esencia es lo 
que la comisión para su elaboración intenta hacernos 
creer en el discurso preliminar. En otros se limitó a sin-
tetizar de forma vaga y ambigua esa misma tradición, 
pero colocándolos en una perspectiva completamente 
distinta de lo que había sido lo usual hasta entonces.

La seguridad pública se ajustó también a estos plan-
teamientos. Es muy llamativo que tanto el discurso 
preliminar como el articulado de la Constitución se 
hayan desentendido de este problema. En el prime-

papel del ejército y en el articulado hay tres referen-
cias: una al enumerar las competencias del rey como 
máximo representante del poder ejecutivo, otra al ha-
blar del papel del ejército y una tercera al enumerar 
las competencias de los ayuntamientos. En las dis-
cusiones de las Cortes hay otra más, cuando en un 
pleno se trató sobre el papel de la policía sin llegar a 

nada concreto.

En la seguridad pública se fue 
mucho más allá de los plantea-
mientos tradicionales de muchas 
formas y maneras. La primera y 
más importante de ellas fue sin 
duda debida a la estricta separa-
ción de poderes. Hasta ese mo-
mento, quienes administraban 
justicia eran las autoridades muni-
cipales y lo hacían en su totalidad: 
ellas instruían el sumario, senten-
ciaban y hacían cumplir las penas.

-
có en dos puntos sustanciales esta 
forma de proceder. La primera 
porque separó las partes del pro-
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de 1801 a 1814

ceso dejando a los jueces la facultad de 
instruirlo y de sentenciar, pero no de 
conocer los delitos que se cometieran, 
que de eso se encargó al poder ejecutivo, 
que tendría desde entonces la facultad 
de investigar y poner en conocimiento 
del juez lo que hubiera averiguado. La 
segunda fue más allá, porque esa par-
te policial previa, que desempeñaba la 
justicia, se separó de ella y pasó a ejer-
cerse, junto con la del mantenimiento 
del orden público, por el poder ejecu-
tivo. Esto dio origen a los modernos 
cuerpos de seguridad, pero como vere-
mos más adelante, también a su carác-
ter y forma. Además, explica a su vez 
las alusiones a la seguridad pública que 
se contienen en la Constitución y que se 
dejara para las leyes de desarrollo de su 
articulado cómo iba a quedar la nueva 
situación, como se hizo de hecho, tanto 
en el Reglamento de la Milicia Nacional 
como en la Instrucción para el gobierno 
económico-político de las provincias.

Otra cosa más que hizo la Constitu-
ción fue articular unas autoridades 
encargadas de luchar contra la delin-
cuencia en el futuro, pero que en ella 
no se hacía mención de competencias 
relacionadas con la seguridad pública. 
Entre estas autoridades estaban ade-
más del rey, de los capitanes genera-
les y el ejército, el Ministerio de la Go-
bernación para la península las islas 
adyacentes y el jefe superior político 
de la provincia, el antecedente del go-
bernador civil y del actual delegado y 
subdelegado del Gobierno.

EL TEXTO DE LA
CONSTITUCIÓN DE 1812
La primera gran alusión al manteni-
miento del orden público se encuen-
tra al enumerar las competencias del 
rey como la persona que ejerce las 
atribuidas al Poder Ejecutivo. Dice li-
teralmente lo siguiente: «Art. 170. La 
potestad de hacer ejecutar las leyes reside 
exclusivamente en el rey, y su autoridad 
de extiende a todo cuanto conduce a la con-
servación del orden público en lo interior, 
y a la seguridad del Estado en lo exterior, 
conforme a la Constitución y a las leyes».

La conservación del orden público en 
el interior no es algo nuevo que se le 
atribuya al rey. La diferencia esencial 

con la anterior situación reside en la 
coletilla «conforme a la Constitución 
y a las leyes». La actuación del rey es 
la de un mero ejecutor de las leyes, en 
primer lugar de la principal de ellas 
que es la Constitución y después del 
resto de las leyes que se aprobaran en 
las Cortes. Que esto no se quedaba en 
teoría lo demuestra el mismo articula-
do de la Constitución cuando a conti-
nuación de las competencias del rey 
como máximo exponente del poder 
ejecutivo enumera una serie de con-
dicionamientos más detallados aún 
que puede considerarse genérico en el 
art. 172 y se sintetizaban en la misma 
fórmula del juramento que tenía que 
prestar en el art. 173.

La segunda alusión se encuentra en 
el artículo 321. «Estará a cargo de los 
ayuntamientos: Primero. La policía de sa-
lubridad y comodidad. Segundo. Auxiliar 
al alcalde en todo lo que pertenezca a la se-
guridad de las personas y bienes de los ve-
cinos, y a la conservación del orden públi-
co». Los ayuntamientos eran los encar-
gados de lo relativo a la seguridad de 
las personas y sus bienes, pero no so-
lamente de los vecinos, porque en los 
pueblos también había moradores que 
no tenían la calidad de vecinos, y per-
sonas de paso o trabajando temporal-
mente (los segadores) y, en ocasiones, 
aunque más raras, también extranjeros, 
que tampoco tenían esa consideración.

Se puede ver que ya no está en manos 
de los ayuntamientos el encargo tradi-
cional de la seguridad por varias razo-
nes. La principal es que con el estable-
cimiento del nuevo sistema judicial se 
privaba a los ayuntamientos de algo 
que tan celosamente habían ejercido 
durante muchísimo tiempo: el mero et 
mixto imperio, es decir, la delegación 
del ejercicio de todo el poder político 
y jurídico (civil y penal) que les permi-
tía enjuiciar y sentenciar todos los de-
litos cometidos dentro de su término 
municipal. Se les relegaba al gobierno 
económico-político del pueblo a asun-
tos de tipo económico y gubernativo, 
pero sin la posibilidad de imponer 
penas y castigos en procesos que se 
reservaban para el poder judicial y el 
de dictar sus propias ordenanzas sin 
aprobación de las Cortes.

OTRA COSA MÁS QUE 
HIZO LA CONSTITUCIÓN 
FUE ARTICULAR 
UNAS AUTORIDADES 
ENCARGADAS DE 
LUCHAR CONTRA LA 
DELINCUENCIA EN EL 
FUTURO, PERO EN ELLA 
NO SE HACÍA MENCIÓN 
A COMPETENCIAS 
RELACIONADAS CON LA 
SEGURIDAD PÚBLICA
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No podían, pues, más que limitarse a 
mantener la seguridad pública en sus 
dos acepciones de protección de las 
personas y bienes y mantenimiento 
del orden público. En el caso de que 
fueran vulnerados deberían recurrir a 
los tribunales de justicia o a pedir mo-

los responsables de la comisión de los 
delitos serían juzgados fuera del muni-
cipio siempre que estos revistieran una 
cierta gravedad.  Se acabó el ejercicio 
de la jurisdicción tal y como se había 
entendido hasta entonces. 

LA MILICIA NACIONAL
La tercera alusión al orden público la 
encontramos en el art. 356. Habrá una 
fuerza militar nacional permanente, de 
tierra y de mar, para la defensa exte-
rior del Estado y la conservación del 
orden interior. Enunciado así parece 
que el ejército se tenía que encargar del 
mantenimiento del orden público en 
su integridad. El problema está en los 
siguientes artículos del texto constitu-
cional, que parecen apoyarse en la con-
junción copulativa «y», es decir en la 

unión de la defensa exterior del Estado 
con la conservación del orden interior.

Al desdoblar lo que se debería enten-
der por fuerza militar permanente se 
ocupa de dos clases: la tropa de conti-
nuo servicio, que es el capítulo I, curio-
samente, donde va encajado el artículo 

fuerzas armadas, y la Milicia Nacional, 
que ocupa el capítulo II y de la que no 

-
dría hacer pensar que estas serían ex-
clusivas de las tropas de continuo ser-
vicio, pero entraría en contradicción 
con el desarrollo del articulado consti-
tucional hecho en el Reglamento de la 
Milicia Nacional. La Comisión de Gue-
rra llegó a decir explícitamente que la 
primera función era la principal para 
el ejército permanente y la segunda, la 
secundaria. Sin embargo, para las mi-
licias ese orden se invertía: la principal 
sería la conservación del orden inte-
rior y solamente en caso de necesidad, 
como estaba sucediendo por causa de 
la guerra, se utilizaría para la defensa 
exterior del reino.

UNO DE LOS PUNTOS 
CONTROVERTIDOS 
SOBRE LA MILICIA 
NACIONAL ES SI 
DEBERÍA REDUCIRSE A 
UN PAPEL MERAMENTE 
POLICIAL O TENDRÍA 
QUE IR MÁS ALLÁ CON 
LA ASIGNACIÓN DE 
OTRAS FUNCIONES 
MILITARES Y DE 
DEFENSA DEL ORDEN 
CONSTITUCIONAL

LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD EN LA GUERRA DE LA INDEPENDENCIA

50

La instituciones de seguridad en la Guerra de la Independecia



27

Bandera de la Milicia Nacional correspondiente al Batallón de Olivenza.

Precisamente, uno de los pun-
tos controvertidos sobre la Mi-
licia Nacional es si debería re-
ducirse a un papel meramente 
policial o tendría que ir más 
allá con la asignación de otras 
funciones militares y de de-
fensa del orden constitucional, 
convirtiéndose de hecho en un 
importantísimo contrapeso al 
ejército de continuo servicio. 
Terminó imponiéndose esta 
última interpretación. Las pro-
puestas hechas en sentido tan 
contrario y distanciado son 
otra prueba más de la ambi-
güedad del legislador. 

Milicia Nacional se hace en 
unos términos que no dejan 
lugar a dudas sobre el alcance de esta institu-
ción nueva: habría en cada provincia cuerpos 
de milicias nacionales, se regirían por una or-
denanza particular, su servicio sería disconti-
nuo y el rey no podría disponer de ellas fuera 
de la provincia sin consentimiento de las Cor-
tes (arts. 362-365). Se caracterizaba a las mili-
cias de la forma siguiente:

1. Por su carácter de cuerpos locales. Aunque
en la Constitución se habla de cuerpos pro-
vinciales, estos jamás llegaron a constituirse,
porque en el reglamento se estableció que el
costo de su uniformidad y de los gastos comu-
nes de las compañías corrieran a cargo de los
ayuntamientos. La utilización de la expresión
«cuerpos provinciales» induce a equivocarse,
porque tiene una referencia indudable a las
antiguas milicias provinciales. Es una muestra
de lo que muchos autores dicen: que las dispo-
siciones de la Constitución en relación con las
milicias son sumamente abstractas e inconcre-
tas, dejando en el limbo muchos puntos esen-

2. Se regirían por una ordenanza particular,
aprobada por las Cortes. Asumían todo lo que

-
lación con los Ayuntamientos, lo que equivalía
de hecho dejar casi un papel decorativo a las
demás instituciones, que de este modo pasa-
ban a estar atadas de pies y manos. Es otra
muestra más de la preeminencia del poder le-
gislativo sobre los otros dos.

3.Su servicio sería discontinuo, y esto las di-
ferenciaba de las tropas de continuo servicio.

Este hecho puede 
dar lugar a equívo-
cos. Se puede tomar 
en el sentido de 
que las milicias so-
lamente estarían de 
servicio cuando se 
considerase que se 
necesitaban, con lo 
cual tendrían un pa-
recido con las viejas 
milicias provincia-
les. Nada más lejos 
de las intenciones 
del legislador. Todo 
parece indicar, sin 
embargo, que las mi-
licias que se trataron 

muy distintas de las 
que en realidad se 

terminaron creando. Efectivamente, tanto en el discurso pre-
liminar como en la tramitación parlamentaria del articulado 
del borrador de la Constitución se hizo mucho hincapié en que 
las milicias se constituirían como un recurso extraordinario en 
el supuesto de invasión de España por un ejército extranjero. 
Quienes estaban en servicio discontinuo eran los milicianos, 
que únicamente tendrían que prestarlo cuando les tocara, por-
que el servicio en la Milicia se convirtió en una verdadera pres-
tación (contribución, dicen los documentos) personal.

4. Finalmente, las milicias no podrían ser utilizadas fuera
de la provincia por el rey sin el consentimiento previo de
las Cortes. Esto tenía una doble lectura: por un lado, impe-
dir al rey utilizarla a su antojo como fuerza permanente y
por otro, que dejara desamparados ciertos lugares donde
podrían hacerse fuertes los enemigos de la Constitución. La
razón que se adujo para ello era sencillamente otra: de esta
forma se sustraía su control al poder ejecutivo, demasiado
poderoso ya por el hecho de controlar al ejército permanen-
te. Las milicias servirían de contrapeso si se las sustraía a su

sus ordenanzas internas y utilización. Esta restricción había
afectado con anterioridad a las milicias urbanas creadas en
el siglo XVIII.

Llegados a este punto, hay que hacer una observación rele-
vante. Los poderes locales eran los encargados de mantener el 
orden público como se ha visto anteriormente. Para ello había 
que dotarlos de medios, porque por sí mismos serían incapa-
ces de hacerlo. Para ello se mantienen en activo las milicias 

-
pos: «Habrá en cada provincia cuerpos de milicias nacionales, 
compuestos de habitantes de cada una de ellas, con propor-
ción a su población y circunstancias (art. 362)». Es esta la pri-
mera mención en toda la legislación española a la existencia 
de unos cuerpos de seguridad debidamente jerarquizados y 
estructurados, aunque fueran de corte militar.
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Capítulo IV
de 1814 a 1823

»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

EL SEXENIO
ABSOLUTISTA 
Y EL TRIENIO 
CONSTITUCIONAL

Texto: Martín Turrado Vidal

EL SEXENIO ABSOLUTISTA

El Ministerio de Seguridad Pública. Su existencia 
ocupa un corto período de tiempo que va desde el 12 
de marzo al 29 de septiembre de 1815. Este Ministerio 
sería equivalente a las secretarías de Estado. ¿Por qué 
creó Fernando VII el Ministerio de Seguridad Pública? 
La recuperación del poder por Napoleón durante el 
llamado «Imperio de los cien días» produjo en el rey 
un sentimiento de pánico. Creyó que, si Napoleón se 
consolidaba, intentaría invadir de nuevo España. La 
creación de este ministerio respondió a un intento de 
neutralizar una amenaza que nunca tuvo lugar. 

Fue un departamento formado completamente por 
militares: desde su jefe, el general Agustín de Echáva-
rri, hasta el último de los priores de los cuarteles de 
Madrid y de los celadores de un batallón que se puso 
a su servicio. Según su reglamento, el objetivo de la 
creación de este ministerio fue «velar sobre la puntual 
observancia y ejecución de las leyes, autos acordados, 
decretos y providencias concernientes al asunto en lo 
material y formal, que comprende, corrigiendo, mul-
tando y aplicando a los contraventores a los destinos 
que en dichas leyes y decretos estuviesen señalados, 
y demás que convenga establecer, que, en su caso, lo 
hará saber a S. M. para su determinación» (art. 3).

Madrid se dividió en diez cuarteles. La novedad estu-
vo en que al frente de cada uno de ellos se puso a «un 
prior de cuartel», sustituyendo a los alcaldes de cuar-
tel. La razón de ello estaba en que los alcaldes pertene-
cían a la magistratura, mientras que los nuevos cargos 
serían todos desempeñados por militares. El cambio 
de nombre era obligado para adaptarse a las nuevas 
circunstancias.

Durante estos nueve años de nuestra historia se 
pasa de un gobierno monárquico absolutista a 
uno liberal donde los dos intentan modernizar las 
instituciones para una lucha más efectiva contra 
la delincuencia o incluso para evitar una nueva 
invasión napoleónica.

Retrato ecuestre del rey Fernando VII.
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¿Cuáles fueron las obligaciones de estos «prio-
res»? ¿Luchar contra la delincuencia? De acuer-
do con el artículo 12 del primer reglamento (en 
el corto espacio de tiempo que estuvo en vigor, 
se le dieron tres), fueron las siguientes: «La 
obligación del Prior de Cuartel debe ser la de 
velar y excitar el celo de los respec-
tivos alcaldes de barrio, conocer y 
averiguar la conducta de todos los 
vecinos de su cuartel y observar-
la de cerca, rondar y zelar (sic) de 
día y de noche para tranquilidad 
y buen orden de su departamento, 
tomar las primeras providencias en 
todos los negocios que no estén pre-
venidos por la autoridad legítima, 
y dar diariamente parte de todas 
las novedades que ocurrieren en el 
cuartel de su cargo al general minis-
tro, sin perjuicio de obrar y poner en 
ejecución las demás órdenes que este 
jefe les diese».

Entre esos vecinos que había que observar, se 
mandaba que se hiciera con especial cuidado 
en algunos casos. Y se decía quiénes eran estos: 

-
blaran mal del rey, de las personas reales o del 

-

una orden de destierro de Madrid y los extran-
jeros. También se debería prestar una especial 
atención al control de la población transeúnte 
mediante las inspecciones periódicas de las 
casas de huéspedes, las posadas y los estable-
cimientos de recreo. Los transeúntes eran muy 
numerosos, dada la calamitosa situación en 
que quedó la economía de España después de 
la guerra de Independencia. Para que el minis-

tareas, se disponía que no habría ninguna ins-
tancia judicial por encima de él, excepto la real 
persona, a la que podrían acudir los quejosos 
en causas graves y que todas las autoridades 
del reino deberían prestarle cuantos auxilios 
pidiese o necesitase.

Buscando la mayor ejemplaridad de sus sen-
tencias, se publicaban en la Gaceta de Madrid con 
independencia de cómo terminaran: en conde-

que ningún tribunal ha conseguido en el mun-
do: que todos lo que pasaran por él aparecie-
ran como culpables, con la única diferencia de 
que unos tuvieran que cumplir una condena, y 
otros, cargar con el sambenito de aparecer ante 
la opinión pública como «sospechosos». Una 
vez que pasó la posibilidad de una nueva inva-

sión napoleónica, la suerte de este 
ministerio estaba echada: fue la de 
su desaparición. Peor fue lo que le 
aguardaba a su titular, el general 
Agustín de Echávarri: el ingreso en 

prisión, en el castillo de 
San Antón, en La Coruña.

La independencia de 
este organismo y su po-
sición preeminente con 
respecto a otros, sobre 
todo los judiciales, sus-
citaron un violento en-
frentamiento con los 
magistrados de la Sala 
de Alcaldes de Casa y 
Corte y del Consejo de 
Castilla. Irritó de forma 
especial que se inde-
pendizase de ellos una 
organización de tipo 

SE DEBERÍA PRESTAR 
UNA ESPECIAL 
ATENCIÓN AL 
CONTROL DE 
LA POBLACIÓN 
TRANSEÚNTE
MEDIANTE LAS 
INSPECCIONES
PERIÓDICAS DE LAS 
CASAS DE HUÉSPEDES, 
LAS POSADAS Y LOS 
ESTABLECIMIENTOS 
DE RECREO. LOS 
TRANSEÚNTES
ERAN MUY 
NUMEROSOS, DADA 
LA CALAMITOSA 
SITUACIÓN EN 
QUE QUEDÓ LA 
ECONOMÍA DE 
ESPAÑA DESPUÉS 
DE LA GUERRA DE 
INDEPENDENCIA

S
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policial (enpolicial (en la documentación, a 
este ministerio se le llama Policía) 
y de que se les diese órdenes en el 
sentido de que deberían prestarle 
cuantos auxilios pidiese, y lo que 
era mucho más difícil de digerir 
para ellos, que se les intentase 
obligar a que contestaran por es-
crito a las preguntas que les diri-
giera el ministro. Por ello, no es de 
extrañar que los incidentes con es-
tas autoridades fueran continuos.

No suscitó, sin embargo, ninguna 
cuestión el hecho de que al minis-
terio se adscribiese «una Compa-
ñía de Celadores» porque todos 
los designados para ocupar cargos 
en este Ministerio eran militares y 
parecía lógico que sus subordina-
dos también lo fueran. Con la crea-
ción de ese ministerio se asistió por 
primera vez en España al intento 
de militarizar completamente las 
funciones policiales. El rey Fer-
nando VII tenía como excusa para 
hacerlo la posible amenaza de una 
nueva invasión por parte de Na-
poleón y la necesidad de controlar 
de forma mucho más estricta a los 
afrancesados.

Esa militarización fue total: desde el 
ministro hasta el último dependien-
te del Ministerio de Seguridad Pú-
blica fueron militares. Los métodos 

Alegoría de Fernando VII 
restaurando del Antiguo 
Régimen.
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tan expeditivos que utilizó resulta-

mismo que la publicación de las 
sentencias, tanto favorables como 
condenatorias, de los detenidos.

La única palabra con la que se pue-
-

caso. La rigidez de sus métodos y 
las malas relaciones con otras auto-
ridades, con las que, necesariamen-
te, tenía que colaborar para garanti-
zar el éxito de sus trabajos, hicieron 
que su tarea terminara por ser poco 
satisfactoria para el rey, quien no 
tuvo más remedio que atender a 
quienes pedían insistentemente el 

Las comandancias militares. Pa-
rece que las comandancias milita-
res puestas en marcha en todo el 
territorio nacional a partir del 26 
de julio de 1815 fueran una simple 
ampliación del Ministerio de Segu-
ridad Pública a todo el territorio 
nacional. Hay alguna exposición al 
rey pidiéndole esto mismo, porque 

nación. Las coincidencias desde 
luego son muchas, pero sobre todo 
dos son llamativas: se trata de se-

los consejos de guerra, aunque for-
malmente permanecieran dentro 
del Ejército de Tierra y actuaran de 
una forma muy autónoma al dis-

ministerio tenía su juzgado propio 
y militares dedicados exclusiva-
mente a mantener el orden público, 
lo mismo que las comandancias.

Según Oliván, el secretario de Esta-
do de la Guerra, Francisco Balleste-
ros, tuvo serios motivos para pro-
poner al rey su creación. El primero 
la imperiosa necesidad: «El ramo 
militar era de los más difíciles e 
importantes en aquellas circunstan-
cias: deshechas ya guerrillas que ha-
bían llegado a formar cuerpos muy 
imponentes, se necesitaba reducir el 
ejército, que era el cuádruplo de lo 

exponerlos a la miseria y a la deses-
peración. El general Ballesteros, de-

EL SEXENIO ABSOLUTISTA Y EL TRIENIO CONSTITUCIONAL

seoso de darles ocupación ventajosa para el 
servicio público ideó establecer en todos los 
pueblos de alguna consideración para repar-
tirlos según sus graduaciones, con la obliga-
ción de auxiliar a las autoridades y perseguir 
a los malhechores».

Se exponen dos motivos clarísimos: la nece-
sidad imperiosa de reducir un ejército sobre-

bandolerismo y el contrabando. Son las dos 
mismas causas que dieron origen a la Guardia 
Civil tras la primera guerra Carlista. La dife-
rencia con las comandancias militares es ob-
via, porque estas permanecieron dentro del  
Ejército y a la Guardia Civil se la hizo depen-
der además del Ministerio de la Gobernación 
y se constituyó en un cuerpo separado den-
tro del Ejército. Una segunda diferencia fue-
ron los consejos de guerra, la Guardia Civil 
no tuvo tribunales propios. La idea de dedi-
car excedentes del Ejército al mantenimiento 
del orden es la misma. Precisamente fue este 

en todos los pueblos uno de los motivos por 
los que Ballesteros fue defenestrado.

El reglamento de las comandancias milita-
res tiene como fecha de promulgación el 10 

militares a tiempo completo y con dedica-
ción exclusiva para mantener la seguridad: 
«Que a la par que se empleen en los obje-

probada conducta y acreditado servicio de 
los dignos defensores de mis sagrados dere-
chos y los de la patria, celen, vigilen y con-
tengan los referidos desórdenes».

¿En qué consistían esos desórdenes y quién 
los causaba? Básicamente en dos: el latroci-
nio y el asesinato «y otros que comprome-
ten la quietud». Los autores de ellos serían: 
los desertores, los ladrones, los contraban-
distas y los malhechores. Los lugares en 
que los cometían: «inundan los pueblos y 

y viandantes con continuos robos, muertes 
y otros delitos de igual naturaleza». Por ello 
era muy urgente imponer la ley, reforzar el 
respeto a la justicia, la obediencia a las leyes 
y garantizar «a todos mis amados vasallos 
aquella paz, seguridad real e individual 
que les corresponde para atender a sus pro-
piedades, trabajos y ejercicios». La forma de 
llevar a cabo esta idea en la práctica era bas-

-
nías generales se dividían en comandancias 

EL REGLAMENTO DE 
LAS COMANDANCIAS 
MILITARES TIENE 
COMO FECHA DE 
PROMULGACIÓN EL 10 
DE AGOSTO DE 1815. 
LA FINALIDAD ERA 
DESTINAR MILITARES 
A TIEMPO COMPLETO 
Y CON DEDICACIÓN 
EXCLUSIVA PARA 
MANTENER LA 
SEGURIDAD

A PRINCIPIOS DE 1815 
SE ENCOMENDÓ A JOSÉ 
MANUEL DE ARJONA, 
QUE POR ENTONCES 
DESEMPEÑABA EL 
PUESTO DE PRESIDENTE 
DEL TRIBUNAL DE 
VAGOS DE MADRID, QUE 
HICIESE UN PROYECTO 
PARA REFORMAR LA 
POLICÍA
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militares y estas a su vez serían de tres 
clases. Las de la 1.ª clase se subdividi-
rían en dos de 2.ª, y no se subdividi-
rían en comandancias de 3.ª hasta que 
no se conocieran las necesidades de la 
población para poder adaptarlas a la 
extensión del territorio. Se determina-
ba el personal de que constaría cada 
una de ellas.

Estas divisiones se parecían mucho a 
las que tuvo la Policía de José I Bona-
parte: la prefectura se dividió en dos 
subprefecturas y estas, a su vez, cada 
una en tres distritos. Con esta divi-
sión territorial se llegaba hasta el úl-
timo rincón de la península, lo mismo 
que con las comandancias militares. Al mantenerse 
la división territorial del Antiguo Régimen presenta-
ba numerosas complicaciones. Parece claro que Ba-
llesteros, el secretario de Estado de la Guerra, trata-
ba de ir un paso más allá de lo propuesto en la Real 
Cédula de 22 de agosto de 1814 mediante el destino 

manteniéndolos en servicio activo dentro del Ejército 
para que nadie perdiera derechos adquiridos y, me-
nos aún, fuera postergado en los ascensos. Por eso 

incluidas las inspecciones. El hecho de pertenecer al 
Ejército explicó su supresión el día 24 de octubre de 
1815, sin ni siquiera llegar a implantarse en todo el 
territorio nacional.

El arreglo de la Policía. A principios de 1815 se en-
comendó a José Manuel de Arjona, que por entonces 
desempeñaba el puesto de presidente del Tribunal de 
Vagos de Madrid, que hiciese un proyecto para refor-
mar la Policía. Las instrucciones que recibió fueron 
que se tenía que ajustar, lo más posible, a lo dispuesto 
en la Novísima Recopilación, lo cual le dejó muy poco 
margen para que pudiera hacer algo realmente inno-

vador. Este proyecto fue concluido en 
1817 y entregado en la Sala de Alcal-
des de Casa y Corte, que le dio car-
petazo, pues no consta ni que le diera 
curso ni que fuera publicada disposi-
ción alguna basada en el trabajo hecho 
por Arjona. Sin embargo, este proyec-
to, del que existe un borrador, tuvo su 
importancia, porque esta experiencia 
sirvió para que en 1823 Arjona hiciera 
otro totalmente distinto y mucho más 
novedoso.

TRIENIO CONSTITUCIONAL

«La libertad ha nacido en España de la 
gorra de los cuarteles» proclamaban 

algunos autores. Esto fue rigurosamente cierto en el 
origen del período comprendido entre 1820 y 1823, 
más conocido en la historia de España como «Trienio 
Constitucional», que fue el resultado de una suble-
vación militar. Ello originó muchas tensiones que no 

primer consejo de ministros celebrado tras la procla-
mación de la Constitución ya se trató de la disolución 
del Ejército de la Isla (el ejército sublevado). La razón 
fundamental era que algunos ministros entendían que 
su permanencia distorsionaría gravemente todo el sis-
tema al someterlo a una «libertad vigilada». Y fue jus-
tamente el despojarle de esta condición de vigilante de 
la libertad lo que más molestó a Riego. El problema de 
la Policía durante esta etapa se ha delimitado a tres de 

sus manifestaciones más evidentes: la Mi-
licia Nacional, el Reglamento provisional 
de Policía y el proyecto de creación de los 
Salvaguardias Nacionales.

La Milicia Nacional. Uno de los primeros 
problemas que tuvo que abordar el nue-
vo Gobierno fue el de la reorganización 
de la Milicia Nacional. Se llevó a efecto 
por un Real Decreto de 26 de abril de 
1820. Las diferencias principales con las 
de 1813, de la que se habló en el capítulo 
anterior, eran dos: el intento de apartar a 
los ayuntamientos de su organización y 
mando y el que sus jefes, aun siendo elec-
tivos, deberían escogerse entre militares 
retirados del Ejército o de la Armada que 
existiesen en los pueblos, procurando ha-

cer de ella un contrapeso al Ejército regular. Única-
mente se estableció la Milicia Local, que actuó en las 
capitales de provincia y de partido y en los pueblos, 
cuyos ayuntamientos lo pidieron. Formaron parte de 
ella los españoles comprendidos entre los 18 y los 50 
años, según el número de milicianos que se alistaran 
y, dependiendo de sus medios económicos, en las 
secciones de infantería o caballería.

Jura de la Constitución de 1812 en las Cortes por Fernando VII, el 9 de julio de 1820.

Rafael del Riego encabezó el 
levantamiento militar que dio comienzo 

al trieno constitucional.
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Las obligaciones de los milicianos 

públicos, en especial las sedes de los 
ayuntamientos, y establecer guardias 
donde fuese necesario para mantener 

-

aglomeraciones de personas en lugares 
de regocijo o donde se reunieran por 

aprehender en el pueblo y su término a 
-

der los lugares y términos de sus pue-
blos de los enemigos exteriores o inte-
riores de la seguridad y tranquilidad». 
La instrucción, de una forma un tanto 
llamativa, se limitaba solamente «al 
manejo del arma y precisas formacio-
nes» para que pudieran hacer el servi-
cio de uniforme. Para ello emplearían 
«las tardes de los días festivos que sean 
necesarias». Se les aplicaría el fuero mi-
litar cuando estuvieran de servicio. El 
uniforme sería «airoso, cómodo, barato 
y de géneros del país». Sería escogido 
por una comisión formada por el jefe 
político, el comandante militar y la di-
putación provincial.

El Reglamento provisional de Policía.
A pesar de la aversión de los liberales 
españoles a una organización policial, 
que los llevaba a extremos tan ridícu-
los como querer cambiar la palabra 
policía por otros sinónimos, tuvieron 
que afrontar en las mismas Cortes este 
problema, y esto, también a pesar de 
las leyes de 21 de abril de 1821, de la 
promulgación del Código Penal y de 
las numerosas circulares y leyes sobre 
represión y exterminio de ladrones y 
malhechores, demostraba por sí mis-
mo que algo muy esencial del nuevo 
sistema no funcionaba. Este algo tan 
esencial era la Policía. No encontraron 
la fórmula contra los partidarios del 
absolutismo que se echaron al monte, 

militar y de fuerza, pero no sus redes 
clandestinas, sus cenáculos y sus men-
tores. La incapacidad de los sucesivos 
Gobiernos de luchar contra estos últi-
mos se debió a la ausencia de un servi-

En estas lagunas incurrieron siempre 
de una forma destacada los progresis-
tas, tanto en 1835 como en 1840, 1854 

y 1868 y eso fue lo que les costó la 
permanencia en el poder. Este regla-
mento provisional, al que se le puede 
aplicar aquello de tarde, mal y nunca, 
no solucionó tampoco este problema. 
No lo resolvió porque no se afrontó 
el problema de la organización de la 
Policía, con la consecuencia de que las 
materias policiales quedaron diluidas 
en un montón heterogéneo de organis-
mos, y en muchos casos su aplicación 
dependería de enemigos acérrimos del 
sistema liberal.

Las autoridades competentes en estos 
asuntos serían según el art. 1.º: «los je-
fes políticos para la provincia, los alcal-
des, ayudados por los individuos que 
ocuparían los ayuntamientos y los ayu-
dantes de barrio». El artículo 8 se refe-
ría a la posible división de las grandes 
ciudades en cuarteles, y estos en barrios, 
o solo en barrios si la población era pe-
queña y no daba lugar a más divisiones.
Para llevar los asuntos de la Policía se
nombraría a un individuo de su seno
que viviese en el distrito o en el barrio.
El cargo era gratuito, y no renunciable,
excepto si se había desempeñado ante-
riormente, pero sí podían renunciar a
otros empleos públicos remunerados.
Estas soluciones no son nuevas, sino
muy tradicionales, pues ya eran con-
templadas al pie de la letra en la Noví-
sima Recopilación, concretamente en la
Instrucción para los Alcaldes de Cuar-
tel de 23 de octubre de 1768.

En cuanto a la organización de esta 
policía totalmente desprofesionalizada 
no era la mejor forma de instituciona-
lizarla, porque, estructurada de esta 
forma, la condenaba a la más absoluta 

práctica de este Reglamento se convir-
tió en algo muy problemático. En esta 
tarea serían auxiliados por el Ejército 
permanente, la Milicia Nacional y por 
todos los vecinos. Donde se percibía 
con más nitidez todas estas problemá-
ticas era en el capítulo V, titulado de la 
«Seguridad de los Caminos». La grada-
ción de la ayuda que podía solicitar el 
jefe político era la siguiente: en primer 
lugar, al Ejército permanente, pero con 
dos condiciones, que se limitaría a la 
cantidad de tropa que permitieran las 
circunstancias y que se tenían que po-

Milicia Nacional.

A PESAR DE LA 
AVERSIÓN DE LOS 
LIBERALES ESPAÑOLES 
A UNA ORGANIZACIÓN 
POLICIAL, QUE LOS 
LLEVABA A EXTREMOS 
TAN RIDÍCULOS COMO 
QUERER CAMBIAR LA 
PALABRA POLICÍA POR 
OTROS SINÓNIMOS, 
TUVIERON QUE 
AFRONTAR EN LAS 
MISMAS CORTES ESTE 
PROBLEMA
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ner de acuerdo (por este orden) el comandante militar 
y el jefe político para las operaciones de la tropa (art. 
35). En segundo lugar, «en defecto de tropas del Ejér-
cito permanente», o sea como posible parche, se recu-
rría a la Milicia Nacional Local, pero solo en el caso 
de que aquellas no se bastasen. Para ello tendrían que 
ponerse de acuerdo entre los pueblos (art. 36). En ter-
cer lugar, como caso extraordinario y solamente cuan-
do fallasen los demás resortes, se echaría mano de las 
«partidas de escopeteros de a pie o de a caballo». Las 
condiciones para que se crearan y funcionaran eran es-
tas tres: que las diputaciones provinciales estuvieran 
de acuerdo, que su duración se limitara a un tiempo 
determinado (para evitar toda profesionalización y 
permanencia), y solamente mientras lo exigieran las 
circunstancias extraordinarias.

Tanto el auxilio solicitado al Ejército como a las Mili-
cias fue como norma denegado siempre. Lo cual hizo 
que las compañías de escopeteros terminaran por ver-
se como la única solución. El motivo de que dieran su 
consentimiento las diputaciones era de tipo económi-
co, ya que serían quienes tendrían que pagar los ha-
beres de los escopeteros, pidiendo permiso a las Cor-
tes para destinar partidas de los presupuestos a estos 

«para su conocimiento y demás efectos convenientes», 
con lo cual todo quedaba perfectamente controlado 
por el Gobierno central. Luego se puede deducir que 
la descentralización de la ley para el gobierno econó-
mico-político de las provincias no afectó, en realidad, 
para nada a las materias de orden público. La regula-
ción de las materias típicamente policiales era también 
sumamente tradicional. Así, al hablar de la formación 
del censo de la población, del domicilio, vecindad y 
de los pasaportes, de las fondas, posadas, de los vagos, 
juegos y armas prohibidas, recogía de forma abrevia-
da y más sistematizada lo ordenado por la Novísima 
Recopilación e incluso por el Reglamento para la en-
trada y salida de personas en Madrid de José I Bona-
parte. La verdad fue que todas estas disposiciones de 
este Reglamento fueron completamente descuidadas. 

Un proyecto: los salvaguardias nacionales. Este 
proyecto fue presentado el 30 de julio de 1820 en las 
Cortes por el ministro de la Guerra, el Marqués de las 
Amarillas. Su denominación completa sería Legión de 
Salvaguardias Nacionales, y numerosos historiadores 
han visto en ella un antecedente inmediato de la Guar-
dia Civil, sin tener en cuenta que en medio de ambas 
existió una época dictatorial, una guerra civil cruelísi-
ma y una regencia. Lo único que une a los dos proyec-
tos es la relación familiar de los protagonistas de am-
bos, padre e hijo. En un extenso preámbulo se trataba 

urgencia de combatir a los ladrones y bandidos que in-
festaban nuestra nación y en lo perjudicial que estaba 
resultando dedicar tropas del Ejército a estos meneste-

í i R il ió d lNovísima Recopilación de las Leyes de España, en la que se rL d E l íecogía todo el d l 
conjunto legislativo del reino de España.

res, y en lo vejatorio que era utilizar a los vecinos de 
los pueblos para combatir a los ladrones, obligándolos 
a dejar todos sus quehaceres.

Para ello, el nuevo cuerpo debería gozar de la misma 
consideración que los demás del Ejército. Estaría in-
tegrado por 5230 hombres, es decir, un individuo por 
cada 2000 habitantes y por tres leguas cuadradas. Se 
organizarían en 36 compañías de infantería y 16 de 
caballería, distribuidas en 12 comandancias depen-
dientes de cuatro subinspecciones y una Inspección 
General. Debería ser distribuida por los distritos de 
las capitanías generales teniendo en cuenta la pobla-

-
ticas peculiares.

El reclutamiento se haría sobre la base, fundamental-
mente, de soldados licenciados del Ejército que «no 
tuvieran la menor nota en sus hojas de servicios, que 
fuesen naturales de los lugares en los que tuvieran 
que prestar servicios». Los ascensos se regirían por 
los mismos principios que el Ejército regular. «Por 
último la Legión de Salvaguardias Nacionales debía 
depender absolutamente de la autoridad civil, que-
dando reservada únicamente a la autoridad militar 
las medidas relativas a su organización, inspección y 
reemplazo». Este proyecto fue rechazado por el Con-
greso casi por unanimidad porque lo consideró una 
medida atentatoria contra la libertad y desorganiza-
dora de la Milicia Nacional.
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

LA CREACIÓN
        DE LA POLICÍA

Texto: Martín Turrado Vidal

Después de los cuatro artículos anteriores 
en los que explorábamos los antecedentes 
históricos de la Policía Nacional, en este 
número llegamos al momento de creación 
de la Policía General de Vigilancia y 
Seguridad Pública del Reino, el más 
antiguo antecedente directo de nuestro 
cuerpo. Igualmente, veremos el proceso 
y las causas de su nacimiento y que no 
fueron unos inicios fáciles, sino todo lo 
contrario.

Fernando VII desembarca en El Puerto de Santa María (1823) y comienza de nuevo una 
etapa absolutista conocida como «Década Ominosa».Tuvo lugar el 13 de enero de 1824 

por real cédula, que contenía el 
real decreto de creación firmado 
el 8 de enero. Afortunadamente, 

el proceso ha podido ser reconstruido ínte-
gramente con documentos que no admiten 
contestación alguna, y que fueron publica-
dos en 1982 en el libro titulado «Orígenes 
y creación de la Policía española». Comen-
zó cuando, a principios de octubre de 1823, 
el rey Fernando VII fue puesto en libertad 
por el Gobierno liberal que lo tenía retenido 
en Cádiz. En el primer Consejo de Ministros 
que se celebró, el  monarca hizo copiar a Cea 
Bermúdez para que este leyera e hiciera co-
piar al resto de los ministros un papel que 
contenía «Bases sobre las que ha de caminar 
indispensablemente el nuevo consejo de 
ministros: 1.- Plantear una buena policía en 
todo el reino...».

LAS CAUSAS
Las causas que impulsaron al rey fueron 
de lo más variadas. Había dos principales 
y otras secundarias. La primera fue una vo-
luntad decidida para no volver a resucitar la 

Santa Inquisición, suprimida a comienzos del Trienio Constitu-
cional (9 de marzo de 1820) porque, al in y al cabo, había re-
sultado ser un instrumento inútil, incapaz de detectar la suble-
vación de Cabezas de San Juan y de mantenerle en sus poderes 
absolutos. El rey se vio en la necesidad de laicizar la represión, 
lo cual le enfrentó de una forma automática con ciertos sectores 
ultrarrealistas y eclesiásticos, que no cesaron de enviar exposi-
ciones durante toda la ominosa década pidiendo la vuelta de la 
Inquisición. La segunda fue dotar de un instrumento de poder 
a los moderados, para que no naufragasen en un mar de ultra-
rrealismo.

Fernando VII a su vuelta se encontró con un panorama desola-
dor: no se podía fiar del Ejército, porque los mandos superiores 
en su inmensa mayoría eran liberales. Tampoco de la Admi-
nistración, donde había ministerios, como el de Hacienda, en 
el que también predominaban; ni de sus propios partidarios, 
que rápidamente se escindieron en dos ramas: una ultrarrea-
lista, que andando el tiempo sería el germen del carlismo, y 
otra más moderada, que junto con los liberales moderados y 
un sector de afrancesados harían la transición a una monarquía 
parlamentaria tras la muerte del rey. La Policía se puso en ma-
nos de los moderados, porque el primer superintendente, José 
Manuel de Arjona, era un moderado, y porque el ultrarrealista 
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Capítulo V
de 1823 a 1840

Celador de Barrio, cuyos 
distintivos describe el 
Reglamento de febrero 
1824. Portaba, como 
símbolo de su autoridad, 
un bastón con puño de 
marfil, quedando asignado 
el de oro para su superior, 
el Comisario de Cuartel.

Artículo publicado en la revista Policía, núm. 343



35

LA POLICÍA SE PUSO 
EN MANOS DE 
LOS MODERADOS, 
PORQUE EL PRIMER 
SUPERINTENDENTE, 
JOSÉ MANUEL DE 
ARJONA, ERA UN 
MODERADO, Y PORQUE 
EL ULTRARREALISTA 
RUFINO GONZÁLEZ 
NO FUERA MÁS QUE 
UN PARÉNTESIS, QUE 
DIO PASO AL LARGO 
MANDATO DE OTRO 
MODERADO MILITAR, 
JUAN JOSÉ RECACHO

José Manuel de 
Arjona y Cubas 
(1781-1850). Primer 
superintendente 
general de Policía 
del reino.

Rufino González, no fuera más que un 
paréntesis, que dio paso al largo man-
dato de otro moderado militar, Juan 
José Recacho. Este hecho explica que 
los mayores éxitos de la primera etapa 
de la Policía fueran conseguidos a cos-
ta de los ultrarrealistas.

Otras razones secundarias fueron que 
ya en 1815 se había encargado a José 
Manuel de Arjona la redacción de un 
reglamento de Policía, ajustado a las 
normas de la Novísima Recopilación, 
cosa que llevó a efecto, pero que nunca 
fue promulgado. El rey se había dado 
cuenta de que no podía seguir gober-
nando como en el Sexenio Absoluto, 
y de que no todas las realizaciones 
de los liberales eran tan nefastas. Lo 
demuestra el hecho de que se intentó 
desde el principio separar los asuntos 
administrativos de los judiciales, me-
diante la creación de un Ministerio 
de lo Interior o de la Gobernación del 
Reino, y que el rey leyó atentamente 
las exposiciones que se le hicieron con 
este fin. Otra fue el hecho de que úni-
camente poseía un canal de informa-
ción sobre lo que ocurría en el reino: 
el militar. Quiso diversificar estos ca-
nales de información y poder contras-
tar las noticias que le llegaban por dos 
fuentes al menos. Esto originó ciertos 
conflictos cuando no coincidían, pero, 
al menos, ambas fuentes podían ser 
objeto de crítica y de revisión.

La lucha contra la delincuencia ocupa 
un lugar muy secundario entre esas 
causas, porque, como se puede obser-
var a lo largo del razonamiento que se 
lleva expuesto, el vacío que se trataba 
de llenar era de naturaleza institucio-
nal. Los que me han leído, saben que 
una de mis teorías es que la naturale-
za del Estado que se quiere construir 
determina el modelo policial que ter-
mina por adoptar. Por ello pienso que 
la Policía debe ser situada dentro del 
conjunto de instituciones del Estado, 
con sus misiones, funciones y compe-
tencias específicas. Ella en su parcela 
luchará contra la delincuencia, como 
en otro orden de cosas lo harán tam-
bién la legislación, la judicatura y las 
prisiones, pero será siempre una parte 
de la política criminal del Estado.

EL PROCESO
Las directrices que el mismo rey dio 
para formar la Policía fueron solamen-
te tres, pero muy fundamentales: la 
primera, que sus atribuciones fueran 
amplias, no como había sucedido en 
tiempos anteriores, en que habían sido 
cortas y limitadas, indefinidas y ade-
más entorpecidas por la continua lucha 
de competencias con otras autoridades, 
«dotada de los medios necesarios para 
hacer el bien y para impedir el mal, y 
que al mismo tiempo que sea un medio 
irresistible de represión para los ma-
los, lo sea de protección y beneficencia 
para los buenos». En pocas palabras, 
se quería una Policía fuerte y eficaz, y 
que su estructuración se hiciera «con el 
acierto y celeridad que exige el bien de 
los vasallos».

La segunda, que la unidad de jurisdic-
ción, en la que no se puede admitir an-
dar con titubeos ni dudas, ya que esta 
cualidad sería «la primera ventaja de 
este establecimiento, y la más sólida 
fianza de la pública tranquilidad».

Y la tercera, que la posibilidad de que 
la Policía dependiera de dos ministe-
rios simultáneamente fue rechazada 
terminantemente. Las razones que se 
dieron para ello fueron, que se temía 
que la doble dependencia terminara 
por hacerla ineficaz e, incluso, por des-
acreditarla. Esta es la condición para 
que «puedan cogerse los frutos que 
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deben esperarse de la creación de 
la Policía, cuyo establecimiento es 
uno de los mayores beneficios que 
Su Majestad ha podido dispensar a 
sus pueblos».

Arjona, nombrado superinten-
dente general el día 23 de no-
viembre de 1823, siguió al pie 
de la letra estas instrucciones y 
el día 21 de diciembre de 1823 
presento un Proyecto de Arre-
glo de la Policía General del 
Reino, que, en 25 artículos, daba 
los principios generales para la 
organización y competencias 
de la Policía. A la vista de este 
borrador se mandó formar una 
comisión compuesta por miem-
bros de diversos consejos para 
evitar el posible enfrentamiento 
debido a las competencias que 
se les sustraían para atribuirlas 
a la Policía. Para realizar este 
trabajo tuvieron que emplear la 
semana de vacaciones que te-
nían en Navidades. El dictamen 
de la comisión estuvo listo el día 1 
de enero, en que lo presentaron al 
secretario de Gracia y Justicia.

Quedó dispuesto el borrador del 
Proyecto de Real Decreto que se 
iba a presentar para su aproba-
ción en el Consejo de Ministros, si-
guiendo su trámite normal, y el día 
1 de enero de 1824 le fue entregado 
al secretario de Gracia y Justicia, 
con un oficio de remisión. En él se 
afirmó que el borrador presentado 
por Arjona había sido examinado 
con la escrupulosidad que mere-
cía su importancia, y que el acuer-
do a que se había llegado se había 
producido por unanimidad, y que 
habían procurado cumplir —los 
miembros de la Comisión— el en-
cargo de la brevedad que «exigía la 
gravedad y urgencia del asunto».

La aprobación por el Consejo 
de Ministros tuvo lugar el día 6 
de enero de 1824. El acta de este 
consejo hace una historia muy re-
sumida de los trámites que había 
seguido hasta entonces dicho pro-
yecto y terminó dando su aproba-
ción con estas palabras: «Habien-

do acordado recientemente que merecía la 
aprobación del Consejo de Ministros, se 
reservó el de Gracia y Justicia dar cuenta 
a su majestad y si tenía a bien conformar-
se con este acuerdo insertar después una 
copia literal en el Libro de Acuerdos por 

exigirlo así la naturaleza de este grave 
asunto». Siguió el trámite de pasarlo al 
rey, quien lo sancionó, y le dio su apro-
bación el 8 de enero de 1824. El Real 
Decreto del rey y la promulgación del 
proyecto fueron efectuados mediante 
una Real Cédula de 13 de enero de 1824, 
que se considera la fecha fundacional 
de la Policía española.

LA REAL CÉDULA DE 13 DE 
ENERO DE 1824 Y REGLAMENTO 
DE MADRID Y PROVINCIAS
El Real Decreto fue promulgado por una 
Real Cédula de 13 de enero de 1824. Se 
reconocía en él que el rey había consi-
derado como una de las medidas más 
urgentes la organización de la Policía 
como medio para conocer la opinión, las 
necesidades de la gente y para reprimir 
a los sediciosos. La Real Cédula tenía 

29 artículos, que se pueden dividir en tres 
grandes apartados: organización de la Po-
licía (artículos 1.0 al 12), competencias que 
se le encomiendan y formas de llevarlas a 
cabo (artículos 13 al 20) y presupuesto, suel-
do, uniformes y mejoras en la organización 
(artículos 21 a 28). El artículo 29 era una dis-
posición derogatoria sumamente genérica, 
pues englobaba, sin especificarlas, «todas 
las Leyes, Reales Órdenes y Reglamentos 
de Policía, en la parte que estén en contra-
dicción con el presente Decreto».

Además de esta organización oficial y reco-
nocida existió otra paralela y subterránea 
llamada «Policía Secreta», cuya labor prin-
cipal se centró en el ámbito de la recogida 
de la información. También existió la «Alta 
Policía», que equivalía al espionaje y que 
actuó en Portugal, Gibraltar, Londres y el 
Sur de Francia de forma preferente. El Re-
glamento de Madrid tiene 20 capítulos y 
180 artículos. En él se especificaban funda-
mentalmente dos aspectos de la Policía: el 
primero (capítulos 1 al 7), sobre las obliga-
ciones de los miembros del cuerpo, comen-
zando por el superintendente general y 
terminando en el alcalde de barrio; y el se-
gundo, (capítulos 8 al 15) las materias que 
se encomendaban al cuidado de la Policía, 
como cartas de seguridad, pasaportes, etc. 

EL REY HABÍA 
CONSIDERADO
COMO UNA DE 
LAS MEDIDAS MÁS 
URGENTES
LA ORGANIZACIÓN 
DE LA POLICÍA COMO 
MEDIO PARA CONOCER 
LA OPINIÓN, LAS 
NECESIDADES
DE LA GENTE Y PARA 
REPRIMIR A LOS 
SEDICIOSOS
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Terminaba con cinco breves capítulos: 
el 16, de las contravenciones y las penas, 
equivalente al régimen disciplinario; el 
17, del modo de imponer y distribuir las 
multas; el 18, sobre las rondas; el 19, de 
las responsabilidades de los empleados 
de Policía, y el 20, de las disposiciones 
generales. La organización de la Policía 
era sumamente compleja en cuanto al 
personal que la integraría, porque tanto 
en la Real Cédula como en el Reglamen-
to se hacía distinción entre dos clases 
de personas: los profesionales, es decir, 
los que tenían obligación de vivir de su 
dedicación a la Policía, y los que tenían 
que simultanear con otros cargos. Esto 
último se debía a la intención del rey de 
extender al máximo la Policía dentro del 
territorio nacional, por lo cual en los pue-
blos pequeños era posible simultanear 
las tareas. Cuando se vituperó o se ensal-
zó a la Policía, se dirigieron siempre a la 
Policía profesional. Entre los profesiona-
les se encontraban el superintendente ge-
neral, el secretario, el tesorero, los comi-
sarios de cuartel, los celadores de barrio 
y los celadores de puertas. Entre los no 
profesionales, los alcaldes de barrio.

El Reglamento de Provincias tenía un 
esquema muy similar al de Madrid. El 
intendente sería el jefe de Policía en su 
provincia, quien recibía las órdenes di-
rectamente del superintendente general. 
Había tres clases de provincias, según 
su importancia, y a ellas correspondían 
otras tres clases de intendentes. Su prin-
cipal obligación era la de dar cuenta al 
superintendente general, dos veces por 
semana, de todo lo que hubiese ocu-
rrido. Estos partes se deberían dividir 
obligatoriamente en tres capítulos: se-
guridad pública, espíritu público (igual 
al estado de opinión) y subsistencias.

LAS COMPETENCIAS
La Real Cédula las clasificaba en dos 
grandes grupos: exclusivas y compar-
tidas con otras autoridades. Entre las 
competencias exclusivas se encontra-
ban las siguientes:

- Realizar los padrones del vecindario.
- Expedir y visar los pasaportes.
-  Expedir los permisos para vender

mercancías en la calle.
-  Conceder los permisos para ejercer

profesiones ambulantes.

-  Conceder licencias de apertura de es-
tablecimientos.

-  Conceder los permisos de arma y las
licencias de caza y pesca.

-  Exigir el pago de las multas, que los
reglamentos de Policía impusieran a
los contraventores.

-  Confeccionar y llevar actualizado un
registro con todos los coches, tarta-
nas y calesines públicos.

Entre las competencias que debía com-
partir con otras autoridades había dos 
que resultan sumamente curiosas. La 
12: «Impedir las cuadrillas y reuniones 
tumultuarias que amenacen la tranqui-
lidad de las ciudades, de los campos o 
caminos y las coaliciones de jornaleros 
para hacer subir el precio de los jorna-
les». La 13, por su parte, exigía: «Perse-
guir las asociaciones secretas, ahora sean 
de comuneros, masones, carbonarios o 
de cualquiera otra secta tenebrosa que 
exista hoy o existiera en adelante; aho-
ra se reúnan para cualquier otro objeto, 
sobre cuyo carácter reprobado infunda 
sospechas la clandestinidad de la junta».

SU EVOLUCIÓN HASTA 1835
Durante muy poco espacio de tiempo, 
de 1824 a 1827, estuvieron al frente de la 
Policía tres superintendentes generales: 

LA ORGANIZACIÓN 
DE LA POLICÍA 
ERA SUMAMENTE 
COMPLEJA EN CUANTO 
AL PERSONAL QUE LA 
INTEGRARÍA, PORQUE 
TANTO EN LA REAL 
CÉDULA COMO EN 
EL REGLAMENTO SE 
HACÍA DISTINCIÓN 
ENTRE DOS CLASES 
DE PERSONAS: LOS 
PROFESIONALES, ES 
DECIR, LOS QUE 
TENÍAN OBLIGACIÓN 
DE VIVIR DE SU 
DEDICACIÓN A 
LA POLICÍA, Y LOS 
QUE TENÍAN QUE 
SIMULTANEAR CON 
OTROS CARGOS

Francisco Tadeo 
Calomarde (1773-
1842). Ocupó el 
Ministerio de 
Gracia y Justicia 
(1823-1833) durante 
la restauración 
absolutista de 
Fernando VII.
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El Cuerpo de 
Celadores Reales 
fue creado en 1825, 
como fuerza armada 
adscrita a la Policía. 
Estaban destinados 
a la protección 
de Madrid y sus 
cercanías.
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el fundador José Manuel de Arjona, el 
ultrarrealista Mariano Rufino González 
y finalmente Juan José Recacho, que fue 
el que más tiempo duró en el cargo. Su 
evolución estuvo sembrada de dificul-
tades, ya que, por una u otra razón, se 
opusieron tenazmente a la Policía los 
ultrarrealistas, porque ya no podían 
conspirar tan abiertamente; la Iglesia, 
porque le echaban la culpa de que no 
se restableciera la Inquisición; los jueces, 
porque vieron reducidas sus competen-
cias, y los militares, porque ya no podían 
manipular la información que se pasaba 
al rey, ya que este tenía un medio para 
controlarla. La gran ocasión para dejarla 
reducida a una caricatura se le presentó 
al ministro de Gracia y Justicia, Francis-
co Tadeo Calomarde, cuando estalló la 
sublevación de «los Agraviados» (1827) 
en Cataluña. Parece ser que Calomarde 
insinuó al rey la posibilidad de calmar 
la revuelta suprimiendo la Policía, ya 
que los insurrectos unían al grito de 
¡Viva la Inquisición! el de ¡Muera la 
Policía! Este fue el origen del Decreto 
de 18 de agosto de 1827, por el que se 
dejó reducida a la Policía a entender 
de delitos políticos.  Sin embargo, el 
fin que se perseguía de apaciguar la 
rebelión no solo no se llegó a conseguir, 
sino que le sirvió de estímulo.

A la muerte del rey, en septiembre de 
1833, el Gobierno temió que se pro-
dujeran graves disturbios y para evi-
tarlos se promulgó una Real Cédula 
por la que se volvía al estado que te-
nía la Policía en 1824. Pero en cuanto 
el Gobierno vio que se había conjura-
do el peligro la revocó, parcialmente 
primero y de una forma definitiva en 
1835, suprimiendo la Superintenden-
cia General, que fue una consecuencia 
lógica de las enormes concesiones que 
se tuvieron que hacer al Ejército en los 
comienzos de la primera guerra carlis-
ta. Entre ellas se encontraba la de que 
todos los asuntos de la Policía serían, 
de allí en adelante, competencia de los 
gobernadores militares de las plazas. 
Desde ese mismo momento la Super-
intendencia General de Policía estaba 
de más, y por ello fue suprimida.

PROBLEMAS DE LA POLICÍA
Se van a enumerar solamente los más 
transcendentes, porque se cree que 

con ello se comprenderá mejor lo que 
pasó en esta etapa histórica. Ocupa 
muy destacado el primer lugar el que 
nunca se desarrollara lo prometido en 
el artículo V de la Real Cédula sobre 
la creación de una policía uniformada, 
que completara esa estructura organi-
zativa. Fue algo por lo que clamaron 
continuamente tanto los intendentes 
de las provincias como el propio super-
intendente Juan José Recacho, quien en 
su defensa de la policía de 1826 llegó 
a culpar a esa ausencia de la disminu-
ción de la eficacia de la Policía General 
del Reino al no tener una fuerza arma-
da respetable a su servicio.

El segundo le vino de otras institucio-
nes del Estado que hicieron todo lo 
posible por controlarla y someterla a 
sus designios. En primer lugar, fue la 
Iglesia, que trató de restaurar la Inqui-
sición y, cuando vio que no era posible, 
intentó que se le encomendaran a las 
órdenes religiosas las competencias 
de la Policía. Simultáneamente, los 
magistrados de justicia no cesaron 
ni dieron tregua a sus pretensio-
nes de tenerla a sus órdenes. La 
desvirtuación de la Policía que 
hizo Calomarde en 1827 como 
concesión a los agraviados lle-
gó tan lejos como fue el supri-
mir las comisarías de cuartel, la 
desarticulación de los Celadores 
Reales, quedando la Policía redu-
cida a la mínima expresión bajo 
el control de los magistrados. Se 
vieron desbordados con la nueva 
situación hasta el punto de que, a 
partir de 1830, se trató de recupe-
rar en parte la situación anterior a 
1827 con el nombramiento de cinco 
comisarios, uno por cada dos cuar-
teles, y el reconocimiento de cierta 
independencia en el ejercicio de com-
petencias meramente policiales. Esta 
situación explicará la aparición de lo 
que he llamado comisarías militares. 

Los terceros en discordia fueron los 
militares. La Policía parte en el año 
1832 con una militarización exagera-
da ya que al ser nombrado super-
intendente general de Policía del 
reino el brigadier José Martínez 
San Martín, con motivo de la en-
fermedad de Fernando VII, este 

Uniforme de 
Celadores Reales.

EN 1824, LA POLICÍA SE 
CONCEBÍA COMO UNA 
PARTE IMPORTANTÍSIMA 
DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA, CON 
CAPACIDAD DE 
INTERVENIR INCLUSO EN 
ASUNTOS ECONÓMICOS 
CON TAL DE LOGRAR UN 
MAYOR CRECIMIENTO DE 
LA RIQUEZA DEL REINO
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hizo frente a los temores a posi-
bles alteraciones políticas y mili-
tares entregando la Policía a los 
mandos de las capitanías gene-
rales en calidad de subdelegados 
principales de policía.

El tercero, la confusión de una 
organización de policía al estilo 
francés con la policía secreta y la 
alta policía. Esta confusión fue 
lamentable y dentro del mare-
mágnum de las instituciones re-
presivas de la época —comisiones 
militares ejecutivas, voluntarios 
realistas, comités de depuración 
de funcionarios— la Policía es-
tructurada de una forma muy si-
milar a la de José I Bonaparte su-
frió una fuerte confusión con otra 
institución, la Alta Policía, con la 
que no tenía nada que ver y con la policía secreta que 
no fue más que el equivalente a los fondos reserva-
dos. La Alta Policía se dedicó al espionaje, teniendo su 
organización propia, independiente de la Superinten-
dencia General de Policía y su dirección en manos del 
célebre José Manuel del Regato.

LA POLICÍA Y LA DIVISIÓN 
PROVINCIAL DE ESPAÑA
En 1824, la Policía se concebía como una parte impor-
tantísima de la Administración pública, con capacidad 
de intervenir incluso en asuntos económicos con tal de 
lograr un mayor crecimiento de la riqueza del reino. 
En consonancia con este planteamiento se la hizo de-
pender del Ministerio de Fomento, dejando sin estas 
competencias al de Gracia y Justicia, que era donde 
radicaban anteriormente. Pero la incorporación a este 
ministerio de la Policía del Reino no fue solamente de-
bida a esa causa de fondo que la justificaba.

Fue en noviembre de 1833 cuando Francisco Javier 
de Burgos y del Olmo (1778-1848), ministro de Fo-
mento, lleva a cabo el encargo de la reina María 
Cristina de poner en marcha reformas administra-
tivas, y una de ellas es la división territorial de Es-
paña en provincias. En el Real Decreto que crea esta 
división provincial se preveía cómo se iba a soste-
ner económicamente esa administración periférica: 
«Art. 9.º. Los fondos de policía, que deben costear 
estas dotaciones». Esos fondos de policía provenían 
básicamente de la expendición de las cédulas de se-
guridad y de los pasaportes. Según un folleto titu-
lado «La Policía», en 1837 solían tener un superávit 
de unos seis millones de reales. Fue justamente ese 
superávit el que Javier de Burgos destinó para pa-
gar la nueva división territorial y los subdelegados 
de Fomento.

LA SUPRESIÓN DE LA 
SUPERINTENDENCIA 
GENERAL, PERO NO 
DE LA POLICÍA
Las primeras voces pidiendo la su-
presión de la Superintendencia Ge-
neral de Policía se alzaron a raíz de 
los oscuros sucesos de 18 de enero 
de 1835, en que se sublevó un ba-
tallón de infantería y tomó la casa 
de Correos. En los incidentes fue 
asesinado José Canterac, el capitán 
general de Castilla la Nueva. Lejos 
de tomar represalias contra los amo-
tinados, se parlamentó con ellos y se 
les perdonó todo a cambio de que 
fueran a combatir en el frente del 
Norte contra los carlistas, excepto 
al cabecilla, Cayetano Cardero, que 
fue desterrado a Baleares. Pocos 
días después de este suceso se tu-

vieron que discutir los presupuestos presentados por el 
Ministerio de lo Interior, sobre cuyo artículo VI la Comi-
sión encargada de examinarlos había dado un dictamen 
muy duro. El Gobierno se mantuvo firme y pudo sacar 
esos presupuestos adelante en una reñida votación.

Sin embargo, de la lectura de las intervenciones en el Esta-
mento de procuradores se sacaba ya la conclusión de que 
en cuanto los progresistas llegaran al poder, la reducirían 
a su mínima expresión. Este hecho se produjo en tres ac-
tos: el primero fue la supresión de la Superintendencia 
General de Policía, por un Decreto de 4 de octubre de 1835, 
que afectó únicamente a la dirección nacional de la Policía. 
La Policía pasó a depender de los gobernadores civiles y 
del Ministerio de la Gobernación. Se estableció una Sub-
delegación especial de Policía para la provincia de Madrid. 
La policía no fue suprimida pero sus competencias queda-
ron limitadas a las de policía de seguridad, sustrayéndole 
todas las relacionadas con policía administrativa.

Por una circular del Ministerio de la Gobernación de 18 
de diciembre de 1836, se desmantelaron las oficinas de 
Cuenta y Razón de la Policía que funcionaban en ese 
ministerio. Se mantuvo la estructura de la Policía en 
Madrid «y pueblos de consideración de la costa y fron-
teras» y en este documento oficial se referían a la policía 
con el nombre de Protección y Seguridad Públicas. Se 
suprimieron todas las subdelegaciones de partido con 
todas sus dependencias. Por último, en 1840, al final de 
la guerra carlista, dejaron de presupuestarse los fondos 
reservados destinados al pago de información, es decir, 
los gastos de «policía secreta». La actuación de la poli-
cía no se interrumpió en el período comprendido entre 
1835 y 1844, pues hay abundantes pruebas de su existen-
cia en la prensa de la época. La Policía ya no recuperó 
una dirección general nacional hasta la aparición de la 
Dirección General de Seguridad en 1912. n

Francisco Javier Burgos y Olmos,
ministro de Fomento (1833-1834) durante el 

gobierno de Cea Bermúdez.
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Capítulo VI
de 1840 a 1877
»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

REINADO DE ISABEL II
EL PERIODO DE 
LAS REFORMAS

Texto: Martín Turrado Vidal

Es un largo periodo de tiempo, que abarca 
desde 1840 a 1873, es decir, toda la parte 
central del siglo XIX. Este periodo se 
caracteriza, en primer lugar, por la creación 
de una policía uniformada militarizada, 
que se extiende por todo el territorio 
nacional y, en segundo lugar,
por la necesidad de mantener unos cuerpos 
civiles de seguridad, a los que no se sabe 
muy bien cómo estructurar para que tomen 
impulso, obviando los  grandes obstáculos 
que se oponían a ello.

El primer problema se resolvió con la crea-
ción de la Guardia Civil en 1844, cuya ca-
racterística principal fue, al menos en la in-
tención, la de ser la fuerza uniformada de 

Policía, a la que se ha aludido en el tema anterior, pues 
se le hacía depender para el servicio de los comisarios 
y celadores (art. 14 del Reglamento de Servicios). El 
segundo no hubo forma de resolverlo: porque en la 
misma medida que la Guardia Civil se fue indepen-
dizando del Ministerio del Interior o de Gobernación, 
este fue incrementando sobre la Policía Gubernativa 
su control porque era el único Cuerpo de Policía que 
dependía de él íntegramente.

Esto tuvo como consecuencia que la Policía continuara, 
en la práctica, en manos de los gobernadores civiles. 

Por ello, las reformas se sucedieron muy rápidamente 
unas a otras, sin lograr la mayoría de ellas ser puestas 
en práctica, y sin poder contrastar en ninguno de los 
casos su posible eficacia, perdiéndose e n l a reforma 
siguiente lo que tuviera la anterior de positivo. Sin 

Retrato fotográfico de la reina de España Isabel II.

embargo, constituyó el mejor reconocimiento explíci-
to de que, sin una auténtica policía civil, un sistema de 
seguridad pública nacional resultaría inviable.

EL RAMO DE PROTECCIÓN
Y SEGURIDAD PÚBLICAS
Este período se abre con la reforma de 1844, mediante 
un Real Decreto, que curiosamente desarrollaba el art. 
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2.º de otro de 1840 por el que se disol-
vía la policía «secreta». Este, decía tex-
tualmente: «Se propondrá con urgencia 
la organización que deberá tener la Po-
licía de Protección y Seguridad Pública,
ejercida por las autoridades que la Ley
reconoce». Se cumplió este mandato

urgente al cabo de 
cuatro años, por un 
Real Decreto de 26 de 
enero de 1844, por el 
que se reorganizaba el 
ramo de Protección y 
Seguridad, siguiendo 
el modelo de orga-
nización, que había 
impuesto el Real De-
creto de supresión de 
la Superintendencia
General de Policía en 
1835. Por ello, fueron 
restablecidos las fi-
guras de comisarios 
y celadores, y los co-
misarios de partido 
en todo el territorio 
nacional, según la di-
visión judicial de Ni-
colás María Garelli de 
1834. Su implantación 
territorial fue idéntica, 
a la establecida en el 

citado decreto 4 de octubre de 1835 por 
el que se suprimió la Superintendencia 
General de Policía.

La diferencia principal con el Regla-
mento de Fernando VII consistió que 
en aquel se regulaban la organización 
del personal de la Policía y sus compe-
tencias (caza, pesca, armas, espectácu-
los, licencias de aperturas de estable-
cimientos públicos, etc.), mientras que 
en este y en los sucesivos reglamentos 
se reducían a describir la organización 
y régimen disciplinario de los cuerpos 
civiles. Es decir, se redujo a la Policía 
a una policía de seguridad y se le sus-
trajeron todas las competencias propias 
de policía de administrativa.

Este Real Decreto fue completado, en 
cuanto a la parte civil de Policía, por 
un reglamento de fecha 30 de enero 
de 1844. Caamaño Bournacell dice de 
él que era angelical y no le falta razón, 
porque se dedicaban varios artículos a 
castigar determinadas conductas a los 

comisarios y celadores antes de expo-
ner cuales serían sus obligaciones. Así 
se les prohibía imponer multas, y, en el 
caso de que fuesen desobedecidos, de-
tener a los culpables y ponerles a dis-
posición del jefe político: entrar en casa 
de los vecinos sin el consentimiento del 
dueño, amenazándoles con ser desti-
tuidos; entrometerse en conversaciones 
privadas, etc.

Junto a este personal civil, comisarios 
y celadores, existía, dependiendo de 
él, un cuerpo uniformado, compuesto 
por los «agentes» de Protección y Se-
guridad. El reglamento especificaba 
que estarían a las órdenes de cada ce-
lador cinco agentes, «uno de los cuales 
tendrá el carácter de cabo». La princi-
pal de sus obligaciones sería: «rondar 
constantemente de día y de noche, las 
calles de la demarcación, para velar por 
el cumplimiento de las órdenes de la 
autoridad en punto a la Policía Urbana, 
evitar las pendencias y los escándalos, 
y sobre todo amparar eficazmente la 
seguridad individual y los demás de-
rechos de los ciudadanos». En resumen, 
las características de este Reglamento 
eran: la total dependencia que sometía 
al ramo de protección y seguridad de 
los jefes políticos, la extrema sencillez 
del organigrama: comisarios-celado-
res-cabo-agente y la subordinación de 
la Guardia Civil en cuanto al servicio 
de los comisarios y celadores. Con la 
nueva organización del ramo se in-
tentó llevar a cabo una implantación 
nacional para poner a su servicio una 
«una fuerza especial de policía».

LA GUARDIA CIVIL
La fundación de la Guardia Civil se 
anunciaba como una intención en el 
art. 10 del Decreto de 26 de febrero de 
1844. En dicho artículo se facultaba al 
Ministro de la Gobernación de la Pe-
nínsula para proponer urgentemente 
la organización de una fuerza especial 
destinada a proteger a las personas y 
las propiedades. Esta exposición de 
motivos comenzó a tomar cuerpo con 
otro Real Decreto de 28 de Marzo, en 
que anunciaba que se iba a dar cumpli-
miento al anterior. Esta organización 
era la misma de la que se había dotado 
a la rama civil de protección. El pro-
tagonismo que se le daba tanto al Mi-

Baldomero Espartero (1793-1879), 
que ostentó los títulos de príncipe de 
Vergara, duque de la Victoria, duque 
de Morella, conde de Luchana y 
vizconde de Banderas y llegó a ser 
regente de España, presidente del 
Consejo de Ministros y virrey de 
Navarra, entre otros muchos cargos.
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nisterio de la Gobernación como 
al jefe político era determinante 
para la futura configuración de 
esa  fuerza uniformada de protec-
ción. La dirección de ella, su dis-
tribución e incluso su alistamiento 
quedaban enteramente en manos 
de las autoridades civiles. Este de-
creto quedó en una mera formu-
lación de intenciones, porque en 
el intermedio cayó el gobierno de 
González Bravo, que fue sustitui-
do por Narváez. Entonces se pro-
dujeron circunstancias como la de 
designación del duque de Ahuma-
da para organizar el Cuerpo, las 
condiciones de este para hacerlo 
y, finalmente el que ha sido desig-
nado como «contra Decreto de 13 
de mayo» por el que se produjo 
la fuerte militarización en cuanto 
a su régimen interno. Por lo que 
respecta al servicio se va a limitar 
nuestra atención a transcribir dos 
artículos del reglamento de Servi-
cios, que son suficientemente ilus-
trativos:

«El Comisario de Protección y Se-
guridad Pública en su respectivo 
distrito, es la autoridad, que dispo-
ne el servicio de la Guardia Civil, 
comprendida en el término de su 
jurisdicción» (art. 14.).

Otra de las facultades del comisario 
era bien explícita según el art. 17.:

«Podrá el Comisario poner a las ór-
denes de algún Celador, parte de la 
fuerza correspondiente al término 
de su jurisdicción, siempre que sea 
para objetos propios de su Institu-
to de la Guardia Civil, debiendo el 
celador arreglar en este punto sus 
procedimientos, a las órdenes e 
instrucciones del comisario».

La prestación del servicio se man-
tuvo hasta el 1 de enero de 1848: 
por razones de ahorro presu-
puestario, se suprimieron las co-
misarías de partido, con lo cual 
la totalidad del territorio de las 
provincias quedó en manos de la 
Guardia Civil, exceptuando la ca-
pital ellas, en las que se mantuvo 
el Cuerpo de Vigilancia. Se volvió 

así a la situación establecida el 1 
de enero de 1837.

LA JEFATURA SUPERIOR
DE POLICÍA DE MADRID
El 7 de mayo de 1848 se amotinó el 
Regimiento de España en Madrid 
y se produjeron asonadas en otras 
ciudades, en un intento de expul-
sar del poder al general Narváez. 
Las consecuencias de estos inten-
tos fallidos fueron la proclamación 
del estado de sitio, la desarticula-
ción completa del regimiento amo-
tinado y la creación de la Jefatura 
Superior de Policía de Madrid. La 
finalidad de esta institución sería 
la de «vigilar muy de cerca y es-
crupulosamente a los que se pro-
ponen medrar en el desorden, y 
a los que se acogen a las grandes 
poblaciones para sustraerse a la 
acción de la autoridad» y ejercer 
funciones de coordinación de los 
distintos cuerpos policiales.

El jefe superior de Policía se equi-
paró en cuanto a categoría admi-
nistrativa al gobernador civil (jefe 
político), y podía dirigirse directa-
mente al Gobierno y dar órdenes y 
bandos en las materias que el Real 
Decreto de 10 de mayo de ese año 
le confería. Bajo sus órdenes direc-
tas estarían: comisarios, celadores, 
salvaguardias y la Guardia Civil. 
El 25 de septiembre de 1849 pasó 
a depender de nuevo del jefe supe-
rior político —gobernador civil—, 
desapareciendo así la primera jefa-
tura propia de la policía.

NUEVOS CAMBIOS
EN LA POLICÍA
En 1852 se le cambiaría el nombre 
al ramo de Protección y Seguridad 
por el de Cuerpo de Vigilancia, 
siendo esta la denominación más 
tradicional que ha tenido en Es-
paña la Policía civil no uniforma-
da. Las razones que se dieron para 
efectuar este cambio fueron que la 
estructura anterior creaba un gra-
ve problema al tener que entender-
se el jefe político con demasiados 
comisarios. El remedio que se pro-
pone es reducir el número de estos, 
reemplazándolos por «inspectores 

de vigilancia», en realidad una 
especie de inspectores generales, 
que serían solamente dos y cuya 
misión consistiría en dar las órde-
nes que recibieran del gobernador 
civil al resto de la plantilla de Vi-
gilancia.

Los otros cambios introducidos en 
el Reglamento eran que mudaba el 
nombre de los Salvaguardias por 
el de Vigilantes y se creaba la figu-
ra del comisionado especial de Vi-
gilancia, que estaría a las órdenes 
inmediatas del gobernador civil. 
Su misión sería «todas las obliga-
ciones inherentes a los empleados 
del ramo de Vigilancia, no solo en 
esta capital, sino en cualquier pun-
to de la provincia donde lo exija 
el servicio, pero tiene por objeto 
más especial la persecución de los 
ladrones, vagos, casas de juegos y 
toda clase de criminales y gentes 
de mal vivir». La implantación de 
los dos inspectores generales re-
sultó ser un error porque, al tener 
a su cargo a 65 celadores, si bien 
se consiguió agilizar las órdenes 
emanadas del gobernador civil, se 
trasladó el problema al siguiente 
escalón de la cadena. Por ello no 
tardaron en hacerse reajustes. Los 
principales fueron que se quiso ha-
cer una distribución basada en los 
distritos judiciales y que se intentó 
unirla con la Guardia Urbana de 
Madrid.

El padrón de vecinos era una ma-
teria preferentemente policial des-
de la Instrucción de 26 de octubre 
de 1768, porque se creía que co-
nocer íntegramente la población 
de una ciudad era la única forma 
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EL PADRÓN DE VECINOS 
ERA UNA MATERIA 
PREFERENTEMENTE POLICIAL 
DESDE LA INSTRUCCIÓN DE 26 
DE OCTUBRE DE 1768, PORQUE 
SE CREÍA QUE  CONOCER 
ÍNTEGRAMENTE LA POBLACIÓN 
DE UNA CIUDAD, ERA LA 
ÚNICA FORMA DE LUCHAR DE 
FORMA EFICAZ CONTRA LA 
DELINCUENCIA
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de luchar de forma eficaz contra la delincuencia. Se 
trataba con ello de esclarecer los delitos que no lo pu-
dieran ser in fraganti. En cuanto a los demás registros, 
tenían como objeto controlar los grupos criminóge-
nos de la gran ciudad, como podían ser los vagos, los 
transeúntes o los extranjeros. Ninguno de estos ob-
jetivos se cumplió, pero los libros registro siguieron 
creciendo hasta llegar a imponerse la obligación de 
llevar 17 de ellos en el reglamento de 1877. Todo este 
andamiaje se vino abajo como consecuencia de la re-
volución de junio de 1854, llamada «la Vicalvarada», 
en que volvió al poder Espartero, a quien nunca le 
había caído bien la Policía. Por un Real Decreto de 13 
de septiembre de 1854 se anuló toda la obra anterior 
sin molestarse en dar explicaciones. 

LA POLICÍA DESDE 1856
HASTA «LA GLORIOSA DE 1868»
El 14 de julio de 1856 se restableció un régimen mode-
rado y volvió el político y militar Ramón María Nar-
váez a presidir el Consejo de Ministros. Y por un Real 
Decreto de 5 de noviembre de 1856, se volverá a re-
estructurar de nuevo la Policía. Este intento continuó 
de alguna manera la obra de las últimas disposiciones 
legales que habían sido anuladas por la revolución del 
54. Se procuró, en lo posible, corregir los errores más
graves de aquellas formas de organización.

El nuevo cuerpo se dividía en «empleados especiales» 
y una fuerza auxiliar uniformada y organizada mili-
tarmente. Para dirigirlo se creaba en el Gobierno pro-
vincial una «sección» de Orden Público para atender 
exclusivamente al despacho de asuntos de «Vigilancia 
y Orden Público». Su misión era controlar, supervisar 
y proponer mejoras en los cuerpos de seguridad, pero 
en ningún caso interfería en las decisiones de los go-
bernadores civiles. Se dividía Madrid en 10 secciones, 
tantas como distritos municipales, señalándose para 
cada distrito dos inspectores, cuatro oficiales de ins-
pección y seis escribientes. Los inspectores sustituirían, 
pues, a los comisarios y los oficiales a los celadores. 
Las novedades se producían en el artículo cuarto. En 
él se establecían dos inspecciones «para las afueras» y 
tres inspecciones especiales. Una de estas últimas dio 
origen a la Comisaría Especial de la Casa del Rey. Se 
restableció la figura del Comisionado Especial de Vigi-
lancia, pero se le cambió el cometido. Ahora se le atri-
buyó el de visitar las inspecciones y corregir las faltas 
que encontrara en ellas, es decir, se le asignó de nuevo 
únicamente la labor inspectora y se le dejó al margen 
de la persecución de delincuentes. La novedad fue 
que los Salvaguardias de Madrid no volvieron a reco-
nocerse como auxiliares del Cuerpo de Vigilancia; en 
su lugar se le encomendó este cometido a la Guardia 
Urbana. Los presupuestos de esta nueva organización 
se repartirían entre el Ministerio de la Gobernación al 
que corresponderían tres cuartas partes, y al ayunta-
miento, una cuarta parte. 

Retrato del militar y político español Ramón María Narváez (1800-1868), 
capitán general del ejército español, primer duque de Valencia, grande de 
España y presidente del Consejo de Ministros de España en varias ocasiones 
durante el reinado de Isabel II.
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tas denominaciones y atribuciones 
idénticas existen hoy». Para conse-
guir este objetivo se debería tener 
en cuenta que «la categoría y dis-
tribución de estos empleados sean 
proporcionales a las funciones que 
han de desempeñar según el nú-
mero de Juzgados de la población 
en que estuvieren destinados». Se 
volvía al criterio, en las capitales 
de provincia, de los juzgados de 1.ª 
instancia por encima de los distri-
tos municipales.

Segundo. Estímulos para supe-
rarse y ascender en la carrera, por-
que sabiendo que el buen compor-
tamiento y la antigüedad conducen 
a las clases superiores inmediatas, 
procurarían demostrar laboriosi-
dad a fin de progresar. Sin embargo, 
el propio real decreto introducía un 
elemento de distorsión en estos as-
censos cuando afirmaba la discre-
cionalidad del nombramiento de 
estos empleados por el Gobierno. A 
los vigilantes se les ofrecían como 
estímulos dejarles íntegros sus ha-
beres y asignarles una cantidad 
para vestuario, que hasta entonces 
se tenían que costear ellos.

Tercero. Adecuar las gratifica-
ciones y sueldo al personal de Vi-
gilancia de acuerdo con la catego-
ría del lugar donde residieran.

LA POLICIA EN EL SEXENIO
REVOLUCIONARIO (1868-1874)
Durante el sexenio revolucionario 
pueden distinguirse dos periodos:

El periodo revolucionario. 
Como es normal en estos períodos, 
la obra legislativa anterior fue su-
primida de pleno, con lo que se 
produjo un verdadero vacío de 
poder que fue llenado a veces por 
fuerzas armadas ambulantes sin 
subordinación a nadie. Para reme-
diar este caos, se creó a finales del 
mismo año 1868 el Cuerpo de Or-
den Público. El Reglamento defini-
tivo fue promulgado el 1 de junio 

LA DIRECCIÓN GENERAL
DE SEGURIDAD Y ORDEN
PÚBLICO
Fue creada el 24 de marzo de 1858 
siendo ministro de la Goberna-
ción Ventura Díaz. Las circunstan-
cias políticas pudieron más que 
el intento, ya que solo duró unos 
meses. Los gobiernos moderados, 
anteriores al de O’Donnell y su 
Unión Liberal, fueron sumamente 
cortos e inestables y, sobre todos, 
los del General Armero (15 de 
octubre de 1857 a 14 de enero de 
1858) y el de Istúriz (14 de enero a 
30 de junio de 1858). Pero es que 
dentro de cada periodo hay tam-
bién suma inestabilidad.

Así por ejemplo, mientras Istúriz 
fue primer ministro, hubo tres mi-
nistros de la Gobernación, y Ven-
tura Díaz lo fue hasta el día 5 de 
mayo. La Dirección General de 
Seguridad y Orden Público siguió 
el precedente establecido por el 
Gobierno superior de Policía de 
Madrid, pero se diferenció de él 
en un aspecto esencial: la inten-
ción de sus organizadores era que 
sus competencias se extendieran 
a todo el territorio nacional; el in-
tento de centralizar en una Direc-
ción General todo lo relativo al or-
den público. Caído el gobierno de 
Istúriz, llegó al poder O’Donnell, y 

fue el nuevo ministro de la Gober-
nación José Posada Herrera quien 
suprimió esta Dirección General el 
día 14 de octubre de 1858.

OTRA REESTRUCTURACIÓN
DEL CUERPO DE VIGILANCIA
La última de las reformas sufridas 
por el Cuerpo de Vigilancia en este 
corto periodo de tiempo fue la de 
1863. No se trató, como afirman al-
gunos, de la creación del Cuerpo 
de Vigilancia, sino de una reestruc-
turación. Tampoco es una de las re-
formas al estilo de otras anteriores 
que afectaban solamente a Madrid, 
ya que en ella se excluye de forma 
expresa a la capital. Como vamos a 
ver, en esta ocasión se presta aten-
ción a este problema con carácter 
nacional, cosa que no había ocurri-
do desde el año 1844.  Los motivos 
expuestos para hacer esta reforma 
quedaron reflejados como siempre 
en un texto muy retórico. Fueron 
los siguientes:

Primero. Desaparición de las 
diferentes categorías y denomina-
ciones que existían entre emplea-
dos del mismo sueldo que desem-
peñaban funciones idénticas. El art. 
3.º dice a quién afectó esta medida:
«Los inspectores sustituyen a los
comisarios, jefes de vigilancia y
demás empleados que con distin-

REINADO DE ISABEL II EL PERIODO DE LAS REFORMAS

Atentado contra la vida del general Juan Prim,
en la calle del Turco de Madrid, la noche del 27 
de diciembre de 1870.
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de 1840 a 1877

de 1870 donde reconocía que «fue imposible cambiar 
por completo la base en que descansaba desde anti-
guo el servicio de orden público, e imposible también 
poner este importante ramo en perfecta armonía con 
los principios de Gobierno que son fundamento de la 
política actual». Estos principios de gobierno eran los 
siguientes: suprimir lo que oliese 
a sistema preventivo (el equiva-
lente al Cuerpo de Vigilancia) y 
disponer de fuerzas para reprimir 
los desórdenes públicos, los aten-
tados contra las personas y los 
ataques contra la propiedad. Pero 
en solo tres meses de experiencia 
se pudo constatar que se había 
dejado un importante cometido: 
el de policía judicial. Para llenar-
lo hubo que desmilitarizar a 100 
miembros del Cuerpo de Orden 
Público como primer paso para 
encomendarles también tareas de 
prevención, con lo cual se cayó en 
la cuenta del error que había su-
puesto el desarticular al Cuerpo 
de Vigilancia.

Las innovaciones introducidas en 
el Decreto de 1 de junio de 1870 
fueron: una recompensa en metá-
lico para aquellos que murieran en acto de servicio o 
quedaran inútiles en el cumplimiento de sus deberes; 
reducción del número de jefes de tres a uno para dar 
una mayor agilidad a la acción; suprimir la sección 
central de orden público y una rebaja del sueldo a los 
agentes a 1000 pts. al año (cobraban 1250 pts.) para 
equipararlos a lo que cobraba la Guardia Civil. Siendo 
ministro de la Gobernación Práxedes Mateo Sagasta 
se introdujeron un cierto número de reformas en el 
Cuerpo de Orden Público como consecuencia del ase-
sinato de Prim en la calle del Turco el día 27 de di-
ciembre de 1870. La reforma de Sagasta se centró en el 
aumento de fuerzas (de 500 a 1000 hombres), mejoras 
en el servicio, distinguir entre las funciones públicas 
en el sentido nato de la palabra y las que competen a 
la Policía Judicial.

La Policía en la I República (1873-1874). El 22 de 
octubre de 1873 se promulgó un Decreto organizando 

Alegoría de la proclamación de la
I República Española.

EL 22 DE OCTUBRE DE 1873 SE PROMULGÓ 
UN DECRETO ORGANIZANDO LA POLICÍA 
GUBERNATIVA Y JUDICIAL EN TODO EL 
TERRITORIO DE LA REPÚBLICA. ESTE PROYECTO 
QUE NO FUE LLEVADO A LA PRÁCTICA, INFLUYÓ 
DE UNA FORMA DECISIVA EN LOS QUE SE 
REDACTARON EN LA ÉPOCA DE CÁNOVAS
DEL CASTILLO

la Policía Gubernativa y Judicial en todo el territorio 
de la República. Este proyecto, que no fue llevado a la 
práctica, influyó de una forma decisiva en los que se 
redactaron en la época de Cánovas del Castillo. Los 
100 guardias del Cuerpo de Orden Público destinados 
como Policía Judicial no cumplieron con su misión 

al depender de forma exclusiva 
del ministro de la Gobernación, y 
«además, esta fuerza aquí puesta a 
disposición de los partidos militan-
tes y a merced de sus servicios de 
los vaivenes de nuestras contien-
das, elemento político, debía sufrir 
una reorganización, tanto más pre-
cisa cuanto más quebrantadas se 
encontraban nuestras costumbres». 
Las dos principales dificultades 
que se habían de vencer para la 
creación de este cuerpo de Policía 
apolítico eran según el preámbulo 
del decreto la aversión al Cuerpo 
de Vigilancia y la penuria de la Ha-
cienda Pública. Además, existía un 
imperativo legal para proceder a 
formar esta clase de Policía: la Ley 
Orgánica de los Tribunales de 1870, 
cosa que no había sido hecha a pe-
sar de la perturbación que agitaba 
el país. A pesar de que el título del 

decreto hablaba de la creación de la Policía Judicial, 
sin embargo, en el capítulo de la dependencia orgá-
nica se hacía depender únicamente del Ministerio de 
la Gobernación. La única excepción que se admitía en 
esta regla era cuando los jueces tuvieran que ordenar 
algo a los agentes en las poblaciones en que no hubie-
se gobernador civil. En este caso podrían comunicar 
sus órdenes directamente a la Policía, pero solamente 
en este supuesto.

El Servicio de Vigilancia se definió así: «El servicio 
constante de vigilancia, que consiste en reunión de da-
tos, antecedentes y noticias relativas a personas y suce-
sos que interesan al orden, la moralidad y demás obje-
tos que las leyes ponen bajo el amparo de la autoridad, 
se ajustará a hojas talonarias, de las que estarán provis-
tos los Vigilantes, y que se entregarán al ser relevados 
del servicio». El 3 de noviembre de 1873 se publicaron 
las condiciones que habrían de reunir los candidatos a 
estas plazas de la Policía Judicial y de Seguridad. Pero 
no se llegó a cumplimentar nunca porque el 11 de ene-
ro de 1874 se promulgó otro decreto derogando el de 22 
de octubre de 1873 sobre organización de Policía Gu-
bernativa y Judicial, y restableciendo provisionalmen-
te el de 28 de marzo de 1871. El motivo principal para 
proceder a esta derogación fue la tercera guerra carlista, 
que ocasionó unos gastos extraordinarios, de tal mane-
ra que hubiera imposibilitado implantar el proyecto en 
numerosas provincias.n
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Capítulo VII
de 1877 a 1905
»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

LA RESTAURACIÓN
(1877-1905)

Texto: Martín Turrado Vidal

Alfonso XII de España, apodado «el Pacificador» (Madrid, 28 de noviembre 
de 1857-El Pardo, 25 de noviembre de 1885), fue rey de España entre 1874 y 
1885. Su reinado puso término a la Primera República y dio paso al período 
conocido como Restauración.

A comienzos de la Restauración se pusieron 
en funcionamiento en Madrid, tomando 
como punto de partida el Cuerpo de Or-
den Público, los Cuerpos de Vigilancia y 

Seguridad. Este hecho supuso una continuidad con lo 
inmediatamente anterior y, a la vez, una ruptura. La 
continuidad derivaba de que en el primer real decre-
to se recogió lo mejor del fracasado proyecto de crear 
una Policía Judicial y Gubernativa de la Primera Re-
pública; la ruptura, de que los presupuestos de la nue-
va Policía no eran los mismos que en etapas anteriores 
y se modificaron más aún en el enfrentamiento con el 
anarquismo. La continuidad había fallado en todas las 
reformas anteriores, muchas de las cuales estuvieron 
en vigor tan poco tiempo que fue imposible calibrar 
el acierto o error de su puesta en marcha. Muchas de 
las normas del reglamento del 1877 atravesarían el 
tiempo estando en vigor hasta 1941. Es decir, que las 
reformas posteriores siempre tuvieron en cuenta los 
aciertos de las anteriores y se produjo un progreso li-
neal ascendente de mejoras en todos los órdenes.

Otra de las características es el reforzamiento de las 
especializaciones dentro de los Cuerpos de Seguri-
dad como la aparición de los primeros núcleos de 
lo que serían las Brigadas Móviles para el control 
de viajeros en las estaciones de ferrocarril y tres  

Este capítulo es uno de los que abarca un mayor 
periodo de tiempo. Una época que estuvo marcada 
por una cierta continuidad política debido a 
la alternancia en el poder de conservadores 
y liberales, dos etapas de reorganización de 
la Policía y por el inicio del anarquismo.
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Portada de la revista Nuevo 
Mundo de 20 de febrero de 1901. 
(Fuente: Biblioteca Nacional de 
España).

Alegoría de Fernando VII restaurando del Antiguo 
Régimen.

inspecciones especiales dependientes del Go-
bierno civil de Madrid desde 1844: una para 
luchar contra la delincuencia; otra, para el 
servicio de la casa del rey y la tercera, el Co-
misionado Especial de Vigilancia para contro-
lar a los reincidentes.

EL ENSAYO EN MADRID
La seguridad preocupaba de forma especial en 
la capital de España y por ello los nuevos cuer-
pos actuaban solamente en Madrid, aunque 
se extendió en diez años esta reforma a toda 
España, pero con un grave inconveniente: el 
traslado de la organización que existía en Ma-
drid a cada una de las provincias sin modificar 
nada sustancial en cuanto a la organización 
general. Sin embargo, este ensayo previo tuvo 
la virtualidad de garantizar el acierto en la ges-
tión. Las disposiciones básicas de este primer 
ensayo se contenían en el Real Decreto de 6 de 
noviembre de 1877, que fue desarrollado por el 
Reglamento Orgánico de 15 de febrero de 1878. 
Los objetivos que se intentaban conseguir eran 
tres: llenar las lagunas observadas en las eta-
pas anteriores, el alejamiento de las luchas 
políticas partidistas y mantener el Cuerpo de 
Orden Público, excepto en Madrid, donde se 
le cambió el nombre por el de Cuerpo de Se-
guridad. En Madrid también al cuerpo civil se 
le denominó Cuerpo de Vigilancia, como había 
sido tradicional hasta la Revolución de 1868.

El Cuerpo de Vigilancia. El Cuerpo de Vi-
gilancia tendría un carácter netamente civil 
y sus funciones serían: «el conocer todos los 
elementos del mal, que existen en la pobla-
ción, con el fin de impedir todos los delitos y 
auxiliar la acción judicial en el descubrimien-
to de aquellos y la captura de sus autores». El 
Cuerpo de Vigilancia tendría como importante 
accesorio el registro del movimiento de la po-
blación. Tendría la obligación de llevar los si-
guientes libros registro: el padrón general del 
vecindario; de movimiento de la población; 
de extranjeros transeúntes; de reclamados por 
la autoridad; de sirvientes de todas clases; de 
establecimientos públicos; de personas sospe-
chosas en materia criminal y de la conducta de 
los empleados en el servicio.

El Cuerpo de Seguridad. Este servicio 
tendría por objeto el amparo dentro de la 
población de las personas, de los bienes y de 
los domicilios de los ciudadanos, el manteni-
miento del orden y la libertad de circulación 
en la vía pública, del orden en las reuniones 
al aire libre, en los paseos, en los teatros y de-
más diversiones públicas, en los cafés, y en los  

establecimientos de venta de bebi-
das y comidas y prestar auxilio a 
toda autoridad y persona que se lo 
reclamara para evitar un mal, im-
pedir un delito o aprehender a un 
delincuente. Como se puede com-
probar, está copiado de lo que se les 
señalaba en 1873 por la I República. 
Para desarrollar mejor este servicio 
se dividía Madrid en diez distritos, 
en cada uno de los cuales habría 
una Prevención, al mando de un 
capitán, «con los subalternos ne-
cesarios». Estos diez distritos eran 
paralelos a las diez delegaciones 
de Vigilancia. Era mucho más nu-
meroso en su composición que el 
Cuerpo de Vigilancia, ya que ten-
drían 1174 individuos, pero, en la 
práctica, nunca se llegó a cubrir la 
totalidad de la plantilla.

Tendrían también una oficina cen-
tral en el Gobierno Civil y una Pre-
vención en cada distrito. Servirían 
como depósito provisional de de-
tenidos hasta que pasaran a dispo-
sición judicial o fueran puestos en 
libertad. Como en este Reglamen-
to se pusieron de moda los libros-
registro, los jefes de la Prevención 

LA SEGURIDAD 
PREOCUPABA DE 
FORMA ESPECIAL 
EN LA CAPITAL DE 
ESPAÑA Y POR ELLO 
LOS NUEVOS 
CUERPOS ACTUABAN 
SOLAMENTE EN 
MADRID, AUNQUE SE 
EXTENDIÓ EN DIEZ 
AÑOS ESTA REFORMA 
A TODA ESPAÑA

47



48

La Restauración

•  Dar cuenta de las noticias referentes al or-
den Público y la perpetración de delitos
que revistieran carácter de gravedad.

•  Corregir las faltas graves mediante la sus-
pensión de empleo y sueldo en casos es-
peciales.

•  Variar las distribuciones de las fuerzas y
dar cuenta a la Dirección General de Segu-
ridad.

LAS NUEVAS SECCIONES
DEL CUERPO DE VIGILANCIA
Sus competencias se pueden agrupar en
dos grandes grupos:

En cuanto Policía Judicial: «Cuando
llegue a su conocimiento la comisión de un
delito dentro de sus respectivos distritos se
trasladarán al sitio donde tuviere lugar, prac-
ticando todas las diligencias conducentes a
la determinación del hecho, a la detención
de los autores, cómplices y encubridores y
a la ocupación del cuerpo del delito, exten-
diendo en su caso el correspondiente ates-
tado y dando parte del suceso sin dilación
alguna al Juzgado Instructor competente,

deberían llevar hasta trece, del 
mismo estilo que se usaban entre 
los militares.

LA EXTENSIÓN A TODO
EL TERRITORIO NACIONAL
Se hizo por un Real Decreto de fe-
cha de 26 de octubre de 1886 y las 
innovaciones principales fueron:

a) La creación de la Dirección Ge-
neral de Seguridad, cuya misión
principal fue la de «organizar las
secciones del Cuerpo de Seguridad
y Vigilancia», instruir expedientes
a los miembros de la Policía Gu-
bernativa, formar los expedientes
personales, proponer y otorgar re-
compensas, realizar la estadística
criminal y adoptar las disposicio-
nes para sostener el orden público
y prevenir todo conato de alterarlo.
Otras obligaciones eran las de lle-
var los libros-registro, que ahora
se elevaban a 17. Fue suprimida
al año de comenzar a funcionar
porque, como se ha dicho antes, la
Policía se estructuró de una forma
independiente por provincias y,
dadas las enormes facultades que
se concedieron a los gobernadores
civiles, se hizo innecesaria la exis-
tencia de intermediarios entre es-
tos y el ministro de la Gobernación.

b) La creación de los inspectores ge-
nerales, a quienes se encomendaba
la corrección de faltas leves, iniciar
las investigaciones que eran conve-
nientes acerca del comportamiento,
aptitud, celo, moralidad de los jefes,
inspectores y demás individuos de-
pendientes de ellos e inspeccionar
los libros de registro para corregir
los defectos y omisiones e informa-
lidades que en ellos advirtieren.

c) Las competencias atribuidas a
los gobernadores civiles. Ponía a
los miembros de los cuerpos a las
órdenes de los gobernadores civi-
les, quienes tendrían un poder ab-
soluto sobre ellos. Les atribuía un
papel fundamental, mediante las
siguientes competencias:

•  Disponer la ejecución de los servi-
cios de Seguridad y Vigilancia.

LA RESTAURACIÓN (1877-1905)

Guardia del Cuerpo 
de Seguridad, con 
uniforme de diario, 
en 1898. Como 
cubrecabezas 
la «teresiana», 
característica también 
de los jefes y oficiales 
del Ejército.
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de 1877 a 1905

PARA INGRESAR EN EL 
CUERPO ERA NECESARIO 
QUE EL CANDIDATO 
REUNIERA UNA SERIE 
DE CONDICIONES Y 
SUPERARA UN PERÍODO 
DE PRUEBA DE TRES 
MESES. EL TIEMPO DE 
PERMANENCIA EN EL 
CUERPO DE SEGURIDAD 
SE CONSIDERARÍA COMO 
SERVICIO EN EL EJÉRCITO

al Ministerio Fiscal y al Gobernador de 
la Provincia. El plazo para dar cuenta 
será de 24 horas».

En cuanto Policía Técnica y de In-
vestigación: aquí se incluía una serie 
de competencias, como la de vigilar a 
personas con antecedentes, inspección 
de los establecimientos públicos, prác-
tica de las diligencias para detener a los 
autores del delito, perseguir las casas 
clandestinas de juegos ilícitos, compro-
bar la veracidad de los partes de los 
dueños de casas de huéspedes, vigilar 
cierta clase de establecimientos y de 
personas. El acceso a las diferentes es-
calas podía ser hecho por antigüedad, 
por concurso-oposición y por libre 
elección. En el primer caso se tenía en 
cuenta el escalafón, en el segundo, los 
méritos y en el tercero, haber desempe-
ñado una serie de destinos que se enu-
meraban en el artículo 114.

EL CUERPO DE SEGURIDAD
Es importante señalar que esta sección 
solamente existía en Madrid y su ámbi-
to territorial. No comenzó a extenderse 
por España hasta 1904.

Misión y funciones. En el artículo 
2 del Reglamento se le encomendaban 
las siguientes funciones: velar por el 
sostenimiento del orden público y por 
la observancia de las leyes y de los re-
glamentos relacionados con su instituto; 
prevenir los delitos, los accidentes y los 
siniestros; prestar auxilio a las víctimas 
de los unos y de los otros, garantizar la 
seguridad personal y el respeto a las 
propiedades; mantener el orden y la 
libertad de la circulación en la vía pú-
blica, así como también en las reuniones 
al aire libre, en los espectáculos y en los 
establecimientos públicos; prestar el au-
xilio a las autoridades y personas que lo 
reclamen para evitar un mal, impedir 
un delito o aprehender a un delincuente.

Organización: La organización 
propia del cuerpo era la siguiente: ha-
bría un teniente coronel como segundo 
jefe de Seguridad y supliría a este en 
casos de enfermedad o ausencia; los 
capitanes para el mando de las compa-
ñías destinadas en los distritos, clases y 
guardias. El jefe dependía directamen-
te del gobernador civil de la provincia. 

Por ello, tenía que dar cuenta diaria 
por escrito de lo que ocurriese en el 
desarrollo de los servicios y transmiti-
ría las órdenes del gobernador civil a 
sus subordinados. Tenía obligación de 
llevar un libro para anotar las circuns-
tancias de los miembros del Cuerpo de 
Seguridad.

Los tenientes coroneles, comandan-
tes de zona en Madrid, tendrían las 
mismas obligaciones que el jefe de 
Seguridad en sus zonas. Lo peculiar 
se recogía en el artículo 38, que los res-
ponsabilizaba de las faltas, defectos y 
entorpecimientos del servicio, siempre 
que fueran debidos a su negligencia y 
poco celo. Los capitanes y subalternos 
deberían llevar un libro-registro del 
servicio diario, nombrar por rigurosa 
antigüedad los servicios y dar cuenta 
a sus superiores de cualquier novedad 
importante. Por Real Orden de 2 de 
agosto de 1899 estos puestos queda-
ron reservados para jefes y oficiales del 
Ejército o de reconocida competencia 
que estuvieran en la reserva

Situaciones en el cuerpo. Para in-
gresar en el cuerpo era necesario que 
el candidato reuniera una serie de 
condiciones y superara un período de 
prueba de tres meses. Entre esas con-
diciones estaban la edad (25-45 años, 
haber realizado el servicio militar o 
pertenecido a la Guardia Civil o Cara-
bineros, tener buena conducta, ser de 
buena constitución física, medir 1’60 
metros como mínimo y saber leer y 
escribir. Se adquiría el compromiso de 
permanecer en el cuerpo por tres años 
y era renovable al finalizar, pero este 
contrato no sería firmado hasta que 
no hubieran transcurrido tres meses 
de prueba. El tiempo de permanencia 
en el Cuerpo de Seguridad se conside-
raría como servicio en el Ejército. Este 
contrato no podría ser rescindido por 
parte del interesado, salvo en el caso de 
enfermedad, debidamente acreditada 
mediante certificación facultativa.

El ascenso se podría producir por una 
triple vía: la antigüedad, para lo cual 
se mandaba formar el escalafón gene-
ral del cuerpo y se contaba desde la 
fecha de toma de posesión y teniendo 
en cuenta el tiempo de servicio en el 
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Asesinato de Antonio Cánovas del Castillo por el anarquista Michele Angiolillo (8 de agosto de 1897).

Cuerpo de Orden Público; concurso, en 
el que se tomaban en cuenta la clase y 
número de recompensas, la aptitud, la 
instrucción y el tiempo de servicio; y la 
libre elección, para lo cual se tendría en 
cuenta la aptitud, el celo, la moralidad, 
la instrucción y el comportamiento.

LAS RELACIONES ENTRE
EL CUERPO DE VIGILANCIA
Y EL DE SEGURIDAD
La independencia de los dos cuer-
pos —Vigilancia y Seguridad— no era 
completa, porque tenían una serie de 
obligaciones entre ellos. Así el Real De-
creto de 6 de noviembre de 1877 en el 
art. 3.º ponía como objeto del Servicio 
de Seguridad el punto 4.º, que decía: 
«Prestar auxilio a toda autoridad y per-
sonas que le reclamen para evitar un 
mal, impedir un delito o aprehender 
un delincuente». Es decir, la de auxiliar 
al Cuerpo de Vigilancia a quien se le 
encomendaba «conocer los elementos 
del mal e impedir los delitos» y el de 
«capturar a los delincuentes». Como se 
ve era una obligación muy parecida a 
la que se impone por la Ley de Policía 
de 1978 a la actual Policía Nacional.

El reglamento que estamos comentan-
do, desarrollado en su sentido más am-
plio, en su artículo 25 decía: «El Cuerpo 
de Seguridad prestará a los Inspectores 
y agentes de Vigilancia el auxilio que 
les reclamen teniendo en todo presen-
te el objeto que persiguen es el mismo 
y que su acción debiera ser armónica». 
El art. 42 vuelve a la carga y dice: «Son 
independientes en el ejercicio de sus 
funciones los inspectores y subinspec-
tores de distrito, debiendo sin embargo 
mantener con ella la más perfecta in-
teligencia, prestarles el auxilio que les 
reclamen y comunicarles las noticias, 
antecedentes y datos que se relacionan 
con el servicio de Vigilancia».

Entre las obligaciones que se imponen a 
las clases y guardias en el 75, apartado 
15, se lee: «Dar cuenta inmediatamente a 
su Jefe los funcionarios de Vigilancia del 
distrito del hallazgo de algún cadáver, 
avisando a la vez al Juzgado de Instruc-
ción competente, si ofreciere indicios de 
muerte violenta». Y el art. 78: «Estando 
facultados los inspectores y demás indi-
viduos del Cuerpo de Vigilancia para en 

caso necesario requerir directamente el 
auxilio de Jefes, Oficiales y Guardias de 
Seguridad deben prestárselo sin excusa 
de ninguna clase».

En fin, el art. 83. imponía al Cuerpo de 
Seguridad la obligación de comunicar 
al Cuerpo de Vigilancia las noticias 
sobre personas sospechosas y que ha-
bitaran en su demarcación, y el 99 y 
100, sobre la puesta en libertad de los 
detenidos, decía que no podría hacerse 
sin la autorización de los inspectores 
y subinspectores de Vigilancia. A los 
miembros del Cuerpo de Vigilancia se 
les imponía la obligación de dar cuenta 
a los oficiales o jefes de los cuerpos de 
Seguridad en caso de que se produjera 
algún tumulto o desorden público, cas-
tigando esta omisión como falta grave.

LA CARTILLA COMO MEDIO
DE FORMACIÓN
A raíz de la creación de la Dirección 
General de Seguridad, la preocupación 
por la formación de los policías pare-
ció tomar carta de naturaleza. Recién 
creada, en 1886, publicó unas «Instruc-
ciones provisionales para los Cuerpos 
de Seguridad y Vigilancia», en las que 
se trataba de regular su actuación. Pero 
estas, por su brevedad y esquematismo, 
no resultaron demasiado útiles, por lo 
cual, al año siguiente se le dio forma de 
articulado, y se promulgó «la Cartilla».
Así pues, una Real Orden de 13 de no-
viembre de 1887 hacía público el «Re-
glamento y Cartilla para los Cuerpos 
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de Seguridad y de Vigilancia». Era bastante 
extenso con 226 artículos y varios anexos sobre 
insignias, artículos de la Ley de Enjuiciamien-
to Criminal, del Código Penal y de las Leyes de 
Caza y Pesca y de Reuniones Públicas.

a) El control de viajeros. La misión de estos
funcionarios era similar a la que desarrollan en
la actualidad las Brigadas Móviles. Así, se les
imponía la obligación de averiguar dónde se
dirigían las personas que tuvieran anteceden-
tes penales, evitar los delitos que se intentaran
cometer a la salida y entrada de los trenes, ad-
vertir a las autoridades de la presencia de co-
nocidos delincuentes en los vagones, detener a
los reclamados...

b)  Anarquismo y Policía: la importancia que
ha tenido esa doctrina política en la creación
de una Policía mejor dotada y organizada ha
sido enorme. El anarquismo aportó una
forma de

Lleó Antoni Tressols, inspector de policía y puntal de la lucha 
contra el terrorismo anarquista.

Una de las mayores preocupaciones que se de-
tectan a lo largo de la Cartilla es la de la imagen 
policial en los ciudadanos. Se llega a afirmar 
que la «verdadera fuerza de la policía estriba en 
la consideración pública». Y consecuentemente 
desarrolla un breve tratado de la forma en que 
se tiene que relacionar el policía con el público.

LAS PRIMERAS ESPECIALIDADES
El desarrollo del ferrocarril trajo consigo una 
mayor movilidad de la población y también de 
los delincuentes, lo que impuso el control de 
viajeros. Por otra parte, surgió el anarquismo, 
lo cual hizo preciso especializar a una parte de 
la policía en su represión.

LLEÓ ANTONI 
TRESSOLS APENAS 
SABÍA LEER Y 
ESCRIBIR CUANDO 
INGRESÓ Y LLEGÓ A 
CONOCER TODO LO 
RELACIONADO CON 
EL ANARQUISMO 
CATALÁN, SIENDO 
EL MAYOR PUNTAL 
DE LA LUCHA 
ANTITERRORISTA 
Y CREANDO UNA 
VERDADERA ESCUELA 
DE INVESTIGACIÓN

actuar que no podía ser prevenida 
ni perseguida mediante unas fuer-
zas del orden militarizadas. Por 
eso, frente al desafío que suponían 
los atentados anarquistas se inten-
tó poner dos tipos de remedios:

1. Las primeras leyes antiterro-
ristas, que datan de 1894, en las 
que se castigaba duramente la co-
misión de atentados empleando 
explosivos.

2. La creación de una Policía Ju-
dicial (Orden de 19 de septiembre 
de 1896), cuyo artículo 1.º decía: 
«En cumplimiento de lo dispues-
to en la citada ley sobre represión 
del anarquismo, y utilizando la 
concesión de crédito hecha por lo 
relativo a la organización de un 
servicio especial de Policía Judicial 
contra los delitos que se cometan o 
se intenten cometer por medio de 
explosivos, se crea un Cuerpo de 
Policía Judicial destinado al descu-
brimiento de estos delitos».

SITUACIÓN REAL
DE LA POLICÍA
Aunque todas estas reformas su-
pusieron unos avances enormes 
sobre lo anterior, la situación real 
de la Policía no era ni mucho me-
nos satisfactoria por una serie de 
factores como la mala selección de 
personal, el bajísimo sueldo, la ar-
bitrariedad en los ascensos, la poca 
formación cultural o la nula prepa-
ración para el cargo.

Todos estos defectos y muchos 
otros no reflejan lo que realmen-
te ocurría, ya que hubo muchos 
policías, como el agente de vigi-
lancia Lleó Antoni Tressols, que 
apenas sabía leer y escribir cuan-
do ingresó y llegó a conocer todo 
lo relacionado con el anarquismo 
catalán, fue el mayor puntal de la 
lucha antiterrorista y creó una ver-
dadera escuela de investigación. 
Todas estas reformas no fueron 
una más porque eliminando sus 
defectos, se llegó a la creación de la 
Policía moderna y la preparó para 
las grandes reformas del periodo 
1905-1912.
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

LA
MODERNIZACIÓN
DE LA POLICÍA

Texto: Martín Turrado Vidal

Decana de las revistas policiales, La Policía Española nació en 1892, y se 
publicó sin interrupción hasta 1936.

Este artículo abarca un brevísimo periodo de 
tiempo comprendido entre 1905 y 1911. Sin 
embargo, es uno de los más intensos en la historia 
de la Policía y el que marca la con iguración 
de una Policía moderna en España.

IDEALES Y PROYECTOS
La revista policial La Policía Española era un periódi-
co político y de intereses morales y materiales, crea-
do en 1892, que a lo largo de los años fue recogiendo 
diferentes proyectos para mejorar los cuerpos de 
seguridad. Rápidamente se convirtió en la voz de la 
parte más culta de la Policía, que expuso con toda 
crudeza todos los males y sus posibles remedios de 
la última década del siglo XIX. Las soluciones que 
se apuntaban en ellos fueron tenidas en cuenta al 
realizar la gran reforma de 1908.

Algunos de aquellos proyectos serían la confección 
de un escalafón único para toda España, conse-
guir una estabilidad en el empleo —ya que eran 
contratos por tres años y la administración podía 
romperlos en cualquier momento—, la creación 
de una Escuela de Policía para una formación in-
telectual y práctica de los miembros del Cuerpo 
de Vigilancia, una buena selección de personal —pues 
se consideraba por todos los partidos como un botín 
que repartir entre sus clientes políticos—, la dotación 
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Cabo (superior) y guardia de 
primera (a la izquierda) del 
Cuerpo de Seguridad con los 
uniformes de verano (1911). 

de un sueldo digno para evitar el pluriempleo, 
puesto que no se había modificado para nada 
en más de cuarenta años.

Además de estas dificultades, la principal fue 
que la policía no tuviera una dirección propia. 
Muchos gobernadores civiles, especialmente, 
los de aquellas provincias más pobladas, se ha-
bían quejado de no tener nadie a su mando que 
se ocuparan de los problemas específicos de la 
policía, lo que les dificultaba muchísimo tomar 
decisiones en esta materia. Pero la experiencia 
de esa jefatura independiente tampoco había 
resultado anteriormente: tres fracasos marca-
ron al Gobierno Superior de Policía de Madrid, 
a la Dirección General de Orden Público y de 
Seguridad y, a la más reciente, la Dirección Ge-
neral de Seguridad.

LA GRAN REFORMA
Los inicios de esa gran reforma se encuentran 
en una serie de disposiciones que se promul-
gan entre el año 1905 y el 1908. La selva le-
gislativa que se produce en este periodo entre 
leyes orgánicas, leyes, reales decretos, reales 
órdenes y reglamentos culmina con la Ley 
Orgánica de 27 de febrero de 1908. La reorga-
nización de la Policía Gubernativa se intentó 
llevar a cabo por medio de dos reales decretos, 
el primero, de 23 de mayo de 1905, en el que 
se aprobaba el reglamento general de la Poli-
cía Gubernativa. Las causas que se alegan en 
la exposición de motivos dejan entrever clara-
mente su relación con el anarquismo,  del cual 
ya se ha hablado extensamente en el artículo 
anterior como motor de las reformas en la Po-
licía, por lo cual es muy frecuente encontrar en 
todo tipo de normas alusión a él, por ejemplo:  
«El gran desarrollo de algunas poblaciones, las 
crisis fabriles, elementos de desorden y fanáti-
cos ideales, que en todas las épocas compro-
metieron la paz pública, demandan la aten-
ción de los Gobiernos en sentido de ampliar 
el organismo de la policía, no como elemento 
de castigo y sí como defensa de las gentes hon-
radas y garantía de la tranquilidad pública». 
Las diferencias más notables con el reglamen-
to anterior eran que incluían a los Servicios 
Especiales como una parte de la policía, jun-
to a los tradicionales Cuerpos de Vigilancia y 
Seguridad, la creación de una Academia para 
Aspirantes y el que se mandase confeccionar 
por primera vez un escalafón general de los 
Cuerpos de Vigilancia y Seguridad.

El segundo Real Decreto, de 2 de octubre de 
1907, complementaba el anterior mediante la 
organización de los Cuerpos de Vigilancia y Se-

guridad en Barcelona 
y preveía cómo debe-
ría hacerse extensiva 
a todo el territorio na-
cional la presencia del 
Cuerpo de Seguridad.

LAS 
MODIFICACIONES 
EN EL ESTATUTO 
DE PERSONAL
El Reglamento de 29 
de septiembre de 1906 

y la Ley del 27 de febrero de 1908 contenían unas grandes mo-
dificaciones en el estatuto de personal de la policía. Caamaño 
Bournacell ha percibido perfectamente el significado de esta 
ley cuando afirma: «El éxito de esta Ley radica en su propia 
trascendencia, al romper definitivamente los lazos del bipar-
tidismo turnante, la inercia de unos funcionarios a quienes, en 
honor de la justicia, se les podía exigir más de lo que humana-
mente sabían o podían hacer y determinar la estabilidad en la 
función de los que merecían seguir». Esto se consiguió median-
te la adopción de tres medidas: el concurso-oposición, la conso-
lidación en el puesto de trabajo, y la previsión de la jubilación.

El concurso-oposición. Sería convocado siempre que exis-
tiesen 20 vacantes de aspirantes sin sueldo y habría exáme-
nes cuando hubiere 10 vacantes de vigilantes de tercera. El 
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concurso tenía dos modalidades: 
libre y restringido para los cabos 
licenciados de la Guardia Civil, Ca-
rabineros, Ejército y Mozos de Es-
cuadra, a quienes se les reservaba la 
tercera parte de las plazas.

El examen versaría sobre nociones y 
disposiciones vigentes del derecho 
político, administrativo, penal, pro-
cesal, legislación de policía, que se 
consignarían en un programa redac-
tado para cada convocatoria.

La consolidación en el puesto de 
trabajo. Se consiguió mediante una 
regulación de la carrera administra-
tiva (ascensos) y la inmovilidad en el 
puesto de trabajo. El sistema de as-
censos contemplaba una doble vía: 
por antigüedad o por mérito recono-
cido «a elección del ministro, entre 
los que figuren en el primer tercio de 
la escala, y estén declarados aptos 
para el ascenso, entendiéndose que 
deberán ser preferidos los abogados 
para las vacantes de secretarios».

Se llevó a cabo la realización de un 
escalafón de ámbito nacional y para 
ello se creaba dentro del Ministerio 
de la Gobernación una sección de 
Seguridad y una Junta calificadora 
«la cual examinará los antecedentes 
del personal de Policía y formará los 
escalafones, propondrá los nombra-
mientos y separaciones y juzgará 
de la competencia y aptitudes de 
los solicitantes de todas las clases». 
No hay un retrato más grá ico de la 
situación de la Policía que esta peti-
ción de remisión de los anteceden-
tes penales. Que no era infundada, 
lo demostró el que muchos se die-
ran voluntariamente de baja y otros 
fueran excluidos del escalafón por 
este motivo.

La consolidación en el puesto de 
trabajo fue tal vez la mayor aporta-
ción a esta ley porque las cesantías 
eran mal crónico en la Policía y en 
la Administración Civil, la que más 
paralizaba su ascenso. ¿Cómo se 
iba a luchar contra la delincuencia 
si al cabo de uno, dos o al máximo 
tres años el agente volvería al seno 
de la sociedad expuesto a todo 

tipo de represalias? Para ser sepa-
rados del cuerpo debería formarse 
el oportuno disciplinario o previo 
informe de la Junta de Madrid. El 
recurso a los tribunales garantiza-
ba contra las arbitrariedades a que 
daba lugar a las decisiones de los 
gobernadores civiles.

Se regularizó la situación de todos 
los funcionarios porque a todos se 
les sometió a concurso-oposición, a 
lo que se llamó «un examen de con-
tinuación», que era el que daba dere-
cho a la inamovilidad en el empleo. 
Se dieron dos oportunidades, pues 
los suspensos se podrían presentar de 
nuevo a examen tres meses después.  
Los que suspendieron ese segundo 
examen fueron apartados del cuerpo, 
y fueron casi la mitad de los compo-
nentes del Cuerpo de Vigilancia.

La jubilación. Se reguló también, 
como una garantía más para el fun-
cionario, el derecho a la jubilación, 
que se estableció en los sesenta años 
para los comisarios, inspectores jefes 
de distrito, inspectores de primera, 
segunda y tercera clase y agentes, y 
en cincuenta y ocho para los vigilan-
tes. Surgió un problema muy grave 
con esta norma, puesto que una ley 
de 1892 prohibía que la jubilación 
pudiera realizarse antes de cumplir 
los sesenta y cinco años, salvo en 
aquellos casos en que existiera im-
posibilidad física que lo impidiera. 
Lo cual obligaba a todos los que se 
jubilaran a esas edades a probar que 
estaban físicamente imposibilitados 
para desempeñar los servicios o, de 
lo contrario, no podrían acceder a su 
pensión hasta cumplidos los sesenta 
y cinco años. Se veían así condena-
dos a la miseria durante cinco y siete 
años, respectivamente. Este proble-
ma se resolvió dándoles acceso a la 
pensión en el mismo momento de su 
jubilación.

La Escuela de Policía. Sobre sus 
orígenes existe cierta confusión, 
pero creemos que se debe a que muy 
pocos de los que han escrito sobre 
ello han llegado a interpretar de una 
forma correcta el artículo del Regla-
mento de 1905.

LA MODERNIZACIÓN DE LA POLICÍA

SE REGULÓ COMO UNA 
GARANTÍA MÁS PARA EL 
FUNCIONARIO EL DERECHO 
A LA JUBILACIÓN, QUE SE 
ESTABLECIÓ EN LOS SESENTA 
AÑOS PARA LOS COMISARIOS, 
INSPECTORES JEFES DE 
DISTRITO, INSPECTORES 
DE PRIMERA, SEGUNDA Y 
TERCERA CLASE Y AGENTES,
Y EN CINCUENTA Y OCHO 
PARA LOS VIGILANTES
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La Escuela de Policía nace como una 
experiencia de la especialización den-
tro del Cuerpo de Vigilancia. Por ello, 
la formación impartida en las primeras 
escuelas que funcionaron en Madrid 
y Barcelona no iba dirigida a los que 
ingresaban en el Cuerpo, como ocurre 
ahora, sino a los que querían entrar 
en los Servicios Especiales o en la Sec-
ción de Investigación; es decir, para 
aquellos que querían ser destinados 
en los servicios dedicados a la lucha 
antiterrorista. De este modo, en el exa-
men de ingreso se tenía que demostrar 
suficiencia en materias tales como las 
leyes de extranjería, de asociaciones, y 
de armas y explosivos (las leyes antite-
rroristas de 1894).

El régimen de la Escuela cambió su 
cometido antes de que pasara un año, 
encomendándole el reciclaje de todos 
los que prestaban servicio. Por ello se 
decretaba: «Será obligatoria la asisten-
cia a la Escuela, sin perjuicio del Servi-
cio que se les asigne, a los inspectores 
de tercera y cuarta clase de Barcelona, 
que cuenten menos de 6 meses de ser-
vicios en la Policía Gubernativa». Se 
tenía en cuenta como mérito para as-
cender el haber asistido a la Escuela en 
otras categorías.

LA CONSOLIDACIÓN
DE LAS ESPECIALIDADES
A finales del siglo XIX habían apuntado 
unas cuantas especialidades: lucha con-
tra los delincuentes habituales, intro-
ducción del bertillonaje, luchas contra 
el anarquismo, control de ferrocarriles, 
Casa Real. Ese movimiento sigue im-
parable y termina en la creación de las 
brigadas dentro del Cuerpo de Vigilan-
cia y en la modernización de la forma 
de prestar servicio de prevención en 
el Cuerpo de Seguridad. La tendencia 
a la especialización por actividades se 
consolida en esta etapa, pensando que 
era el método ideal para el descubri-
miento de un mayor número de delitos, 
ampliándose ahora al movimiento de 
la población y a los servicios especiales.

Movimiento de la población. Se es-
tablecía con base en el control de la po-
blación transeúnte. Así, se imponía la 
obligación de dar parte de huéspedes 
de fondas, hoteles, posadas y otros es-

tablecimientos de las altas y bajas que 
se produjeran en ellos. Por otra parte, 
los porteros y administradores debe-
rían dar las noticias que se les pidiera 
sobre los inquilinos de la finca.

Se prestaba una especial atención a las 
estaciones de ferrocarril y a los puertos 
de mar. Se enumeraban las obligacio-
nes que deberían cumplir los encarga-
dos de prestar estos servicios, como la 
de detectar la presencia de conocidos 
delincuentes o de reclamados por las 
autoridades. En cuanto a la vigilancia 
de los puertos de mar, se seguía impo-
niendo la obligación de «ejercer vigi-
lancia respecto de los mandaderos pú-
blicos o dependientes de empresas que 
se hagan cargo de viajeros a su desem-
barco, a fin de impedir que estos sean 
objeto de engaños, estafas o explotacio-
nes de cualquier género».

Los Servicios Especiales. Se les 
asignaba la vigilancia de los extranje-
ros (téngase en cuenta que el atentado 
que costó la vida a Cánovas fue obra 
de un italiano, Angiolillo), la inspec-
ción del funcionamiento legal de las 
asociaciones, el control de las armerías 
y sustancias explosivas, la vigilancia 
de aquellos individuos que ya habían 

LA ESCUELA DE 
POLICÍA NACE COMO 
UNA EXPERIENCIA DE 
LA ESPECIALIZACIÓN 
DENTRO DEL CUERPO 
DE VIGILANCIA. POR 
ELLO, LA FORMACIÓN 
IMPARTIDA EN LAS 
PRIMERAS ESCUELAS 
QUE FUNCIONARON EN 
MADRID Y BARCELONA 
NO IBA DIRIGIDA A 
LOS QUE INGRESABAN 
EN EL CUERPO, COMO 
OCURRE AHORA, SINO 
A LOS QUE QUERÍAN 
ENTRAR EN LOS 
SERVICIOS ESPECIALES 
O EN LA SECCIÓN DE 
INVESTIGACIÓN Alphonse Bertillon (1853, 1914). En 1882 expuso una 

nueva disciplina: la antropometría. Se trataba de 
una técnica de identificación de criminales basada 
en la medición de varias partes del cuerpo y la 
cabeza, marcas individuales, tatuajes, cicatrices y 
características personales del sospechoso.
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sufrido condena por asesinato, esta-
fa, robo y de los reincidentes en esos 
delitos. Y sobre todo, la prevención y 
persecución de los delitos penados en 
la Ley de 10 de julio de 1894 (atenta-
dos utilizando explosivos) y la vigilan-
cia de los que hubieran sufrido alguna 
pena por hechos comprendidos en di-
cha ley. El régimen de los inspectores y 
agentes destinados en este servicio era 
que en principio no podían ser distraí-
dos con otros asuntos y solamente en el 
caso de que no se perjudicara el suyo, 
podían ser dedicados a la persecución 
de otro tipo de delitos. La distribución 
territorial coincidía con aquellos pun-
tos donde más fuerte era el anarquis-
mo: Barcelona, Cádiz, Coruña, Campo 
de Gibraltar, Madrid, Málaga, Oviedo, 
Sevilla, Valencia, Vizcaya y Zaragoza.

Dependerían orgánicamente del Cuerpo 
de Vigilancia y los gobernadores civiles 
deberían enviar al Ministerio de la Go-
bernación un resumen de los servicios 
prestados por cada inspector y agente 
destinados en los Servicios Especiales.

MADRID Y BARCELONA
Al ser las ciudades más pobladas de Es-
paña, también eran los que tenían más 
problemas de seguridad y por lo tanto 
las primeras donde se implantaban las 
novedades. Estas serían las siguientes.

Sección de Investigación. Los co-
metidos que se habían asignado a los 
Servicios Especiales, fueron encomen-
dados a esta sección, destacando más 
nítidamente si cabe las obligaciones de 
realizar investigaciones antiterroristas. 
Las misiones que se le encomendaron 
fueron: servicio de información y per-
secución del anarquismo, registro de 
extranjeros, complots y atentados con-
tra el Estado, y sus más altas represen-
taciones, vigilancia en el orden político 
y en los con lictos de carácter económi-
co y social, tales como huelgas y otros 
de la misma naturaleza.

La sección se dividía en tres brigadas 
(es la primera vez que aparece este 
término que tiene unas evidentes con-
notaciones militares para designar a 
un grupo de policía civil). La primera 
recogería la documentación y daría las 
instrucciones precisas para la práctica 

de los servicios y la segunda y la ter-
cera serían brigadas móviles, las cua-
les podrían actuar fuera de sus sedes, 
pero siempre a las órdenes de los go-
bernadores civiles de la provincia don-
de actuasen.

La Policía de Costumbres. Formada 
por una brigada especial que «…cui-
dará del exacto cumplimiento de los 
reglamentos y disposiciones entre las 
de mayor probidad, cuidará del exac-
to cumplimiento de los reglamentos y 
disposiciones del servicio de higiene 
de la prostitución, dando cuenta dia-
ria por escrito de las que prestase a la 
Secretaría General, sin que los jefes y 
agentes de esta Brigada puedan adop-
tar por sí acuerdos ni resoluciones de 
ninguna especie, limitándose a denun-
ciar las infracciones».

BRIGADAS Y SECCIONES
Se establecieron casi en plan experi-
mental primero en Madrid y luego en 

José Millán Astray (1850-1923). Nombrado comisario 
general de la Policía de Madrid en 1906 y jefe superior 
de la Policía Gubernativa de Barcelona en 1911.
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Don Juan de la Cierva y Peñafiel. En 1907 fue nombrado ministro de la 
Gobernación. Acometió la gran reforma de los Cuerpos de Vigilancia y 

Seguridad por Ley Orgánica de 27 de febrero de 1908.
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Barcelona, y poco a poco fueron implantándo-
se en las demás plantillas comenzando por las 
de las ciudades de mayor población. Fue una 
de las consecuencias del asesinato de Canale-
jas, en 1912.

Brigadas. Se crearon en Madrid por una 
Instrucción provisional de 9 de febrero de 1913 
y en Barcelona, por otra de 15 de diciembre de 
1913.  Las brigadas fueron ocho, que se llama-
ron: de Investigación Criminal, cuya misión 
principal sería la de investigar y averiguar los 
delitos y sus autores y facilitar la misión de la 
autoridad judicial, ejerciendo una especial vi-
gilancia sobre los reincidentes. La Móvil, que 
tenía como objetivo vigilancias especiales, ul-
trajes a la moral y casas de huéspedes, fondas, 
cafés… y prestaría servicio en aquellos lugares 
que se le designaran en órdenes reservadas. La 
de Viajeros y Extranjeros, que vigilaría para 
adquirir noticias de viajeros y extranjeros, es-
pecialmente en las estaciones de ferrocarriles 
y en la recogida de los partes de viajeros y rea-
lizaría las informaciones sobre los extranjeros 
que quisieran nacionalizarse. La de Espectá-
culos, para el cumplimiento del Reglamento 
de Espectáculos y edificios destinados a estos. 
Nocturna o Vigilancia durante la noche, que 
prestaría sus servicios durante unas horas de 
la noche vigilando el cierre de espectáculos y 
la moralidad pública. De Anarquismo y Socia-
lismo, con la función de «vigilancia de indivi-
duos peligrosos; filiaciones de estos; compro-
bación de sus domicilios y todo lo relativo a 

sectarismo político que reclame 
observación y vigilancia». Ciclista 
y Comprobación, que sería encar-
gada de la vigilancia de los trenes 
en los meses de verano y en los via-
jes de los reyes y del Gobierno.

Secciones. Dentro de este epí-
grafe se comprendían el Servicio 
de Barrios, las Secciones Especia-
les y las delegaciones subalternas. 
El Servicio de Barrios «tiene por 
principal misión la rectificación del 
censo de población, dar informes 
sobre el respectivo de cada agente 
y la vigilancia de ellos durante las 
horas del día». Este servicio fue su-
mamente importante, hasta el pun-
to de que no hace mucho tiempo se 
intentó resucitar con la policía de 
proximidad actualizando sus pro-
cedimientos.

Las Secciones Especiales eran cin-
co: la del servicio de Su Majestad; 
la de Presidencia del Gobierno y 
las tres de las estaciones de ferroca-
rril —una en Norte, otra en Atocha 
y la de Cáceres y Portugal—. En 
cuanto a las delegaciones subalter-
nas eran diez, con su prevención 
para el Cuerpo de Seguridad, y su 
distribución coincidía con la de las 
comisarías.n

Las Unidades Ciclistas fueron 
potenciándose y llegaron a estar 
presentes, a finales de los años 
20, en una buena parte de las 
plantillas.
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Capítulo IX
de 1912 a 1931
»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

UNA NUEVA
ORGANIZACIÓN POLICIAL

Texto: Martín Turrado Vidal

La modernización de la Policía siguió dos caminos: 
uno afectó profundamente a la estructura, que 
cambió completamente, dotándola de una cabeza 
propia primero en Madrid y Barcelona y después 
en todo el territorio nacional con la Dirección 
General de Seguridad. El segundo modificó la 
organización del trabajo a través de la consolidación 
de las especialidades y de la creación de las 
brigadas en Madrid y Barcelona y posteriormente, 
en otras plantillas de grandes ciudades.

Este proceso tuvo muchos vaivenes origina-
dos por el hecho de la premura en mejorar 
los servicios en Madrid y Barcelona, y a ni-
vel nacional, debido a la enorme presión de 

la opinión pública. Esto motivó que se sucedieran los 
reales decretos que contemplaban una organización 
nacional como limitada estas dos ciudades y la fron-
tera francesa y Gibraltar.  El primero de ellos, fue el de 
5 de mayo de 1905, al que siguieron otros muchos. El 
acierto no siempre acompañó a la toma de decisiones. 
Se llegaron a promulgar disposiciones legales de im-
posible cumplimiento en un asunto tan sensible como 
el nombramiento de los miembros de los Cuerpos de 
Vigilancia y de Seguridad.

ORGANIZACIÓN EN MADRID Y BARCELONA 
El Gobierno actuó en un doble plano: por un lado, se 
reorganizaron los servicios del Cuerpo de Vigilancia 
y los servicios especiales y por otro, se implantó en 
Barcelona el Cuerpo de Seguridad.

La reorganización de la Policía en Barcelona. La 
primera en importancia fue sin duda, dotar a la Po-
licía de una cabeza propia en Barcelona mediante la 

Retrato realizado por Joaquín Sorolla del político español José Canalejas 
(1854-1912), que llegó a ser presidente del Consejo de Ministros de España 
durante el reinado de Alfonso XIII y murió asesinado por el anarquista 
Manuel Pardiñas Serrano en Madrid en 1912.

creación de una Inspección General que centralizara el 
mando de los cuerpos de Vigilancia y Seguridad a las 
órdenes del Gobernador civil, que respondiera de la 
ejecución de los servicios y de las faltas de sus subor-
dinados y fuera responsable del régimen disciplina-
rio en faltas leves y controlara el buen servicio de las 
secciones mediante inspecciones. Por la Ley de 3 de 
abril de 1908 se le cambió el nombre por el de Jefatura 
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Superior de la Policía Gubernativa de Barce-
lona, traspasando todas las competencias más 
importantes del Inspector General al jefe su-
perior. A partir de ese momento, aunque se 
mantuvo la figura del Inspector General, sus 
funciones se vieron limitadas a la «dirección 
del personal y de los servicios del Cuerpo de 
Vigilancia» según un Real Decreto de 6 de 
abril de 1908. Andando el tiempo se le volvió 
a cambiar el nombre por el de Comisario Ge-
neral de Vigilancia, igual que el de Madrid.

A las comisarías de Barcelona se las llamó 
Secciones y en ellas prestarían su servicio 
tanto el Cuerpo de Vigilancia como el de Se-
guridad –para ello se establecía en cada una 
de ellas una prevención–. Se les atribuía una 
misión fundamental como era la recogida de 
información: «Anotarán los hechos, recogerán 
las observaciones diarias, debidamente clasifi-
cadas, formarán un archivo y un registro que 
será valiosísimo arsenal de datos, fecundo en 
recursos, en indicios y enseñanzas para orga-
nizar la batalla contra las gentes de malvivir y 
asegurar los éxitos de los trabajos».

LAS JEFATURAS SUPERIORES DE 
POLICÍA DE MADRID Y BARCELONA 
Pero si en general no hubo modi icaciones de-
masiado llamativas, en Madrid y Barcelona sí 

que se produjeron algunas, y muy importan-
tes como vamos a ver. La principal no única, 
fue la creación de las Jefaturas de Policía (en 
Madrid con este nombre, y en Barcelona con 
el de Inspección General). Su cometido no era 
ni parecido al de una Jefatura Superior actual, 
sino que consistía en coordinar todas las fuer-
zas policiales (es decir el Cuerpo de Vigilancia 
y el de Seguridad), bajo las órdenes del gober-
nador civil de la provincia, que era su jefe in-
mediato. La inalidad era dotar de una cabeza 
a la Policía, liberando al Gobernador Civil de 
muchas cuestiones nimias, a las que no podía 
dedicar atención.

El artículo 21 del Real Decreto de 31 de di-
ciembre de 1908 decía (aunque referido a Ma-
drid, la misión del Inspector General de Barce-
lona era la misma): «El Jefe Superior asumirá 
el mando único de los Cuerpos de Vigilancia 
y Seguridad de Madrid, con autoridad propia 
en el ejercicio de su cargo y facultades dele-
gadas por el Gobernador Civil de la provin-
cia, en cuanto se refiera al personal de ambos 
Cuerpos y a la dirección de los servicios pro-
pios de los mismos. El Comisario General de 
Vigilancia y el jefe del Cuerpo de Seguridad 
de Madrid ejercerán sus funciones a las inme-
diatas órdenes y cumpliendo instrucciones del 
Jefe Superior de Policía».

Escuadrón de 
Caballería de la 
Ciudad Condal se 
creó en noviembre 
de 1907. El primer 
servicio, realizado 
el 11 de junio de 
1908, consistió en 
la escolta prestada 
por el Escuadrón 
al carruaje en el 
que viajaban los 
Infantes Fernando 
y María Teresa con 
motivo de su visita 
a Barcelona.
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Una nueva organización policial

íntimos, a Canalejas le divertía el buscar excusas para 
zafarse de la escolta. El remedio para crear una policía 
más eficaz se vio en un cambio de estructura por lo 
que se crea la Dirección General de Seguridad. Según 
el Real Decreto de 27 de noviembre de 1912, esta Di-
rección General respondía a tres necesidades que la 
nueva delincuencia estaba planteando a la Policía y 
que no habían sido resueltas de forma satisfactoria en 
anteriores reformas.

La primera era crear un centro directivo para toda la 
Policía. A pesar del enorme avance que había supues-
to la Ley Orgánica de 27 de febrero de 1908, la policía 
siguió fragmentada en cada provincia, sujeta a lo que 
mandase cada uno de los gobernadores civiles. Esto 
impedía que existiera una mínima coordinación den-
tro de ella y, que, por el contrario, se dieran casos de 
que a alguien que era localizado en Barcelona, se le 
perdiera la pista en cuanto saliera de esa provincia. 
Suponía un fuerte hándicap en la lucha contra el anar-
quismo y la prevención de los atentados terroristas. 
Hasta ese momento la Policía únicamente tenía una 
jefatura digna de tal nombre en Madrid –con el Jefe 
Superior de policía- y otra en Barcelona con el Inspec-
tor General de Orden Público. Una de las acusaciones 
que cayeron sobre la policía con motivo del atentado 
de Canalejas fue precisamente la de ser incapaz de de-
tectar y vigilar los movimientos de los anarquistas.

La segunda fue centralizar los datos de interés policial. 
Eran los fines que se le asignaba por el artículo 3º del 
Real Decreto de 27 de noviembre de 1912, en que se 
dejaba muy claro: «Constituir un centro, a donde aflu-
yan todos los datos e informaciones procedentes del 
territorio nacional, relacionados con el mantenimiento 
del orden general, y con la prevención y persecución 
de los delitos, y demás servicios propios de la Policía, 
para que organizados y relacionados y complementa-
dos sean base de iniciativas y  órdenes que de tal cen-
tro partan para su cumplimiento donde correspondan, 
unificando y s istematizando este servicio público en 
todo el reino».

La tercera fue unificar los criterios de actuación. Como 
se desprende del artículo anteriormente citado este 
era en realidad el gran objetivo que se pretendía con-
seguir, evitando así la más completa autonomía de las 
provincias en este terreno y haciendo que la acción del 
gobierno llegara a todos los puntos de España con los 
mismos criterios. Lo que ocurría hasta ese momento 
era que el mismo problema, suscitado en dos provin-
cias distintas, lo más seguro es que tuviera dos solu-
ciones contradictorias.

Este nuevo cambio en la estructura se completó con la 
creación de las Brigadas y de los servicios en Madrid 
y Barcelona. Se consiguió por este medio que en la Po-
licía se organizaran mejor las especialidades. De ellas Escuela de Policía de la avenida de la Moncloa, 3. Madrid (1911)
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La Comisaría General de Madrid. En Madrid, el 
Comisario General de Vigilancia era el jefe de este 
Cuerpo a las órdenes del jefe Superior de Policía, y 
del Director General de Seguridad cuando se estable-
ció en 1912. El Inspector General era el jefe de este 
Cuerpo en Barcelona. Sus funciones serían: cuidar de 
que sus subordinados cumpliesen las órdenes que 
recibiesen, distribuiría los efectivos del Cuerpo de 
Vigilancia, resolver las dudas que tengan los inferio-
res con respecto al servicio, aplicar sanciones discipli-
narias solamente en el caso de faltas leves, poner en 
conocimiento del Gobernador las graves y hacer las 
propuestas de recompensas.

LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD
La Dirección General de Seguridad había tenido un 
año de existencia en 1887, y había sido suprimida por-
que se creyó que era algo perfectamente inútil, dado 
que el verdadero jefe de la Policía en cada provincia 
era su Gobernador Civil. Por eso en 1912, es cuando 
fue de nuevo restablecida y se trataron de evitar los 
errores que se habían detectado en el funcionamiento 
de esta Institución. Para ello se la dotó de más amplias 
competencias. La causa de su nacimiento estuvo en 
la muerte violenta del jefe del Gobierno ,José Canale-
jas, hecho ocurrido el día 12 de noviembre de 1912. la 
culpa recayó, como es de suponer, en los agentes de 
Policía, que no previnieron el atentado y no lo evita-
ron, cuando lo cierto es que, según testimonio de sus 
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de 1912 a 1931

se ha hablado en el artículo precedente en el 
tema de las especialidades.

Los distintos gobiernos trataron de esta for-
ma terminar con la corrupción dentro de la 
policía garantizando su estabilidad en el em-
pleo y dotarla de unas importantes mejoras 
en materia de organización. No es fácil decir 
que las primeras fueron aceptadas de forma 
inmediata aunque la depuración que sufrió 
la Policía fue sumamente dolorosa, por lo 
drástica, pero las mejoras en cuanto a orga-
nización sufrieron mucho hasta imponerse, 
porque, al disminuir las competencias en 
estas materias de los gobernadores civiles, 
estos reaccionaron como si se hubiera mi-
nusvalorado su cargo y  ciertos sectores de 
la prensa contestaron duramente algunas 
de las competencias atribuidas al Director, 
personificando los ataques en Ramón Mén-
dez Alanís, el primer director general. Como 
muestra se pueden hallar en «El Imparcial» 
del día 29 de noviembre con una editorial y 
un ácido artículo de Mariano de Cavia contra 
el decreto de 27 de noviembre.

LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE ORDEN PÚBLICO
Los años del «pistolerismo» (1917-1923) mar-
caron y definieron hasta donde se podía lle-
gar con aquella estructura de los servicios 
policiales. Pero al parecer, de esto hasta 1921, 
coincidiendo con el asesinato de otro Jefe de 
Gobierno: D. Eduardo Dato, ocurrido el día 

8 de marzo de 1921. Como en anteriores oca-
siones lo primero que se hizo en este caso fue 
destituir al director general, al comisario ge-
neral de Madrid y al inspector general de Se-
guridad. Luego, como otro trámite obligado, 
se le cambió el nombre a la Dirección General 
de Seguridad, por el de Orden Público, lo que 
se llevó a efecto por un Decreto Ley de 24 de 
junio de 1921 que además presentaba bastan-
tes novedades.

La más importante de ellas, era sin duda, que 
por primera vez en la historia de la Policía, se 
intentaba coordinar los servicios de la Policía 
Gubernativa con los de la Guardia Civil, y se 
sometía al Cuerpo de Seguridad, en su régi-
men interno, al Código de Justicia Militar. Se 
ponían también importantes limitaciones a la 
autoridad de los Gobernadores Civiles: «Los 
Gobernadores civiles, no podrán designar 
por sí mismos el personal que haya de eje-
cutar los servicios, lo cual será de responsa-
bilidad de los jefes, y ni unos ni otros podrán 
alterar el destino de los funcionarios, atribu-
ción que compete exclusivamente al Director 
General. Ningún Gobernador podrá dispo-
ner servicios fuera del punto de destino de 
los funcionarios sin autorización expresa del 
Director General o su conocimiento en casos 
de reconocida urgencia y avisándolo también 
al Gobernador respectivo cuando salieren a 
otra provincia», (Art. 61). Se suprimían den-
tro del Cuerpo de Vigilancia los ascensos por 
antigüedad, y se llevarían a efecto solamente 

El jefe de Gobierno, Eduardo Dato (fotografía de la derecha), fue tiroteado mientras circulaba en 
su vehículo por la plaza de la Independencia de Madrid el 8 de marzo de 1921.
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después de haber pasado un examen 
de aptitud. En este decreto se creaban 
tres instituciones de tanta solera como 
la Escuela de Policía, con unas funcio-
nes parecidas a las actuales, el Colegio 
de Huérfanos y la Caja de Socorros.

LA DICTADURA
DE PRIMO DE RIVERA
Proclamado el Directorio militar, fue-
ron nombrados como ministro de la 
Gobernación, Severiano Martínez Ani-
do, y como director general de Segu-
ridad, el general de la Guardia Civil, 
Miguel Arlegui Bayonés, que habían 
coincidido en Barcelona, donde habían 
tenido una actuación discutida, como 
gobernador civil e inspector general 
de Orden Público, respectivamente. 
Una de sus primeras decisiones fue la 
de cambiar el nombre a la Dirección 
General de Orden Público por el de 
Dirección General de Seguridad, esta-
bleciendo importantes novedades con 
respecto a lo que se venía haciendo 
en la policía hasta aquel momento en 
un Real Decreto de 7 de noviembre de 
1923. Se va dar un resumen, pequeño, 
pero suficiente de esas novedades:

a) Creó la Sección Central del Cuer-
po de Seguridad, bajo el mando de un 
inspector general. Otro coronel inspec-
tor general se ocuparía en inspeccionar 
las plantillas en aquellas ciudades en 
que estaba implantado.

b) Terminó con los conflictos de
competencias que se estaban presen-
tando hasta ese momento por los Go-
bernadores civiles, y más en concreto 
por el de Madrid. La Dirección General 
de Seguridad asumía el mando directo 
y único de los Cuerpos de Vigilancia y 
Seguridad. Todo lo relacionado con el 
orden público y comisión de delitos, a 
fin de que la Policía Gubernativa fue-
ra lo más eficaz posible, mediante la 
transmisión de datos y órdenes que 
contribuyan al esclarecimiento de los 
hechos punibles y detención de los que 
resulten responsables.

c) Con vistas a aumentar la eficacia
dispuso:

- El uso del telégrafo en las comuni-
caciones oficiales.

- La carta oficial: por la que todos los
jefes de plantilla deberían dar cuen-
ta todos los sábados de lo actuado

durante la semana, comuni-
cando sus impresiones en 
lo referente a los asuntos 
de carácter social, polí-
tico o criminal, prefe-
rentemente de todo 
lo relacionado con 
el anarquismo.
d) El 11 de octubre

de 1925 se creó la sec-
ción de Orden Público 
dentro de la Dirección 
General de Seguridad, 
a la que había que en-
viar filiaciones de los 
conocidos por sus ideas 
sociales y políticas e infor-
mes sumamente detallados 
sobre las huelgas que se pro-
dujeran.

e) El control de movimiento de
personas y de actividades.

Ofrece una novedad muy importan-
te en materia de organización: es una 
vuelta hacia atrás contemplada en la 
Ley Provincial de 20 de marzo de 1925, 
que anuló prácticamente el Decreto 
ley fundacional de la Dirección Gene-
ral de Orden Público y puso de nuevo 
a la Policía en manos de los goberna-
dores civiles. Otras modificaciones de 
tipo estructural, fueron la creación del 
Parque Móvil en 1924, las Divisiones 
de Investigación Social, Ferrocarriles y 
Fronteras y de los Tribunales de Honor.
La creación de las Divisiones de Inves-
tigación Social, Fronteras y Ferrocarri-
les se llevó a efecto por una Real Orden 
de 22 de noviembre de 1926. Las razo-
nes que impulsaron a su creador, el ge-
neral Martínez Anido para hacerlo fue-
ron sobre todo de orden práctico: para 
que imperasen criterios uniformes y se 
concentrara toda la información dispo-
nible en un único organismo.

Para llegar a ese fin se creaban las tres 
Divisiones antedichas: la de Investiga-
ción Social se dividía en doce Brigadas, 
que se repartían por todo el territorio 
nacional; la División de Ferrocarriles 
se dividía a su vez en tres Brigadas Mó-
viles, y la de Fronteras, con dos Briga-
das, una para la frontera francesa y la 
otra para la frontera portuguesa. Tam-
bién y como un avance en las especia-
lizaciones, mandó formar un registro  

Retrato del general y dictador español 
Miguel Primo de Rivera (1870-1930).
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de toxicómanos el 17 de febrero de 1927. La 
razón que se dio para ello fue la de establecer 
unos mecanismos de control sobre los adictos 
a las drogas ilegales.

EL REGLAMENTO
DE 25 DE NOVIEMBRE 1930
A pesar de titularse «provisional», y de haber 
sufrido diversas peripecias, como la suspen-
sión de algunos de sus artículos, ha sido el 
reglamento que más tiempo ha estado en vi-
gor hasta ahora: cerca de 45 años. Este es el 
conocido entre nosotros como «el de Mola», 
pues este era el director general de Seguridad 
cuando fue proclamado. Las aportaciones de 
este Reglamento fueron a nuestro entender las 
cinco siguientes:

a) La unidad que dio a los distintos instru-
mentos legales, (reglamentos, disposiciones, 
órdenes...), que regían en la Policía gubernati-
va. Piénsese en lo que sería la existencia simul-
tánea de tres reglamentos de Policía: el de 1905, 
el de Madrid, el de Barcelona, que a lo largo 
del tiempo fueron sufriendo diversas modifi-
caciones. Pues bien, este Reglamento refunde 
todas esas normas en una sola de una extraor-
dinaria amplitud.

b) Por primera vez también se trató de esta-
blecer las bases en que deberían fundamentar-
se las relaciones entre los Cuerpos de Vigilan-
cia y el de Seguridad. El artículo 71 las definía 
así: «La dirección de los Servicios de carácter 
policial y de conjunto de los dos Cuerpos, que 
constituyen la Policía Gubernativa, la asumirá 
el de Vigilancia; al de Seguridad sólo le incum-
be actuar como auxiliares o ejecutor, salvo los 
casos en que, por circunstancias especiales se 
vea obligado a actuar por cuenta propia».

c) La ratificación, pero muy matizada, de
la dependencia con respecto a los goberna-
dores civiles. Matizada, porque introdujo una 
importantísima novedad en cuanto que los 
gobernadores civiles no podrían imponer por 
si mismos sanciones ni otorgar recompensas. 
Esto era causa de malestar porque por actos 
similares eran objeto de tratamientos distintos 
según las provincias. El papel del gobernador 
en estos dos supuestos queda reducido al de 
efectuar el trámite: sancionar o premiar pasó 
desde entonces a ser competencia del director 
general de Seguridad.

d) Los servicios especiales que se recogie-
ron, siguiendo con ello en la policía de la Dic-
tadura de las especialidades de funcionarios 
fueron: Investigación criminal, Investigación 
social, Ferrocarriles, Vigilancia de fronteras y 
Vigilancia de puertos.

e) La gran sistematización que
se dio al Régimen disciplinario, 
cuya estructura y armazón sigue 
vigente en la actualidad a pesar de 
las evidentes variaciones en el con-
tenido.

La valoración de conjunto que 
merece este Reglamento es que 
fue muy positivo para el Cuerpo 
porque se reguló de una forma in-
equívoca su organización y funcio-
namiento. Porque no se limitaba en 
modo alguno a ser un reglamento 
orgánico sino a la vez un Regla-
mento de Servicios. El que actual-
mente disfrutamos es solamente 
orgánico, y debería ser completado 
con otro de Servicio.n

Emilio Mola Vidal (1887-1937) 
fue nombrado director general 
de Seguridad el 13 de febrero 
de 1930. Una de sus labores 
más relevantes en el cargo fue 
la reorganización de la Policía 
Gubernativa.
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

O R Í G E N E S  E  H I S T O R I A  D E  L A  P O L I C Í A  N A C I O N A L

LAS COMPETENCIAS EN ORDEN PÚBLICO:
EL CUERPO DE SEGURIDAD

Texto: Martín Turrado Vidal

El presente artículo realiza un breve recorrido histórico de la evolución de la «policía 
uniformada» a lo largo de la historia. Veremos las etapas y las dificultades por las que han 

pasado este tipo de unidades desde su aparición hasta el primer tercio del siglo XX.

ANTECEDENTES
Desde la creación de la Policía en 1824, las autorida-
des policiales de la época habían venido reclaman-
do que se completara su estructura con una «policía 
uniformada» o «tropa de policía». En un informe de 
Trinidad Balboa, subdelegado de Policía en Murcia, se 
decía muy gráficamente que, sin esa tropa, la Policía 
era «como una carreta sin bueyes». Con el objetivo de 
dar respuesta a esta necesidad, en 1825 se crearon en 
Madrid los Celadores Reales, aunque debemos seña-
lar que únicamente estuvieron activos hasta 1829, y 
que la iniciativa no fue seguida por otros territorios 
más allá de Madrid. 

A este respecto, cabe destacar que los antecedentes in-
mediatos tampoco fueron mejores. Sirva como ejem-
plo de esta afirmación la Policía de José I Bonaparte, 
que tampoco tuvo este complemento, a pesar de que 
fue reclamado con insistencia. De hecho, hubo comi-
sarios de prefectura, que intentaron suplir esta laguna 
creando partidas uniformadas a sus órdenes, para lu-
char contra el bandolerismo, la delincuencia común y 
el contrabando. En el sexenio absoluto se intentó la 
creación de una Policía completamente militarizada, 

primero en Madrid, coincidiendo con el «Imperio de 
los Cien días» de Napoleón, y después en toda Espa-
ña, con las Comandancias Militares, pero este intento 
terminó en fracaso por las desavenencias entre los mi-
nistros, llegándole a costar el puesto de ministro de 
la Guerra al general Ballesteros. En 1835, tras años de 
lucha por el control de la Policía entre militares y jue-
ces, los militares consiguieron imponerse en la pugna. 
En ese momento, el país se hallaba inmerso en la pri-
mera guerra carlista y los militares condicionaron su 
apoyo al gobierno a cambio de una serie de condicio-
nes, forzando al gobierno de Mendizábal (septiembre 
1835-mayo 1836) a eliminar la Policía. Esta supresión 
se producía justo en el momento en que más necesaria 
era y a pesar de los eminentes servicios que prestó la 
Superintendencia General de Policía entre 1833 y 1835, 
destacando el descubrimiento de varias intentonas 
militares de golpes de estado.  

Se llegó así a 1840, fecha en la que se suprimió la Po-
licía secreta, es decir, la partida presupuestaria para 
el pago de confidentes e información, y se prometió 
la reestructuración del «Ramo de Protección y Seguri-
dad Pública». Cosa que no se llevó a efecto hasta 1844, 
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Juan Álvarez Mendizábal (1790–1853). De septiembre de 1835 a 
mayo de 1836, ocupó la Presidencia del Gobierno de España.

mediante la creación de una estructura de 
Policía Civil en toda la nación, y la crea-
ción de la Guardia Civil como esa tropa 
de Policía que había sido tan reclamada. 
Tras esta reestructuración, la Guardia 
Civil estuvo prestando servicio a las 
órdenes de la Policía Civil hasta el 1 
de enero de 1848, como lo prueban 
los artículos 13 al 18 de su regla-
mento de servicios. 
Tiempo después, con la inde-
pendencia de la Guardia Ci-
vil, hubo necesidad de dotar 
al Cuerpo de Vigilancia de 
Policía uniformada, entran-
do aquí distintos nombres 
de unidades como el de Sal-
vaguardias. Además de este 
hecho, también es impor-
tante destacar la creación en 
1856 de la Dirección General 
de Seguridad y Orden Público, 
ya que fue el primer intento de 
coordinación de todos los cuerpos 
de seguridad, aunque solamente es-
tuvo activa unos seis meses.

Esta etapa, previa a la Revolución 
del 68, finalizó con el sector policial 
demandando la creación de una je-
fatura de Policía independiente en 
cada provincia, con el fin de facilitar 
la tarea de los gobernadores civiles, 
ya que tenían otras mil cuestiones 
que resolver y, en ocasiones, aban-
donaban enteramente a su suerte a la 
Policía, al Cuerpo de Vigilancia. 

DESDE 1868 A 1906
Los revolucionarios suprimieron la Policía 
nada más hacerse con el poder y el general 
Prim lo hizo con la Guardia Civil veterana, 
justamente quince días antes de ser asesinado 
(1870). Pero lo cierto era que sin Policía no se 
podía funcionar y claro ejemplo de esta reali-
dad se encuentra en el hecho de que el repar-
to indiscriminado de armas entre los volun-
tarios de la revolución, cayendo muchas de 
ellas en manos indeseables, hizo necesaria la 
creación de un Cuerpo de Orden Público en 
Madrid, que venía a sustituir en la práctica al 
Cuerpo de Vigilancia, que era civil y dependía, 
por tanto, del gobernador civil. La primera 
regulación de este Cuerpo la hizo el goberna-
dor Juan Moreno Benítez, que publicó el 1 de 
abril de 1869 un «Manual para el servicio de 
Orden Público en Madrid». Quince días des-
pués, se promulgó un reglamento provisional 

y se amplió su plantilla a trescientos 
agentes.

El reglamento definitivo se aprobó 
el 1 de junio e introdujo importan-

tes novedades. En la exposición de 
motivos ya se advertía de que «fue 
imposible cambiar por completo 
la base sobre la que descansaba 
desde antiguo el servicio de or-
den público e imposible poner 
este importante ramo en perfec-
ta armonía con los principios de 
gobierno que son fundamento 
de la política actual», aunque lo 
que realmente sucedió fue que 
esos principios de gobierno y, 
en especial, el de suprimir todo 
lo relacionado con la prevención, 
eran completamente utópicos, 
cuestión que la práctica se encar-
gó de demostrar. Se militarizó a 
sus componentes, aunque se con-
servaron las categorías del Cuer-
po Civil de Vigilancia. A los tres 
meses se produjo una enmienda 
a la totalidad, que desmilitarizó a 
cien agentes para encargarles esas 
tareas de prevención que habían 
subestimado. Cayeron entonces en 
la cuenta del error cometido con la 
supresión del Cuerpo de Vigilancia.

Al asesinato de Prim le siguió otro 
reglamento orgánico, de Mateo Sa-

Guardia de Seguridad con uniforme
de verano de 1911.
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Don Ramón Méndez Alanís, 
que había sido el primer 

Jefe Superior de Policía de 
Madrid en 1909, también lo 
fue de la Dirección General 

de Seguridad creada en 1912. 
Hizo una labor dentro de la 
Institución absolutamente 

digna de encomio. Creó los 
registros de la Dirección 
General de Seguridad, 

estableció los laboratorios 
de fotografía y de revelado 

por huellas dactilares, y 
el servicio policial por 

«Brigadas», buscando, como 
él mismo decía, 

«especialización de aptitudes 
para el mismo» por lo que 

dictó normas concretas para 
los servicios de “Barrios”, 
“Rondas” y “Ciclistas”.
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gasta, de 20 de febrero de 1871, en el que ya se 
intentaban separar los servicios ordinarios de 
la Policía de los que le correspondían como 
Policía Judicial. Este reglamento se completó 
con otro de servicio, elaborado por el gober-
nador civil de Madrid, Ignacio Rojo Arias y 
que, posteriormente, se extendió a todas las 
provincias. En él se detallaron minuciosa-
mente las obligaciones de cada escala, comen-
zando por las de los guardias y siguiendo por 
las de sus jefes subalternos de distrito, los 
subinspectores, los inspectores y los jefes de 
departamento.

La I República intentó unificar los cuerpos 
de la Policía gubernativa, mediante un de-
creto de 22 de octubre de 1873, «organizan-
do la Policía Gubernativa y Judicial de la 
República». Este decreto tuvo 
la virtud de marcar un cauce 
para todo lo que vino después 
en materia policial y tras ser el 
primer intento de creación de 
la policía gubernativa. Asimis-
mo, el decreto introducía dos 
importantes novedades: por un 
lado, establecía la designación 
de un jefe de esa Policía en to-
das las provincias, tal y como se 

reclamaba antes de 1868, y, por otro, dividía 
la Policía en dos secciones: la de Vigilancia y 
la de Seguridad, definiendo claramente cuá-
les deberían ser las competencias a desarro-
llar por cada una de ellas. A pesar de todos 
los esfuerzos del gobierno de la I República 
por impulsar este nuevo modelo policial, el 
decreto nunca se pudo llevar a efecto, ya que 
fue derogado el 11 de enero de 1874 a causa 
de la segunda guerra carlista. No obstante, 
sin este reglamento resultaría incomprensi-
ble la legislación de la Restauración en mate-
ria policial, puesto que el modelo policial se 
basaba en la estructura policial determinada 
por este decreto fallido, hasta el punto de 
que copió incluso los nombres. Por otra par-
te, destacar que la nueva denominación de 
Policía Gubernativa solo se aplicó en Madrid, 
conservándose en el resto de la nación la de-
nominación del Cuerpo de Orden Público de 
las provincias, manteniendo la uniformidad y 
su carácter militar, por lo cual se le eximió del 
pago de algunos impuestos. Posteriormente, 
en 1883, otro decreto autorizó al Ministerio 
de la Gobernación para destinar a los compo-
nentes del Cuerpo de Orden Público en aque-
llos territorios donde estimase necesario, sin 
limitación alguna en cuanto al número, clase 
o provincias, y con la única excepción de los
miembros del Cuerpo de Seguridad, que so-
lamente actuarían en Madrid. Años más tarde,
tras la creación de la Dirección General de Se-
guridad, este cuerpo volvió a conocerse como
Cuerpo de Vigilancia, reflejando este hecho
las sucesivas plantillas.

LA EXPANSIÓN NACIONAL
La implantación del Cuerpo de Seguridad en 
todo el territorio nacional se aceleró a partir 
de la de Barcelona en 1906. Se puede hacer 
una idea de lo rápida que fue, si se tiene en 
cuenta que, en 1910, se hallaba ya en más 
de la mitad de las provincias y el proceso se 
completó en la década siguiente. Esto signifi-
có un aumento muy importante en sus efecti-
vos, aunque su plantilla nunca llegó a estar a 
completa, y una expansión territorial que lo 

convirtió en un cuerpo esta-
tal de Policía. La consecuen-
cia de ello fue que, cuando 
se le atribuyeron las com-
petencias de orden público, 
en 1931, había una fuerte 

LAS COMPETENCIAS EN ORDEN PÚBLICO: EL CUERPO DE SEGURIDAD

Retrato de Práxedes Mateo Sagasta, obra del fotógrafo hispano 
danés, Christian Franzen, recogido en la revista española
«La Ilustración Española y Americana».

Representación del Escudo Nacional de 
España durante el Gobierno Provisional
de 1868-1870 y la Primera República
(1873-874).

46

Entre el armamento de los Guardias de Asalto, figuraba el 
fusil Mauser, pistolas Astra y Star, pistola ametralladora 

Astra, fusil ametrallador, ametralladoras ligeras y pesadas 
Hotchkiss, mortero Valero…
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primer tercio del siglo XX

infraestructura nacional que sirvió de base a 
los guardias de Asalto o la sección de Van-
guardia y Asalto, como se verá algo más ade-
lante. La plantilla de Barcelona, que era muy 
similar a la de Madrid, estaba compuesta 
por: un comandante, cuatro capitanes, ocho 
tenientes, 16 sargentos, 40 guardias primeros 
y 336 guardias segundos. Esta expansión se 
hizo de una forma totalmente ordenada y ló-
gica. Se dio prioridad a la frontera francesa y 
al Campo de Gibraltar, lugares más sensibles 
para el terrorismo internacional, en el primer 
caso, y del contrabando, en el segundo.

El 13 de enero de 1911, publicaba la Gaceta 
de Madrid un cuadro por provincias de las 
poblaciones donde se debería establecer do-
tación del Cuerpo de Seguridad. Muchos 
pueblos no comprendidos en ese cuadro soli-
citaron la presencia del Cuerpo de Seguridad 
sin alegar los fundamentos de su petición. La 
respuesta del Ministerio de la Gobernación 
fue una real orden circular, en la que se fija-
ban los requisitos y los fundamentos que de-
berían dar base a esas peticiones. Entre ellos 
estaban los siguientes: acuerdos de los ayun-
tamientos para afrontar los gastos derivados 
de la instalación del destacamento; recursos 

no comprometidos del presupuesto muni-
cipal; número de habitantes e informe de la 
alcaldía sobre la población flotante que haya 
de ordinario, atraída por el laboreo de minas, 
establecimientos fabriles o cualquiera otra 
causa; composición de la línea o del puesto 
de la Guardia Civil que estuviera destacado 
en el pueblo; indicación de los mercados ha-
bituales, si los hubiera, y de las vías públicas, 
estaciones… Con todos estos datos se preten-
día tener una idea lo más exacta posible sobre 
la importancia del vecindario y de las previ-
siones a que se debieran atender en materia 
de orden público.

LOS CAPITANES COMO
JEFES DE LAS COMISARÍAS
La separación de los cuerpos de Vigilancia 
y Seguridad era completa, pero esto no im-
pidió que se produjeran situaciones como la 
que vamos a reseñar. El artículo 24 del Re-
glamento de la Policía de 4 de mayo de 1905 
decía textualmente: «Mientras los capitanes 
desempeñen funciones del Servicio de Vigi-
lancia en Madrid, recibirán las órdenes rela-
tivas a ésta por conducto del jefe encargado 
de los Servicios de Vigilancia y Especiales, al 
cual estarán subordinados, con las mismas 

El jefe de Gobierno, Eduardo Dato (fotografía de la derecha), fue tiroteado mientras circulaba en su 
vehículo por la Plaza de la Independencia de Madrid el 8 de marzo de 1921.

Unidades de Asalto de Guarnición en Cataluña (foto tomada después de 1932, perteneciente a la colección privada de Esteban Guevara).

47



68

EL CUERPO DE 
SEGURIDAD, 
ENCARGADO DE LA 
PREVENCIÓN DE LOS 
DELITOS, ESTABA 
YA MILITARIZADO 
EN SU RÉGIMEN 
INTERNO Y SUS 
MANDOS PROVENÍAN 
DEL EJÉRCITO. 
PERO FALTABA UN 
DESARROLLO MAYOR 
EN CUANTO A LAS 
COMPETENCIAS DE LA 
POLICÍA

LAS COMPETENCIAS EN ORDEN PÚBLICO: EL CUERPO DE SEGURIDAD

facultades y obligaciones que los ins-
pectores. Estos a su vez dependerán 
de los capitanes en dichas funciones». 
Esto ha servido de base para afirmar 
que los capitanes podían ejercer la di-
rección de las comisarías de distrito. Y, 
efectivamente, las ejercieron, pero te-
niendo en cuenta tres precisiones muy 
importantes: la primera, que podían 
ser destinados capitanes del Cuerpo 
de Seguridad al Cuerpo de Vigilancia 
en Madrid temporalmente; la segun-
da, que en esa situación especial se les 
consideraría como si perteneciesen al 
Cuerpo de Vigilancia, por lo cual reci-
birían las órdenes del jefe de ese Cuer-
po y no del de Seguridad; y la tercera, 
que tendrían un lugar dentro de la es-
tructura del Cuerpo de Vigilancia, por 
lo cual habría unos inspectores que 
mandasen a los capitanes y otros que 
les tendrían que obedecer.

¿Por qué esta interpretación? Porque el 
artículo 96 del Reglamento afirma que 
a los inspectores les corresponde «la 
dirección inmediata de los servicios de 
vigilancia dentro de los distritos», y el 
artículo 99, que «es de su competencia 
cuanto se relaciona con el régimen in-
terior y modo de funcionar de las mis-
mas» y añade que «todas las facultades 
y obligaciones de los inspectores y jefes 
corresponden y afectan a los capitanes 
del Cuerpo de Seguridad de Madrid 
con arreglo al artículo 22 (en realidad 
es el 24) mientras desempeñen funcio-
nes del Cuerpo de Vigilancia».

Pero el más rotundo de los fracasos 
acompañó a esta medida, por lo que se 
tuvo que volver, en menos de dos años, 
a la situación anterior. El Reglamento 
de Policía de Madrid de 1906 optó por 
terminar con esta situación que había 
creado mucha confusión y, sobre todo, 
la desatención a todos los servicios de 
carácter preventivo y de información 
que realizaba el Cuerpo de Vigilancia. 
Cuando ocurrió el atentado contra Al-
fonso XIII el día de su boda, ocupaban 
los puestos de jefes de las comisarías 
los capitanes: las irregularidades en-
contradas por una comisión decidieron 
la expulsión del cuerpo de Seguridad 
del capitán Goyri, de la Comisaría de 
Palacio, así como de varios inspectores 
de vigilancia de la misma. 

LAS COMPETENCIAS
EN MATERIA DE ORDEN PÚBLICO
Hasta 1931, la Policía no tuvo compe-
tencias en materia de orden público. 
La expansión del Cuerpo de Seguri-
dad, primero a Barcelona, en 1905, y 
después a otras ciudades importantes, 
hasta cubrir todo el territorio nacional, 
fue lo que posibilitó la de los guardias 
de asalto. El Cuerpo de Seguridad en-
cargado de la prevención de los delitos, 
estaba ya militarizado en su régimen 
interno y sus mandos provenían del 
ejército. Pero faltaba un desarrollo ma-
yor en cuanto a las competencias de 
la Policía. Durante todo el siglo XIX y 
el primer tercio del siglo XX, las com-
petencias en materia de orden público 
fueron ejercidas de forma exclusiva por 
el Ejército y la Guardia Civil, aunque 
nunca se les dotó de los medios espe-
cíficos necesarios, mientras que, por 
su parte, la Policía Gubernativa única-
mente se limitaba a velar por la seguri-
dad de las personas y la de sus bienes 
y propiedades. La modernización de la 
Policía se completó en la II República, 
cuando se le encomendó competencias 
en esta materia a través de la creación 
de los Guardias de Asalto.

Las manifestaciones, alborotos y alga-
radas se convirtieron progresivamen-
te en un gran problema. Los medios 
de los que disponían, tanto el Ejército 
como la Guardia Civil, no eran los ade-
cuados para disolver estas situaciones, 
y, en muchas ocasiones, su empleo aca-
baba provocando un alto número de 
muertos y heridos graves, generando 
de esta forma unas consecuencias to-
talmente desproporcionadas relaciona-
das con la alteración del orden público. 
La situación se fue agravando con el 
tiempo, llegando incluso hasta la que-
ma de conventos. Se había llegado a un 
punto inaceptable que urgía a tomar 
una solución. Ya no podía seguirse ni 
con el cruce de brazos ni con una in-
tervención excesiva y desproporciona-
da, tan grave a veces como la situación 
que se trataba de evitar. La medida que 
se adoptó para solucionar el problema 
fue crear unas secciones especializadas 
dentro del Cuerpo de Seguridad. Estas 
secciones dispondrían de los medios 
necesarios y adecuados para hacer 
frente a manifestaciones y algaradas, y 

Escudo genérico de los 
Guardias de Asalto.

48

Las competencias en orden público: el cuerpo de seguridad



69

se distribuirían por todo el todo el territorio nacional, 
de forma que en plazo corto de tiempo pudieran des-
plazarse a cualquier lugar en el que se produjera una 
alteración del orden público. Su radio de acción máxi-
mo sería de 120 kilómetros.

LA CREACIÓN DE LOS GUARDIAS DE ASALTO
La Guardia de Asalto tuvo su precedente inmediato en 
la sección de Gimnasia del general Emilio Mola, a la 
que el propio general se refirió en su libro «Lo que yo 
supe», como «las memorias de mi paso como Director 
General de Seguridad». Tal y como aparece reflejado 
en las referidas memorias, de la Sección de Gimnasia 
se conocen muy pocos datos, más allá de que estaba 
formada por 25 hombres y que estaban armados con 
defensas de madera. Este hecho fue el elemento más 
claramente diferenciador frente a la guardia de asalto, 
que portaba defensas de goma.

La Sección de Gimnasia actuó por primera vez en 1930, 
en la ronda de Atocha, donde disolvió una manifesta-
ción con muy pocos componentes. Posteriormente, la 
quema de conventos de 11 y 12 de mayo de 1931 puso 
al gobierno republicano entre la espada y la pared. Por 
una parte, no se actuó frente a los alborotadores, lo que 
impidió que hubiera muertos que alimentaran la pro-
testa y, por otra, la repercusión internacional alcanzada 
tuvo un altísimo coste en el crédito del nuevo régimen. 
Fue tal el eco alcanzado, que el ministro de la Gober-
nación, Miguel Maura, tuvo muy claro que tenía que 
tomar medidas para evitar su repetición. Una de ellas, 
la más inmediata, fue hacer dimitir al director general 
de Seguridad, Carlos Blanco, y sustituirlo por la per-
sona que hasta ese momento había desempeñado el 
cargo de fiscal general del Estado, Ángel Galarza Gago, 
quien desempeñó el cargo con gran acierto.

Hay mucha dificultad para fijar la fecha de la crea-
ción de las Secciones de Vanguardia y Asalto, que 
fue el nombre oficial que se les dio. Esto hace que 
se hayan pronunciado opiniones muy dispares. Por 
ello tenemos que acudir a las afirmaciones de los 
protagonistas de esta historia para saber a qué nos 
debemos atener, ya que la primera disposición le-
gal que los menciona es la Ley de Presupuestos de 
1932, de 3 febrero, disposición en la que se amplió 
su número de plazas, de las ochenta iniciales, a 2500. 
Algunos autores han dado esta fecha como la funda-
cional, pero si, como se ha dicho, se tiene en cuen-
ta la opinión de los protagonistas, no es exacta, ya 
que en 1931 actuaron en varias ocasiones. Luego hay 
que pensar que se hizo sin un respaldo legal concre-
to, dado que se trataba de añadir una nueva sección 
a un cuerpo policial ya existente. Comencemos por 
el testimonio de Miguel Maura, ministro de la Go-
bernación, que, como se podrá comprobar, coincide 
con el de Galarza, pero no precisa las fechas: «Tan 
pronto como Ángel Galarza estuvo al tanto de su mi-

sión en la Dirección General de Seguridad, planea-
mos juntos la creación de un nuevo Cuerpo de Policía  
armada, al que desde el principio acordamos dar el 
nombre de Guardias de Asalto… yo me limité a fa-
cilitarle los medios que me pedían y necesitaban sin 
regateos y sin tasa, y alentarles  en su labor, porque 
cada día era más urgente la presencia en las calles de 
una fuerza ágil, entrenada y movible y bien armada 
con armas que no fuesen por necesidad mortales». 

Su expresión «planeamos juntos» es una fórmula para 
aceptar la propuesta de Ángel Galarza, que es el verda-
dero creador de la idea de esta nueva fuerza. En unas 
primeras declaraciones, hechas el mismo día 14, en que 
tomó posesión de su cargo de director general de Segu-
ridad, dijo que se proponía crear una sección de Asalto 
dentro del Cuerpo de Seguridad, compuesta por 80 in-
dividuos mayores de 30 años, que usarían porras y re-
vólver; formarían cadena para contener al público y so-
lamente en caso de necesidad harían uso de las armas.

En otras declaraciones hechas al Heraldo de Madrid, 
que este periódico tituló como «Guardias de Asalto»: 
«Ochenta aproximadamente. Les mandarán un capi-
tán, dos tenientes, y cuatro brigadas. Para trasladar-
se utilizarán un camión abierto con bancos centrales. 
Y será preciso adquirir algunos más… El Grupo de 
Asalto quedó constituido el domingo. En esta misma 
semana comenzarán las clases de gimnasia». Ese do-
mingo fue el 17 de mayo de 1931, el Heraldo era el del 
día 20 de mayo de 1931, en su página 12. Se eligió para 
formar esta Sección a Agustín Muñoz Grandes, de 35 
años, teniente coronel que estaba destinado en la Caja 
de Reclutas de Toledo. Había estado en África donde 
había ascendido por méritos de guerra. Los entrena-
mientos a los que aludía el director general, efectiva-
mente, comenzaron a realizarse en el Colegio de Huér-
fanos de la Policía de Carabanchel.n

Ángel Galarza 
Gago, director 
general de 
Seguridad, del 14 
de mayo de 1931 
hasta el 18 de 
diciembre de 1931.
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

SOLUCIÓN DE ASUNTOS PENDIENTES
Proclamada la II República el 14 de abril de 1931, 
como suele acontecer en los casos en que se produ-
cen cambios bruscos de gobierno, hubo una serie de 
dimisiones que se pueden considerar absolutamente 
normales. Estos ceses afectaron a toda la plana direc-
tiva del Ministerio de Gobernación, desde el titular al 
comisario general del Cuerpo de Vigilancia.

Alegoría de la República.

Otra de las medidas que tomo la República fue la 
derogación del Reglamento de 1930, con una curio-
sa particularidad: no se hacía referencia al tipo de 
Reglamento que regiría en el periodo intermedio. La 
motivación de este Decreto se limita a afirmar que la 
suspensión del Reglamento se llevó a efecto «para el 
mejor servicio de la Policía Gubernativa y a reserva de 
la organización que en su día ha de llevarse a cabo».

La solución fue dar mayores poderes al director ge-
neral de Seguridad: «[…] hasta que sea aprobada de-
finitivamente la organización del expresado centro 
directivo de los Cuerpos de Vigilancia y Seguridad, 
queda autorizado el director general de Seguridad 
para determinar discrecionalmente, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo anterior, los preceptos y orga-
nismos del Reglamento».

Dentro de la política de personal destacan las medi-
das tomadas el 14 de mayo de 1931, la reorganización 
de los servicios dependientes de la Dirección General 
de Seguridad y «la creación de la excedencia forzosa 
en algunos casos excepcionales de miembros pertene-
cientes a la policía gubernativa». Para su cumplimien-
to se confería al Ministro de la Gobernación unos po-
deres discrecionales muy amplios. Los que pasasen a 
esta situación disfrutarían solamente de la mitad de su 
sueldo y su situación duraría un periodo indetermi-
nado de tiempo, debiendo estar siempre disponibles 
para poder regresar en caso de que el Ministro lo cre-
yera conveniente.

Pero la República se mostró especialmente sensible 
para solucionar determinadas circunstancias, en las 
que se podía caer incluso por un exceso de celo. Por 
ello, con motivo de una felicitación colectiva al Cuer-
po, mediante una Real Orden promulgada el 15 de 
octubre de 1933, se amnistió en la práctica a todos los 
que estaban sujetos a algún tipo de expediente. Como 

LA SEGUNDA REPÚBLICA
En el artículo de este número de la Revista Policía se ahondará en el periodo comprendido entre 1931 
y 1937. Pese a tratarse de un corto espacio de tiempo, los cambios políticos del momento supusieron 
un gran revulsivo para España. Dada la clara vocación policial de estos capítulos, nos centraremos 

especialmente en las decisiones que tomó el gobierno de la II República en lo que a los cuerpos 
policiales se refiere, así como en pequeñas nociones de los primeros años de Guerra Civil.

Texto: Martín Turrado Vidal
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consecuencia de esa felicitación colectiva se 
sobreseyeron todos los expedientes, excepto 
los incoados por faltas muy graves, se condo-
naron las multas pendientes de pago, se rein-
tegró en su puesto escalafonal a aquellos que 
habían sido postergados, se cancelaron todos 
los antecedentes y se felicitó –con un premio 
en metálico– a quienes llevasen más de quince 
años en el Cuerpo.

LAS MODIFICACIONES ESTRUCTURALES
Fueron dos las principales y otras dos de me-
nor trascendencia: el Cuerpo de Vigilancia 
Local, la creación del Gabinete de Enlace, la 
designación de un comisario general para 
toda Cataluña y la potenciación del Gabinete 
de Identificación. En este número no se hará 
referencia a la organización de la sección de 
Asalto dentro del Cuerpo de Seguridad pues-
to que ya se ha hecho detalladamente en el ca-
pítulo anterior.

El Cuerpo de Vigilancia Local. El problema 
que se trataba de solucionar fue una herencia 
de la dictadura de Primo de Rivera, ya que 
este –a través de un Real Decreto de 1926– 
dio especiales facilidades para ingresar en el 
Cuerpo de Vigilancia –como vigilantes de se-
gunda clase– a los sargentos licenciados de la 
Guardia Civil, Ejército, Carabineros y Mossos 
d’Esquadra. Recién instaurada la República 
ese Decreto se suspendió, pero subsistió el 
problema del personal destinado en él, cuyos 
haberes corrieron el serio peligro de ser recor-
tados drásticamente.

Para solventar esta casuística se creó el Cuer-
po de Vigilancia Local, al que se dio esta deno-
minación por el lugar al que serían destinados: 
ciudades y pueblos que no fueran capitales 
de provincia. En la exposición de motivos se 
alegaba que «el Cuerpo de Vigilancia atien-
de en su función, además de las capitales de 
provincia, a otras ciudades de notoria impor-
tancia por su población, situación geográfica, 
industrial, fabril o agrícola, pero ni estas son 
debidamente atendidas porque sus plantillas 
tiene que ser necesariamente escasas, ni todas 
las ciudades que debían tener esta especial 
vigilancia la tienen». Destinar sin más a per-
sonal del Cuerpo de Vigilancia a estas nuevas 
plantillas podría suponer la pérdida de efica-
cia, además de perjudicar a los afectados, ya 
que se podrían lesionar derechos legítimos.

Las plazas vacantes se cubrirán mediante «un 
concurso de méritos entre las clases de Ejérci-
to, Marina, Guardia Civil y Carabineros», pero 

los que ingresasen en este Cuerpo «renuncian 
a todos sus derechos y a su fuero militar, pero 
siendo abonados los servicios prestados para 
los efectos de jubilación». Este Cuerpo fue su-
primido en 1935 y sus integrantes se fusiona-
ron con el Cuerpo de Vigilancia como «agen-
tes auxiliares de tercera». Se dejó también sin 
efecto una cláusula legal que impedía que 
estos pudieran ser destinados a capitales de 
provincias, basándose en «necesidades del 
servicio».

La Oficina de Información y Enlace. Fue el 
antecedente de las Brigadas de Información 
porque la causa de su creación fue la atención 
que requerían los servicios de información y 
la necesidad de disponer de una oficina que 
recogiera y controlara cuantos datos tuvieran 
relación con «la Información». Los datos que 
recogió y analizó eran todos referidos a los 
oficiales del Ejército. El nombramiento del jefe 
de la Oficina y del personal destinado en ella 
quedó a la discreción del director general de 
Seguridad, de quien dependían directamente.

En 1935 pasó a depender directamente del 
Ministro de Gobernación. Pero se cambió 
también su orientación: de allí en adelante se 
centraría en «recoger y sistematizar los ante-
cedentes y proponer al Ministro la tramitación 
de órdenes a todas las autoridades de la Re-
pública».

El comisario de Cataluña. Fue creado en 1933, 
siendo su escala jerárquica muy elevada por-
que se asimilaba a un Delegado Especial del 
Gobierno de la República en Cataluña. De-
pendería directamente del director general 
de Seguridad, debiendo elevar, al menos, un 
informe semanal de la situación en Cataluña. 
Se trató de controlar la acción de anarquismo 
catalán, cuya negativa a participar en las elec-
ciones suponía una grave desestabilización 
del sistema democrático.

«EL CUERPO DE VIGILANCIA ATIENDE EN 
SU FUNCIÓN, ADEMÁS DE LAS CAPITALES 
DE PROVINCIA, A OTRAS CIUDADES 
DE NOTORIA IMPORTANCIA POR SU 
POBLACIÓN, SITUACIÓN GEOGRÁFICA, 
INDUSTRIAL, FABRIL O AGRÍCOLA, PERO 
NI ESTAS SON DEBIDAMENTE ATENDIDAS 
PORQUE SUS PLANTILLAS TIENEN QUE SER 
NECESARIAMENTE ESCASAS, NI TODAS 
LAS CIUDADES QUE DEBÍAN TENER ESTA 
ESPECIAL VIGILANCIA LA TIENEN»
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La Segunda República

El Gabinete de Identificación. A finales del siglo XIX 
funcionó en el Gobierno Civil un Gabinete Antropo-
métrico y Fotográfico, que había sido creado dentro 
del contexto de las luchas contra el anarquismo. En 
1911 comenzó a funcionar en la Jefatura de Madrid un 
servicio de identificación dactiloscópica, para exten-
derse poco tiempo después a Barcelona y otras pro-
vincias. En 1912 se amplió la ficha dactiloscópica con 
la adición de la fotografía del detenido.

En 1921 el Gabinete de Identificación de Madrid pasó 
a ser el Gabinete Central de Identificación y se dispu-
so que todos los gabinetes provinciales y locales les 
enviasen un duplicado de toda ficha o reseña, con lo 
que se impidió que los reseñados utilizando frecuen-
tes cambios de nombre y filiaciones pudiesen burlar 
reclamaciones judiciales. También se creó en ese año el 
Laboratorio de Técnica Policial.

Gracias a estas medidas se consiguió el esclarecimien-
to de muchos delitos que antes hubiera sido imposible 
por no poder comprobar la veracidad de las confesio-
nes de los detenidos o por la imposibilidad de recons-
truir sus andanzas. Unas estadísticas fechadas en 1933 
confirman el auge que tomó en poco tiempo:

•  Fichas y reseñas dactiloscópicas producidas en di-
chos gabinetes: 38 500.

•  Reincidentes que fueron identificados con nombres
que ya habían utilizado alguna vez: 14 075.

El Gobierno, basándose precisamente en la cantidad 
del trabajo que desarrollaba y en su ineludible calidad, 
decretó en 1933 que se constituyera como una unidad 
autónoma dentro de la Policía. Para ello, y para impul-
sar una mejora en el servicio y coordinar la actuación 
del personal dependiente de él, se constituía en Ins-
pección General del Gabinete de Identificación.

LOS INTENTOS DE COORDINAR 
LAS DIVERSAS FUERZAS 
Los intentos de coordinar las distintas Fuerzas de Or-
den Público entre ellas mismas y con las que por la Ley 
estaban destinadas a las labores de auxilio no se pro-
ducen hasta el Decreto-Ley de 1921; pero sin ninguna 
eficacia en la práctica.

Durante el año 1935 se hicieron varios intentos para 
coordinar a las Fuerzas de Orden Público con sus au-
xiliares y con las fuerzas regionales como los Mossos 
d’Esquadra, los Miqueletes, Miñones, etc.

Las razones para intentar llevar a cabo dicha coordina-
ción eran las siguientes: la obligación de todo tipo de 
autoridades (centrales, regionales, provinciales y mu-
nicipales) de velar por la conservación del orden. Pero 
esta obligación recae de una forma especial y directa 
en el Ministerio de la Gobernación que sería, por tanto, 
el organismo idóneo para llevarla a efecto. Por ello no 
era de recibo una situación, que se describe con los 
más negros colores: «De tan categórico y fundamental 

Sala de Reseña del Gabinete de Identificación (1934).

LA SEGUNDA REPÚBLICA
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de 1931 a 1937

precepto, se sigue que las fuerzas y Agentes 
de la Autoridad hasta aquí desatendidos, de-
ben pasar a una actuación activa y eficaz para 
guardar el orden, y que es el Departamento 
ministerial quien debe proveer a reglamen-
tarlos y organizarlos, pues si quedaran fuera 
de su intervención, perderían la virtualidad 
que se busca, y pudiera ocurrir que pertur-
basen la paz en vez de salvaguardarla. Están 
en juego los intereses vitales de la nación, el 
régimen de estado mismo, y no puede ad-
mitirse que quienes reciben del Gobierno la 
consideración de Agentes de la Autoridad, 
no contribuyan en la medida que deben, por 
abandono o por una actuación excéntrica, al 
mantenimiento del orden público, y menos 
sería tolerable la posibilidad de que se alza-
sen contra él».

Con esta coordinación se pretendía dotar 
de unidad sus actuaciones, «sometiendo 
al vasto y valioso conjunto que forman los 
servicios auxiliares del orden público a una 
ordenación general, a una misma discipli-
na y a un solo mando, con lo cual recibirán 
nuevo impulso, multiplicarán su eficacia 
y se alcanzarán nuevas zonas de autoridad, 
tanto para la represión de los trastornos que 
anormalmente puedan producirse como en 
las cotidianas atenciones de vigilancia y de  

protección a personas y haciendas». Para con-
seguir esto se encargaba la inspección y vigi-
lancia sobre su disciplina a la Guardia Civil.

Los cuerpos afectados por esta medida fue-
ron: los Miqueletes de Guipúzcoa, Miño-
nes de Vizcaya, Miñones de Álava, Mossos 
d’Esquadra, Vigilantes de Caminos, Guardas 
Jurados, Peones camineros, y Agentes del 
Resguardo de la Compañía arrendataria de 
Tabacos.

Desfile motivo del aniversario del advenimiento de la República 
(1936).

Esas mismas funciones serían desempeñadas 
con respecto a otros cuerpos por la Dirección 
General de Seguridad: los guardias munici-
pales y otros empleados municipales, como 
los encargados de la vigilancia de las alcanta-
rillas, los serenos, servicios de teléfonos, telé-
grafos y telecomunicaciones.

Para dar cumplimiento a este decreto se or-
ganizaron en San Sebastián, Bilbao y Vitoria 
unas «Juntas de Coordinación de los ser-
vicios de Orden Público», constituidas por 
el Gobernador Civil (siendo este quien las 
presidía), el presidente de la Diputación, el 
primer jefe de la comandancia de la Guardia 
Civil y el comisario de Vigilancia y por el jefe 
del Cuerpo de Miqueletes de Guipúzcoa o 
Miñones de Álava y Vizcaya. Por otro lado, 
una Junta similar fue la establecida también 
para Barcelona. 

Guardia de Asalto durante un desfile.

Ejemplar de la revista «Policía Española». 

DURANTE 
EL AÑO 1935 
SE HICIERON 
VARIOS 
INTENTOS PARA 
COORDINAR A 
LAS FUERZAS 
DE ORDEN 
PÚBLICO CON 
SUS AUXILIARES 
Y CON LAS 
FUERZAS 
REGIONALES 
COMO LOS 
MOSSOS 
D’ESQUADRA, 
LOS MIQUELETES, 
MIÑONES, ETC.

EN 1921 EL 
GABINETE DE 
IDENTIFICACIÓN 
DE MADRID PASÓ 
A SER EL GABINETE 
CENTRAL DE 
IDENTIFICACIÓN 
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LA GUERRA CIVIL EN LA ZONA 
REPUBLICANA
A principios de la Guerra Civil los efec-
tivos del Cuerpo de Seguridad y Asalto 
eran 17 760 repartidos de la siguiente 
forma:

• Jefes y oficiales: 450.
• Suboficiales: 543.
• Guardias: 16 667.

 
 

Grosso modo, unos 8000 pertenecían al 
Cuerpo de Seguridad y los otros casi 10 
000 formaban parte de los Grupos de 
Asalto. De ellos, pertenecieron leales al 
Gobierno cerca del 70 %, debido a que 
las poblaciones donde se concentraba 
mayor número de habitantes queda-
ron en manos de la República (Madrid, 
Barcelona, Bilbao, Valencia…) y a que, 
como veremos más adelante, al menos 
ocho compañías de ciudades cercanas a 
Madrid recibieron la orden de trasladar-
se a esta para contribuir a su defensa. 

La actuación de la Guardia de Asalto 
durante la Guerra Civil destacó en tres 
puntos muy relevantes: en la fijación del 
frente en la provincia de Madrid, en la 
detención de desertores de los dos ban-
dos y en las luchas entre partidarios de 
la República (como ocurrió en mayo de 
1937 en Barcelona).

El Cuerpo de Seguridad. El gobierno de 
Largo Caballero significó la reconstruc-
ción de las Fuerzas de Orden Público. 
Fue nombrado ministro de la Goberna-
ción Ángel Galarza, que durante el go-
bierno provisional había desempeñado 
el cargo de director general de Seguri-
dad. Bajo su mandato, los Guardias de 
Asalto llegaron a contar con 28 000 hom-
bres. Pero el eje de la nueva situación 
fueron los Carabineros, que pasaron de 
15 000 a 40 000 efectivos, y que se hubie-
ran convertido, en el caso de haber ga-
nado la contienda, en la fuerza policial 
básica en una situación de normalidad. 
Paralelamente, con el fin de acabar con 
el descontrol y las arbitrariedades, a las 
milicias de los sindicatos y de los par-
tidos que hasta entonces habían venido 
actuando sin control alguno se trató de 
encuadrarlas en un organismo denomi-
nado «Milicias de Vigilancia de la Reta-
guardia», dependiendo del Ministerio 
de la Gobernación, como colaboradoras 
de las fuerzas de policía e, incluso, se da-
ban facilidades a sus componentes para 
integrarse en dichas fuerzas.

Un dato digno de tenerse en cuenta es 
que, de las 1900 instancias cursadas por 
los milicianos pidiendo su integración en 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, nin-
guna provenía de milicianos anarquistas. 

Barricadas en Barcelona  
(mayo de 1937).

LA ACTUACIÓN DE LA 
GUARDIA DE ASALTO 
DURANTE LA GUERRA 
CIVIL DESTACÓ EN 
TRES PUNTOS MUY 
RELEVANTES: EN LA 
FIJACIÓN DEL FRENTE 
EN LA PROVINCIA 
DE MADRID, EN 
LA DETENCIÓN DE 
DESERTORES DE LOS 
DOS BANDOS Y EN 
LAS LUCHAS ENTRE 
PARTIDARIOS DE LA 
REPÚBLICA

LA SEGUNDA REPÚBLICA
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Guardias auxiliando a un 
compañero herido junto al 
Banco de España, durante 
el golpe a la República del 
10 de agosto de 1932.
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Estos últimos se opusieron de una forma tajante a las 
medidas del Gobierno, hasta el punto de que constitu-
yó uno de los motivos que sirvió para el estallido de los 
sucesos de Barcelona de mayo de 1937.  Esto provocó 
mucha resistencia, sobre todo en los anarquistas, pero 
terminó imponiéndose el criterio del Gobierno.

El 7 de octubre, el Gobierno se vio obligado a dar un ul-
timátum de 48 horas para que todos los grupos de mili-
cias que actuaban investigando se integraran en la «Sec-
ción de Investigación de la Retaguardia», invalidando 
los carnets que tuvieran y que deberían ser canjeados 
por los de las «Milicias de Vigilancia de la Retaguardia», 
prohibiéndoles expresamente que realizaran registros 
domiciliarios como lo venían haciendo hasta entonces 
(de forma totalmente arbitraria en la mayor parte de los 
casos y en otros lindando con la delincuencia común). 
Por ello, se ordenaba también que se debería levantar 
acta de lo incautado, incluso cuando los objetos requi-
sados consistieran en ropa o subsistencias.

Lo positivo de este Cuerpo fue que constituyó un in-
tento serio de poner algo de racionalidad en asuntos 
policiales y, a la vez, un intento de restablecer la auto-
ridad del Estado a impulsos, básicamente, del Partido 
Comunista. Porque si algo demostró la ausencia de un 
auténtico Cuerpo de Policía durante los primeros seis 
meses de la Guerra Civil en la zona republicana, fue 
que el descontrol en la represión solamente conducía 
a una situación de enorme inestabilidad social. 

Capitán y guardias de seguridad (1936).

Se estableció este Cuerpo por un Decreto de 26 de 
diciembre de 1936. Para ello, como paso previo, se 
declaraban disueltos los Cuerpos de la Guardia Na-
cional Republicana (en la que se había reconvertido 
a la Guardia Civil), el de Seguridad y Asalto, Investi-
gación y Vigilancia y las Milicias de Retaguardia. Por 
ello se le encomendaron tareas relacionadas con el 
mantenimiento del orden público y de lucha contra la 
delincuencia de todo tipo.

Para hacer factible la unificación de unos cuerpos tan 
heterogéneos se creaban el grupo uniformado y el gru-
po sin uniformar.

El grupo uniformado se subdividía en tres secciones:

•  Seguridad Rural: presente en pueblos y ciudades de
menos de 20 000 habitantes.

•  Seguridad Urbana: ubicado en ciudades de más de
20 000 habitantes.

•  De Vanguardia: actuaría en caso de desórdenes pú-
blicos, recogiendo así las competencias de las Sec-
ciones de Asalto del Cuerpo de Seguridad.

Por otro lado, el grupo sin uniformar también se sub-
dividía en tres secciones:

•  Fronteras: con competencia en extranjería, ferroca-
rriles y hoteles.

•  Seguridad Judicial: dedicada al control de la delin-
cuencia común.

•  Investigaciones Especiales: encargada de todo lo
relativo a la delincuencia política («actividades con-
trarias al Régimen»).

Se determinaban las condiciones de ingreso y ascenso. 
Fueron reguladas por una Orden del Ministerio de la 
Gobernación con un un cuestionario bastante exhaus-
tivo. También se creaban los Consejos de Seguridad, 
tanto a nivel nacional como provincial, cuya misión se-
ría la de proponer reglamentos de seguridad para los 
diferentes cuerpos y el establecimiento de las plantillas, 
ascensos y recompensas. En una de las disposiciones 
transitorias se establecía como misión de estos Conse-
jos la que iba a ser de verdad su función: «estudiar e 
informar» todas las solicitudes de ingreso en el nuevo 
Cuerpo, independientemente de que provinieran de los 
cuerpos ya disueltos o de las milicias. Como en estos 
Consejos tomaban parte tanto profesionales de la po-
licía y del Ministerio de la Gobernación como repre-
sentantes de los partidos y de los sindicatos del Frente 
Popular, se convirtieron en verdaderos órganos de de-
puración, actuando de una forma tan rigurosa que, en 
ocasiones, no se cubrían las plazas que salieron a con-
curso.

El 12 de agosto de 1937 este proceso de depuración 
había terminado, procediéndose a modificar la es-
tructura del Cuerpo de Seguridad. De esta forma, se 
suprimieron los Consejos Provinciales, pasando sus 
funciones a los gobernadores civiles y a los jefes de se-
guridad y policía. Se creó en cada capital de provincia 
un tribunal depurador para someter a examen cultu-
ral y psicotécnico a todos lo agentes de vigilancia que 
hubieran ingresado por nombramiento directo.

Se mantuvieron las secciones del grupo sin uniformar, 
cambiándose su nombre: Policía Interior, Policía Ex-
terior y Policía Especial. En el grupo uniformado so-
lamente se dejaron dos de las tres que existían: la Sec-
ción de Asalto y la Urbana, siendo obligatorio ingresar 
en la primera y permanecer en ella durante dos años. n
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

LA POLICÍA EN ÉPOCA FRANQUISTA
En este número se analiza el período que abarca los años comprendidos entre 1936 y 1976. No 
es un periodo homogéneo y, por ello, se pueden distinguir varias etapas: la de la Guerra Civil; 

la que ocupó desde el final de la contienda, en 1939, hasta aproximadamente el año 1958; y 
la tercera, que finaliza en 1976 y pone fin al Régimen. Toda la actuación durante esta época 

tuvo como fin el adaptar la estructura de la Policía a la forma dictatorial del Gobierno. 

Texto: Martín Turrado Vidal

Centralización de la organización
En la zona controlada por los rebeldes, los servicios 
de Policía dependieron en un primer momento de una 
Junta Técnica, creada el 1 de agosto de 1936 en Bur-
gos, con el nombre de Jefatura Superior de Policía. Fue 
muy provisional, porque durante los tres años que 
duró la contienda fueron continuas las reorganizacio-
nes e, incluso, los cambios de nombre. Una de las más 
importantes tuvo lugar al finalizar la guerra.

Se volvieron a crear direcciones generales en virtud 
de la Ley de 3 de agosto de 1939. De la Dirección Ge-
neral de Seguridad pasó a depender la Inspección Ge-
neral de Policía Armada y de Tráfico y se crearon los 
servicios centrales con sus Comisarías Generales de 

Fronteras, Información, 
Orden Público e Identi-
ficación. Se creó también 
la Secretaría General y 
se estableció la Junta de 
Seguridad integrada por 
el director general, el ins-
pector general de la Po-
licía Armada, los cuatro 
comisarios generales y el 
asesor jurídico. Cuando 
era presidida por el mi-
nistro de la Gobernación, 
podía ser convocado el 
inspector general de la 
Guardia Civil.

El Decreto de 8 de septiembre de 1939 desarrolló la 
nueva ley y definía las cuatro Comisarías Generales y 
sus competencias, abarcando un campo de actuación 
mucho más amplio a escala nacional. Contenía tam-
bién una disposición importantísima en el artículo 
4.º, por la cual se declaraba en vigor el Reglamento
de 25 de noviembre de 1930, con carácter provisional,
mientras se procediera a la redacción de otro nuevo. Y
como en la Policía lo provisional es lo que dura, no fue
reemplazado hasta 1975.

Las jefaturas superiores de Policía fueron creadas en 
virtud de una Orden de 7 de octubre de 1939 y se ubi-
caron en Madrid, Barcelona, Bilbao, Sevilla, Valencia 
y Zaragoza. Sus competencias estaban contenidas en 
una Ley de 2 de septiembre de 1941. Las más impor-
tantes eran las de asumir el mando del Cuerpo Ge-
neral de Policía y de la Policía Armada y de Tráfico. 
Otros servicios como los de habilitación y las brigadas  
(Investigación Criminal, Político-Social, etc.) de-
pendían directamente de ellas. Además, asumían 
la dirección, con subordinación a los gobernadores 
civiles, de la prevención y represión gubernativa de 
los actos comprendidos en la Ley de Orden Público 
de 1933.

Emblema policial. Año 1938

Foto de la entrega de Despachos en la Academia de Policía Armada en 1970.
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Se adaptó la estructura de la Policía Armada y de Trá-
fico a las ocho regiones militares que fueron delimita-
das por la Orden del 4 de julio de 1939.

Cuerpo de Investigación y Vigilancia se pasó a llamar 
Cuerpo General de Policía, y al de Cuerpo de Seguri-
dad y Asalto, Policía Armada y de Tráfico.

La estructura policial tiende a la centralización y nun-
ca lo había estado tanto como hasta ahora. Además, se 
politiza: «Así podrá la nueva Policía española llevar 
a cabo la vigilancia permanente y total indispensable 
para la vida de la Nación, que en los estados totalita-
rios se logra a merced de una acertada combinación de 
técnica perfecta y lealtad que permita la clasificación 
adecuada en sus actividades y dé vida a la Policía Po-
lítica, como órgano más eficiente para la defensa del 
Estado».

Según esta ley, la Policía quedaría subdividida en tres 
facciones: el General de Policía, que sustituía al tradi-
cional Cuerpo de Vigilancia; el de Policía Armada y 
de Tráfico, en el que se integraban los de Seguridad, 
Asalto y Vigilantes de Caminos; y, finalmente, la Mili-
cia del Partido.

El Cuerpo General de Policía
Quedó estructurada en dos escalas: la Superior o de 
Mando, constituida por comisarios jefes y comisa-
rios de primera, segunda y tercera; y la de Ejecución, 
compuesta por inspectores de primera y segunda, así 
como los agentes de primera, segunda y tercera.

Revista policial. Año 1936 Cuerpo de Seguridad y Asalto. Año 1937

Periódico informativo policial. 
Año 1937

Emblema policial. 
Año 1942

Regiones militares establecidas para la Policía 
Armada y de Tráfico en el año 1939

u  Primera Región: Madrid, Toledo, Cuenca,
Ciudad Real, Badajoz, Cáceres, Ávila y Segovia.

u  Segunda Región: Sevilla, Córdoba, Huelva,
Cádiz, Málaga, Granada, Jaén y Almería.

u  Tercera Región: Valencia, Alicante, Castellón,
Murcia y Albacete.

u  Cuarta Región:  Barcelona, Tarragona, Lérida
y Gerona.

u   Quinta Región:  Zaragoza, Huesca, Teruel,
Guadalajara y Soria.

u  Sexta Región: Burgos, Logroño, Navarra, Álava,
Guipúzcoa, Vizcaya, Santander y Palencia.

u  Séptima Región: Valladolid, Salamanca, Zamora,
León y Asturias.

u  Octava Región: La Coruña, Lugo, Orense
y Pontevedra.

La Ley de 8 de marzo 
de 1941
Como se ha dicho ante-
riormente, esta ley supu-
so un nuevo intento de re-
estructurar internamente 
el Cuerpo. El preámbulo 
va más allá, pues llegó 
a afirmar que trataba de 
crear una nueva Policía. 
Como las reformas en este 
país –así queda demos-
trado a lo largo de esta 
historia– comienzan por 
los cambios de nombre, el 
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Durante la guerra civil, la 
zona del denominado Estado 

Español sustituyó, en las 
prendas de cabeza, el emblema 

republicano del Cuerpo de 
Seguridad, por una nueva 

iconografía que recordaba la 
de sus aliados alemanes. 

Guardia del todavía 
Cuerpo de Seguridad 
de la zona del 
denominado Estado 
Español, en 1938.

»ESTUDIOS HISTÓRICOS

LA POLICÍA EN ÉPOCA FRANQUISTA
En este número se analiza el período que abarca los años comprendidos entre 1936 y 1976. No 
es un periodo homogéneo y, por ello, se pueden distinguir varias etapas: la de la Guerra Civil; 

la que ocupó desde el final de la contienda, en 1939, hasta aproximadamente el año 1958; y 
la tercera, que finaliza en 1976 y pone fin al Régimen. Toda la actuación durante esta época 

tuvo como fin el adaptar la estructura de la Policía a la forma dictatorial del Gobierno. 

Texto: Martín Turrado Vidal

Centralización de la organización
En la zona controlada por los rebeldes, los servicios 
de Policía dependieron en un primer momento de una 
Junta Técnica, creada el 1 de agosto de 1936 en Bur-
gos, con el nombre de Jefatura Superior de Policía. Fue 
muy provisional, porque durante los tres años que 
duró la contienda fueron continuas las reorganizacio-
nes e, incluso, los cambios de nombre. Una de las más 
importantes tuvo lugar al finalizar la guerra.

Se volvieron a crear direcciones generales en virtud 
de la Ley de 3 de agosto de 1939. De la Dirección Ge-
neral de Seguridad pasó a depender la Inspección Ge-
neral de Policía Armada y de Tráfico y se crearon los 
servicios centrales con sus Comisarías Generales de 

Fronteras, Información, 
Orden Público e Identi-
ficación. Se creó también 
la Secretaría General y 
se estableció la Junta de 
Seguridad integrada por 
el director general, el ins-
pector general de la Po-
licía Armada, los cuatro 
comisarios generales y el 
asesor jurídico. Cuando 
era presidida por el mi-
nistro de la Gobernación, 
podía ser convocado el 
inspector general de la 
Guardia Civil.

El Decreto de 8 de septiembre de 1939 desarrolló la 
nueva ley y definía las cuatro Comisarías Generales y 
sus competencias, abarcando un campo de actuación 
mucho más amplio a escala nacional. Contenía tam-
bién una disposición importantísima en el artículo 
4.º, por la cual se declaraba en vigor el Reglamento
de 25 de noviembre de 1930, con carácter provisional,
mientras se procediera a la redacción de otro nuevo. Y
como en la Policía lo provisional es lo que dura, no fue
reemplazado hasta 1975.

Las jefaturas superiores de Policía fueron creadas en
virtud de una Orden de 7 de octubre de 1939 y se ubi-
caron en Madrid, Barcelona, Bilbao, Sevilla, Valencia
y Zaragoza. Sus competencias estaban contenidas en
una Ley de 2 de septiembre de 1941. Las más impor-
tantes eran las de asumir el mando del Cuerpo Ge-
neral de Policía y de la Policía Armada y de Tráfico.
Otros servicios como los de habilitación y las brigadas
(Investigación Criminal, Político-Social, etc.) de-
pendían directamente de ellas. Además, asumían
la dirección, con subordinación a los gobernadores
civiles, de la prevención y represión gubernativa de
los actos comprendidos en la Ley de Orden Público
de 1933.

Emblema policial. Año 1938

Foto de la entrega de Despachos en la Academia de Policía Armada en 1970.
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der fuera de un control muy rígido. Se cree 
que su número estaría entre los 15 000 y los 
20 000 efectivos, basándose en datos sacados 
del presupuesto de 1940. En 1945 quedarían 
solamente entre 3000 y 5000 componentes.

Los mecanismos de depuración
Los Cuerpos General de Policía y de Poli-
cía Armada y de Tráfico fueron sometidos 
a un intenso proceso de depuración, por 
el cual no se consolidarían los ascensos 
hasta que no se resolvieran los procesos en 
trámite. Para tomar posesión de los empleos 
había que pasar por la tramitación de un ex-
pediente en el que sería determinante «su 
conducta pública o privada o por los antece-
dentes sociales, políticos o profesionales que 
así lo aconsejen». El final de ese expediente 
podía ser la confirmación en el puesto de tra-
bajo, la congelación en la escala que se hubie-
ra alcanzado, la postergación, la jubilación o 
la separación del servicio.

La postergación consistía en que los ascen-
didos en el Cuerpo de Investigación recu-
perarían el puesto ocupado en el escalafón 
de 1934. La jubilación anticipada se estable-
cía en el artículo 13 de la ley, que señalaba: 
«Con motivo de la actual reorganización, 
los comisarios que no fuesen admitidos en 
la Escuela Superior serán jubilados, previo 
abono de cinco años de servicio. El resto de 
los funcionarios de la Escala Técnica, que no 
logren ingresar en ella, al hacer uso del dere-
cho establecido en la condición primera del 
artículo cuarto (ser inspector del Cuerpo de 
Vigilancia), serán igualmente jubilados, abo-
nándoseles diez años, pudiendo optar por la 
continuación en la escala subalterna, hasta 
cumplir la edad que ahora se establece para 
la jubilación, si el mando lo estima proce-
dente. A unos y otros este abono solo podrá 
hacérsele si la causa de no ser admitidos no 
es por desafección, en cuyo caso serán igual-
mente jubilados, sin que puedan hacer uso 
de tal derecho».

Las situaciones de excedencia forzosa y de 
disponible forzoso eran muy parecidas: la 
primera se aplicó el Cuerpo de Investigación 
y Vigilancia y la segunda a la Policía Armada 
y de Tráfico.

En un Decreto de 15 de agosto de 1939 se es-
tablecía la excedencia forzosa. La decisión de 
pasar a los funcionarios a esa situación debe-
ría ser tomada por el ministro de la Goberna-
ción por motivos tan indeterminados como 

«las conveniencias del servicio u otras cau-
sas». Se podría disponer de ellos sin sujeción 
a ningún turno entre los que se encontraran 
en ella. La sanción se hallaba en sus remune-
raciones, que serían «los dos tercios del suel-
do de que disfruten, sin otros emolumentos».

La figura de disponible forzoso se creó por 
el Decreto de 14 de octubre de 1942, para ser 
aplicada al Cuerpo General de Policía Ar-
mada y de Tráfico, excluyendo a los oficiales 
que provinieran del Ejército. Se concedía al 
ministro de la Gobernación la posibilidad 
de disponer el pase a esa situación a los fun-
cionarios, «cuando las necesidades del ser-
vicio u otros motivos muy calificados así lo 
aconsejen». Más indefinición en la figura es 
imposible. ¿Por qué era un castigo? Por tres 
razones: porque se les reducía el sueldo a los 
emolumentos básicos; porque ese tiempo no 
podía ser contado para los efectos de ascenso 
y porque se dejaba enteramente a criterio del 
ministro la permanencia en esa situación.

Centralización y unificación
La Dirección General de Seguridad quedó 
configurada en la nueva etapa a partir de 
1939, tras los sucesivos cambios de nombre, 
originados fundamentalmente por la amplia-
ción de la zona dominada por Franco. Jugó 
un papel fundamental en todo el período 
franquista, porque fue el instrumento para 
la centralización y unificación de la Policía 
como nunca anteriormente lo había estado. 
Este propósito estuvo presente desde la crea-
ción en 1912 de la Dirección General de Segu-
ridad, cuyo órgano limitaba las facultades de 
los Gobernadores Civiles.

Agentes de la Policía Armada en un acto oficial
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La escala de Mando quedaría integrada por los comi-
sarios del antiguo Cuerpo de Investigación y Vigilan-
cia hasta la promulgación de la Ley de 8 de marzo de 
1941 y los inspectores a quienes correspondiera ocu-
par las plazas vacantes de comisarios hasta completar 
las plantillas establecidas.

Las plazas de ascenso a comisario quedaban reserva-
das para el Cuerpo Técnico de Investigación y Vigilan-
cia. Se seleccionarían teniendo en cuenta su idoneidad, 
antigüedad y servicios prestados.

La escala de Ejecución se formaría con los funciona-
rios procedentes de la escala Técnica del antiguo Cuer-
po de Investigación y Vigilancia, que no ingresaran en 
la Superior o de Mando una vez aplicada la Ley de 8 
de marzo de 1941; igualmente, con el personal perte-
neciente a los anteriores Cuerpos Auxiliar de Investi-
gación y Vigilancia, de Auxiliares de Oficina mascu-
linos, de Agentes Auxiliares de tercera y de Agentes 
conductores y con los Agentes Auxiliares interinos o 
provisionales confirmados en sus cargos por resultar 
aprobados en los exámenes de capacidad que para tal 
fin se verificasen.

Policía Armada y de Tráfico
Su misión sería la de «vigilancia total y permanente, 
así como de represión cuando fuera necesario». Que-
daría constituido por el personal que, procediendo 
del Cuerpo de Seguridad y Asalto, hubiera obtenido 
en él la categoría de oficial o suboficial «una vez con-
clusa favorablemente la correspondiente depuración 
político-social». También se incorporaban los demás 
jefes de grupo y vigilantes de caminos, «en las mis-
mas condiciones que los anteriores» y el personal 
seleccionado resultante de la convocatoria de 15 de 
septiembre de 1939.

Los oficiales se escalafonarían por sus tres categorías, 
siendo destinados a la Sección de Tráfico los que re-
unieran las condiciones para ello. Para los demás se 
constituirían escalafones por especialidad, «ordenán-
dose dentro de estos separadamente, por razón de su 
categoría».

Se militarizaba completamente al Cuerpo, que hasta 
entonces solo lo había estado en cuanto a su régimen 
interno. Se estructuraba en ocho circunscripciones, 
adaptadas a las regiones militares, más las comandan-
cias de Baleares y Canarias. Las de Madrid y Barcelona 
serían regidas por tenientes coroneles y las demás por 
el jefe más caracterizado destinado en ella. Las capita-
les serían las mismas que las de la Región Militar, ex-
cepto la sexta, en Bilbao, y la séptima, en Oviedo. Las 
circunscripciones se subdividían en comandancias.

El Cuerpo se dividiría en dos grandes bloques: Policía 
Armada y Policía de Tráfico. La Policía Armada estaba 

compuesta por Compañías y Secciones de Guarnición 
o Móviles; Grupos de Caballería de tres escuadrones; y 
Batallones de Conductores, formado por los que pres-
taban sus servicios a los distintos ministerios civiles.
Se organizaron en ocho compañías, subdivididas en
secciones, cuyo número dependería de las necesida-
des del sector que se tuviera que cubrir. Las secciones
se dividirían en pelotones y estos en escuadras.

La coordinación entre las dos Fuerzas –Policía Armada  
y Tráfico– se encomendaba a la Inspección General 
de Policía Armada y de Tráfico, regida por un general 
o jefe del ejército. Dependiendo de ella estarían dos
subinspecciones, regidas cada una por un jefe. El
mando sería ejercido, por una parte, por jefes y oficia-
les del Ejército, que prestarían sus servicios en comi-
sión, conforme al Decreto de 25 de enero de 1941 y, por
otra, por oficiales procedentes del Cuerpo.

Milicia del Partido 
Participaría en la ejecución de los servicios policiales 
cuando fuera requerida para ello por la Dirección Ge-
neral de Seguridad. Muchos de ellos terminaron in-
tegrándose en el escalafón de la Policía. Sin embargo, 
estas Milicias entraron en un período de descompo-
sición a partir de 1940, no solamente porque los más 
exaltados se alistaron en la División Azul, sino por la 
tremenda desconfianza de Franco hacia un posible po-

LA POLICÍA EN ÉPOCA FRANQUISTA

Cuerpo de Policía Armada. Años 1941-1978
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der fuera de un control muy rígido. Se cree 
que su número estaría entre los 15 000 y los 
20 000 efectivos, basándose en datos sacados 
del presupuesto de 1940. En 1945 quedarían 
solamente entre 3000 y 5000 componentes.

Los mecanismos de depuración
Los Cuerpos General de Policía y de Poli-
cía Armada y de Tráfico fueron sometidos 
a un intenso proceso de depuración, por 
el cual no se consolidarían los ascensos  
hasta que no se resolvieran los procesos en 
trámite. Para tomar posesión de los empleos 
había que pasar por la tramitación de un ex-
pediente en el que sería determinante «su 
conducta pública o privada o por los antece-
dentes sociales, políticos o profesionales que 
así lo aconsejen». El final de ese expediente 
podía ser la confirmación en el puesto de tra-
bajo, la congelación en la escala que se hubie-
ra alcanzado, la postergación, la jubilación o 
la separación del servicio.

La postergación consistía en que los ascen-
didos en el Cuerpo de Investigación recu-
perarían el puesto ocupado en el escalafón 
de 1934. La jubilación anticipada se estable-
cía en el artículo 13 de la ley, que señalaba: 
«Con motivo de la actual reorganización, 
los comisarios que no fuesen admitidos en 
la Escuela Superior serán jubilados, previo 
abono de cinco años de servicio. El resto de 
los funcionarios de la Escala Técnica, que no 
logren ingresar en ella, al hacer uso del dere-
cho establecido en la condición primera del 
artículo cuarto (ser inspector del Cuerpo de 
Vigilancia), serán igualmente jubilados, abo-
nándoseles diez años, pudiendo optar por la 
continuación en la escala subalterna, hasta 
cumplir la edad que ahora se establece para 
la jubilación, si el mando lo estima proce-
dente. A unos y otros este abono solo podrá 
hacérsele si la causa de no ser admitidos no 
es por desafección, en cuyo caso serán igual-
mente jubilados, sin que puedan hacer uso 
de tal derecho».

Las situaciones de excedencia forzosa y de 
disponible forzoso eran muy parecidas: la 
primera se aplicó el Cuerpo de Investigación 
y Vigilancia y la segunda a la Policía Armada 
y de Tráfico.

En un Decreto de 15 de agosto de 1939 se es-
tablecía la excedencia forzosa. La decisión de 
pasar a los funcionarios a esa situación debe-
ría ser tomada por el ministro de la Goberna-
ción por motivos tan indeterminados como 

«las conveniencias del servicio u otras cau-
sas». Se podría disponer de ellos sin sujeción 
a ningún turno entre los que se encontraran 
en ella. La sanción se hallaba en sus remune-
raciones, que serían «los dos tercios del suel-
do de que disfruten, sin otros emolumentos».

La figura de disponible forzoso se creó por 
el Decreto de 14 de octubre de 1942, para ser 
aplicada al Cuerpo General de Policía Ar-
mada y de Tráfico, excluyendo a los oficiales 
que provinieran del Ejército. Se concedía al 
ministro de la Gobernación la posibilidad 
de disponer el pase a esa situación a los fun-
cionarios, «cuando las necesidades del ser-
vicio u otros motivos muy calificados así lo 
aconsejen». Más indefinición en la figura es 
imposible. ¿Por qué era un castigo? Por tres 
razones: porque se les reducía el sueldo a los 
emolumentos básicos; porque ese tiempo no 
podía ser contado para los efectos de ascenso 
y porque se dejaba enteramente a criterio del 
ministro la permanencia en esa situación.

Centralización y unificación
La Dirección General de Seguridad quedó 
configurada en la nueva etapa a partir de 
1939, tras los sucesivos cambios de nombre, 
originados fundamentalmente por la amplia-
ción de la zona dominada por Franco. Jugó 
un papel fundamental en todo el período 
franquista, porque fue el instrumento para 
la centralización y unificación de la Policía 
como nunca anteriormente lo había estado. 
Este propósito estuvo presente desde la crea-
ción en 1912 de la Dirección General de Segu-
ridad, cuyo órgano limitaba las facultades de 
los Gobernadores Civiles.

Agentes de la Policía Armada en un acto oficial
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Los jalones que van marcando la evolución de esta 
Institución hasta su supresión son la Ley de 1953, la 
reorganización de 1959 y el Reglamento de 1975. Con 
la Ley de 17 de julio de 1953 se crearon dentro de la 
Policía Armada y de Tráfico «algunas unidades dota-
das de gran movilidad y armamento moderno, que 
les permita actuar con verdadera eficacia donde su 
presencia se estime precisa». Se admitió así de facto 
el error de haber suprimido en su momento la Sección 
de Asalto del Cuerpo de Seguridad.

El 30 de julio de 1959 tuvo lugar un hecho transcen-
dental para el futuro de la Policía, ya que fue segrega-
da de sus competencias el área de tráfico. Se justificó 
esa medida porque las competencias en esta materia 
estaban muy distribuidas entre distintos organismos; 
por la necesidad de unificar la vigilancia en las carre-
teras y que la misma fuera ejercida por el Ministerio 
de la Gobernación. Por el artículo 3, 2.º esas funciones 
de vigilancia se encomendaron a la Guardia Civil; al 
mismo tiempo que se declaraba a extinguir la espe-
cialidad de Tráfico dentro de la Policía Armada y se le 
quitaba de su denominación, que hasta ese momento 
era Policía Armada y de Tráfico.

El 31 de octubre de 1958 se produjeron modificaciones 
en las Jefaturas Superiores y los servicios centrales de 
la Dirección General de Seguridad. El motivo era do-
tarlo de «mayor agilidad y eficiencia». A la Secretaría 
General se le cambió el nombre por el de Subdirección 
General. Los servicios centrales pasaron a distribuirse 
así: Comisarías Generales de Orden Público, Investi-
gación Social; Investigación Criminal; de Fronteras; y 
de Identificación; la Inspección General de Personal; 
el Gabinete Técnico y de Estudios; la Oficialía Mayor; 
y Jefaturas Superiores de Madrid, Barcelona, Valencia, 
Sevilla, Bilbao, Zaragoza, Oviedo, Valladolid, La Co-
ruña, y Granada.

El 28 de octubre de 1959 se publicó el desarrollo de 
este Decreto, que introducía no pocas modificaciones. 
Así, dentro de los organismos centrales tendría cate-

goría de Comisaría General la Jefatura de Informa-
ción. Y entre las jefaturas superiores se mencionaban 
las delegaciones especiales de Baleares y Canarias. Se 
describían unos servicios centrales integrados por el 
Servicio de Transmisiones, el de Edificios y Obras, el 
Archivo Central, Administración y Contabilidad, Ofi-
cina Nacional Española de la Organización Internacio-
nal de Policía Criminal, la Escuela General de Policía 
y la Oficialía Mayor.

Esta organización fue modificada en 1968. Las Comisa-
rías Generales fueron reducidas a las de Orden Públi-
co, Investigación Social e Investigación Criminal. La de 
Fronteras se fundió con la Investigación Social y la de 
Identificación, con la de Investigación Criminal.

En 1974, en la reestructuración del Ministerio de la 
Gobernación, reaparecieron las Comisarías Generales 
de Fronteras y del Documento Nacional de Identidad. 
Pocos meses después, también en 1974, fue de nuevo 
remodelada, cambiando el nombre de las Comisarías 
Generales, que serían las de Información, Policía Judi-
cial, Seguridad Ciudadana y Documentación.

LA POLICÍA EN ÉPOCA FRANQUISTA

Entrenamiento policial simulando un ataque a una patrulla policial

Entrega de condecoración a un agente de la Policía

La Dirección General de Seguridad fue suprimida por 
el Real Decreto de 10 de mayo de 1979.

La Escuela de Policía
Le tocó sufrir una profunda reestructuración, como 
una parte básica en la creación de la nueva Policía que 
se postulaba en la Ley de 1941. La Escuela había sido 
cerrada en 1935 y, desde entonces, no se había vuelto 
a poner en funcionamiento. El artículo 26 de esa Ley 
decía: «Para la preparación de los Cuerpos, se crearán 
dos escuelas, una denominada Escuela Superior de 
Policía, en la que recibirán instrucción los que en lo 
sucesivo pretendan pertenecer a la Escala Superior, y 
otra titulada Escuela General de Policía, que instruirá 
a los que hayan de integrar la Subalterna y el Cuer-
po de Policía Armada, subdividiéndose a este fin en 
dos secciones, una de Investigación y otra Militar. En 
esta última se instruirá también a las clases de Policía 

48

La Policía en época franquista



81

Armada y de Tráfico que aspiran al empleo de oficial, 
cuando reúnan los requisitos exigidos para ello».

El contenido de este artículo, que era ambiguo, fue rá-
pidamente modificado por la Ley de 8 de noviembre 
de 1941, en que lógicamente la Escuela General de Po-
licía se desdobló para responder a las necesidades de 
formación de los dos cuerpos que eran muy distintas. 
Por un lado, la Escuela General de Policía, dividida 
en dos secciones, una Superior, «en que se cursarán 
los necesarios estudios para el ascenso de la segunda 
Escala, o Ejecutiva, a la Superior, o de Mando», y otra 
elemental «en la que deberán seguir los cursos corres-
pondientes los de nuevo ingreso en el mismo Cuerpo». 
Por otro lado, se crearía la Academia Especial de Poli-
cía Armada, que se dividía también en dos secciones: 
una, «de capacitación para suboficiales del Cuerpo, 
que pretendan ascender a la Escala de Oficiales»; y 
otra, «para la preparación del personal que aspire a 
ingresar en la última categoría del mismo».

El Reglamento para la Escuela se dio el 26 de febrero de 
1942 y en él se organizaba de nueva planta la Escuela. 
Radicaría en Madrid, dependiendo del director gene-
ral de Seguridad, y llenaría el objetivo que se marcaba 
en el artículo 3.º, en que se establecía que, desde allí en 
adelante, nadie podría ingresar en el Cuerpo «sino en 
virtud de oposición y posterior aprobación del plan 
de estudios que se establezca». Este Reglamento, con 
numerosas modificaciones, estuvo en vigor hasta 1967. 
Uno de los cambios más significativos tuvo lugar por 
el Decreto de 5 de febrero de 1943, por el que se exclu-
yó de las pruebas de capacitación a determinados fun-
cionarios y se señalaba el modo de confirmarse en sus 
cargos. Eran los auxiliares y conductores, a quienes se 
les transfirió a la escala Técnica del Cuerpo General de 
Policía de una forma totalmente arbitraria.

Las demás modificaciones fueron de mucha menor 
importancia, como la ampliación del cupo de suspen-
sos de dos a cuatro convocatorias; no poder obtener 
más de un cinco una vez que se hubiera suspendido; 
se introducen nuevas asignaturas, tanto en el grado 
elemental como en el curso de ascenso a la escala de 
Mando; nuevas titulaciones exigidas para dar clase; y 
se amplía la opción en idiomas. Se creó también el Ins-
tituto de Estudios de la Policía, con el fin de fomentar 
y perfeccionar los conocimientos y métodos actuales 
de la Policía. 

La modificación más importante y transcendental de 
este reglamento se produjo por la Ley de 2 de diciembre 
de 1970, por la que se introdujo el concurso-oposición  
a la escala de Mando. Se establecía en dicha Ley que 
las dos terceras partes de las vacantes serían cubier-
tas por orden de antigüedad entre los inspectores jefes, 
que reunieran todas las condiciones de idoneidad para 
el desempeño del cargo a juicio de la Junta de Seguridad, 

teniendo además que superar el pertinente curso de ca-
pacitación en la Escuela de Policía.

El Reglamento de 1975
El paso del tiempo había hecho que el Reglamento de 
1930 estuviera prácticamente desfasado, no solamente 
porque había sido objeto de muchas modificaciones, 
adiciones y reformas parciales, sino también porque 
se habían modificado las normas que regulaban la 
función pública y la actuación de la administración. 
Ello motivó que se pensara en la redacción de un nue-
vo reglamento enteramente nuevo.

Francisco Franco pasando revista a una formación pocos meses antes  
de fallecer

Lo gracioso del asunto fue que, en la exposición de mo-
tivos, se hiciera referencia a las profundas modificacio-
nes que habían introducido en él la Ley de 8 de marzo 
de 1941 y el Decreto de 30 de diciembre del mismo año. 
Por primera vez se separaron los temas de personal, ré-
gimen disciplinario y organización de los servicios, que 
quedaron para un reglamento aparte, que debería ser 
desarrollado en una orden ministerial «por estar más 
sujetas a variaciones y necesitadas de continua actuali-
zación». Este Reglamento, hecho al final de franquismo, 
ha tenido una vida muy azarosa, ya que ha atravesado 
una de las etapas más movidas de la historia de España: 
la transición a la democracia, la ley de Policía de Martín 
Villa y la Constitución de 1978.

La composición de los 
Cuerpos y Fuerzas que 
componían la Policía Gu-
bernativa era sumamente 
compleja porque estaban 
integrados por:

u  El Cuerpo General
de Policía

u  El Cuerpo
Administrativo

u El Cuerpo auxiliar.
u  Las Fuerzas de Policía

Armada. n
Portada de la revista  
Policía Gubernativa
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»ESTUDIOS HISTÓRICOS

LA ETAPA DEMOCRÁTICA
Ofrecer una visión completa de la etapa democrática –comenzada en 1978– resulta casi imposible sin 

extenderse demasiado. Por ello, se ha optado por resumir algunos de los acontecimientos más destacados, 
como el de la unificación de los dos cuerpos de Policía Civil tradicionales por una ley orgánica de 1986, 
así como otras circunstancias de gran calado: la incorporación de la mujer, el sindicalismo, la formación, 

el papel atribuido a las fuerzas de seguridad en la Constitución de 1978 y los «Pactos de la Moncloa».

Texto: Martín Turrado Vidal

LA SOMBRA DE LA DISOLUCIÓN
El proceso de transición de la dictadura a la demo-
cracia se debe enmarcar, necesaria e ineludiblemente, 
dentro del que tuvo que afrontar la sociedad española 
y, en particular, toda la administración pública espa-
ñola. Si esta referencia se pierde, se está renunciando 
a la posibilidad de hacer ese proceso mínimamente 
inteligible.

Hubo un factor que coadyuvó de forma decisiva a que 
este proceso se hiciera sin traumas. La mayor parte de 
la Policía –tanto del Cuerpo General como de la Poli-
cía Armada– había entrado en esos cuerpos después 
de 1968, es decir, en la etapa final del franquismo. Por 
ejemplo, en el Cuerpo General de Policía ingresaron, 
solamente entre 1969 a 1974, unos 4500 policías nue-
vos, lo que significa que en 1976 eran mayoría en un 
Cuerpo que, por entonces, rozaba los 9000 hombres. 
Al mismo tiempo, teniendo en cuenta que la edad lí-
mite para ingresar era de 28 años, este hecho suponía 
un proceso acelerado de rejuvenecimiento. 

desde el franquismo hasta el partido clandestino más 
relevante de aquellos momentos –el Partido Comunis-
ta de España–, colaboraron y se pusieron de acuerdo 
para que la evolución transcurriese por cauces pacífi-
cos y mucho menos traumáticos que en Portugal. Sin 
embargo, en esos instantes de gran confusión e intran-
quilidad, todos se pusieron en lo peor pensando en 
una posible disolución de la Policía. Temor que no se 
esfumó del todo hasta que se firmaron los «Pactos de 
la Moncloa» en octubre de 1977.

LA LEY DE MARTÍN VILLA
Esta ley tuvo unas características muy peculiares, 
ya que cubrió una etapa marcada por la transición 
política hasta el desarrollo de la Constitución. El 
problema fue la falta de desarrollo posterior, lo que 
hizo que, aun siendo muy bien recibida y acepta-
da por todos, en la práctica, pasara completamente 
desapercibida.

En ella se hacía un serio intento de coordinar la Poli-
cía con la Guardia Civil. Curiosamente, este aspecto 

–apenas tenido en cuenta por los policías que han ana-
lizado la ley– es, sin embargo, el más resaltado por el
propio autor, que en su libro «Al Servicio del Estado»,
afirma: «En esta Ley se dispone que, bajo la inmediata
autoridad del ministro, el director de la Seguridad del
Estado ejerce directamente el mando de las direccio-
nes generales de la Policía y de la Guardia Civil. Esto
constituía un verdadero hito en la función coordina-
dora de ambos cuerpos, aunque hoy esté desdibujada
tan importante figura».

Todo el modelo policial subyacente en la Ley de Policía 
se fundamentaba en dos Cuerpos, Superior y Nacional, 
unitariamente coordinados y profesionalizados por la
dependencia orgánica de los mandos de cada uno, por
la autoridad técnico policial de unos órganos centrales
y periféricos únicos y comunes, reforzándose el con-
cepto de plantilla policial, y por la dependencia de la
autoridad gubernativa o judicial en el desempeño de
sus respectivas misiones.

El recién proclamado rey de España, Juan Carlos I, en su despacho.

El temor a que ocurriera algo semejante a lo aconte-
cido en Portugal tras la Revolución de los Claveles 
era innegable. Las fuerzas políticas más importantes, 
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Imagen representativa de los «Pactos de Moncloa», 1977.

Los inconvenientes principales de esta ley emanan de 
que fue inmediatamente anterior a la Constitución, lo 
que la condenó a un corto período de vigencia, pues 
en aquella se preveía una Ley Orgánica para desa-
rrollar todo lo relativo a la Policía, que no pudo ser 
desarrollada, lo que acarreó bastantes decepciones. 
También de que, basándose en una división territorial 
más estricta de las competencias entre la Policía y la 
Guardia Civil, se crearon muchas comisarías nuevas, 
que tuvieron una vida sumamente precaria.

LOS «PACTOS DE LA MONCLOA»
Así, en 1977, se establecieron dentro de la Dirección 
General de Seguridad unos grupos de trabajo a los 
que se encargó el estudio y las propuestas para adap-
tar la normativa que regía en los cuerpos dependien-
tes de ella a las exigencias del Real Decreto-Ley de 30 
de marzo, por el que se reformó la Administración 
pública.

Estos grupos se dividieron por especialidades, como 
reglamentación, asociación sindical, formación, estruc-
tura orgánica, ascensos, jubilación... Según Alejandro 
Blanco, esto dio origen a una serie de borradores de 
normativa que «si bien no se promulgó como tal, dio 
paso, a lo largo de 1977 y 1978, a diversas normativas 
parciales (demarcación territorial y funcional, ingreso 
de la mujer en el Cuerpo Superior, asociación sindical, 
escala facultativa, reforma orgánica y del plan de for-
mación policial) y sirvió de contenido e ideario a los 
«Pactos de la Moncloa» en estas cuestiones y de base 
para la Ley de Policía de 4 de diciembre de 1978».

Para que estos grupos trabajasen dentro de un marco 
determinado, se estableció una serie de orientaciones 
básicas a las que se tendrían que atener:  en resumen, 
apoliticismo, profesionalización, sindicación, cambio 
de nombres de los Cuerpos, mejoras en la formación, 
apertura al ingreso de la mujer, mayor vinculación de 
la Policía Armada con el Cuerpo Superior de Policía 
y delimitación territorial y funcional de competencias 
entre la Guardia Civil y la Policía.

Los «Pactos de la Moncloa», firmados en octubre del 
77 por todos los partidos políticos con representación 
parlamentaria –y ratificados posteriormente por el 
Congreso de los Diputados y el Senado–, constituyen 
uno de los documentos más importantes de la historia 
de España e incluyen dos clases de medidas: de ca-
rácter económico-social y de carácter jurídico-político. 
Dentro de esta segunda clase se encontraba el punto 
IX, que se refería expresamente a la Policía, bajo el 
epígrafe de «Reorganización de las Fuerzas de Orden 
Público». Es importante destacar una observación: los 
Pactos, por sí mismos, no tenían valor jurídico, sino 
que obligaban al Gobierno a desarrollarlos y cumplir-
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los, pero el valor moral y de respaldo que supusieron, 
en concreto para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
fue incuestionable.

La parte más importante de esos acuerdos se fue di-
fundiendo a medida que se iban alcanzando, dada 
la importancia que tuvieron. Además, significaron 
el abandono de la idea de la disolución de la Policía. 
Ningún otro acontecimiento tuvo en la transición la 
relevancia de estos pactos, ya que supusieron el pun-
to final para todos los rumores, temores y fantasmas 
anejos, que apuntaban a una solución «a la portu-
guesa». Sosegaron la vida interna de los cuerpos de 
Policía, y más importante aún, los predispusieron en 
grado sumo a aceptar todas las reformas que vendrían 
después. 

La reorganización de los Cuerpos y Fuerzas de Se-
guridad se llevó a cabo de acuerdo con nueve prin-
cipios contenidos en los «Pactos de la Moncloa», con 
un desarrollo muy desigual, pues alguno ni siquiera 
se puso en práctica, y referidos a la estructuración de 
los Cuerpos y Fuerzas de Orden Público; a su cadena 
de mando; a las competencias a desarrollar por cada 
cuerpo (que resultó uno de los más conflictivos); a la 
intercomunicación entre los Cuerpos; al reforzamien-
to de los cuerpos administrativos auxiliar y subalter-
no; a la formación; a las unidades de Policía Judicial; a 
la Policía de Barrio; a la división de competencias en-
tre las Fuerzas de Orden Público y las policías locales 
y a la reforma del reglamento orgánico de la Policía.

TRANSFORMACIONES E INNOVACIONES  
EN LA POLICÍA 
Hoy, cuando muchos de estos hechos ya están per-
fectamente asumidos, se corre el riesgo de no valorar 
de forma adecuada lo que supusieron algunos cam-
bios, como la apertura del Cuerpo Superior al ingre-
so de la mujer, la sindicación o la unificación de los  

 El presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, saludando a la reina Sofía antes de 
la misa celebrada con motivo de la festividad de los Santos Ángeles Custodios.

Cuerpos. Cierto es que algunos de los cambios pro-
puestos no llegaron a buen puerto y otros se quedaron 
por el camino. Sirva como ejemplo de este último su-
puesto el de la demarcación territorial, que delimitaba 
la actuación de la Guardia Civil a poblaciones meno-
res de 20 000 habitantes. Era, además, un caso paten-
te de voluntarismo sin una base real, al atribuirle –a 
renglón seguido– una serie de competencias exclu-
sivas –armas y explosivos– que, forzosamente, tenía 
que ejercer con independencia del tamaño de las po-
blaciones. Otro cambio que quedó a medias, porque 
resultó ser un híbrido difícil de digerir, fue la creación 
de la escala facultativa, llevada a efecto a través de un 
decreto de 17 de junio de 1977. Se convocó una prime-
ra oposición y hubo una primera promoción que no 
llegó a ejercer, siendo asimilada a la escala ejecutiva. 
Posteriormente, fue resucitada de nuevo, dando lugar 
a dos promociones que están en activo.

Hay, sin embargo, tres cambios fundamentales que 
han marcado de forma decisiva el porvenir de la Poli-
cía: los primeros pasos hacia la unificación de los dos 
cuerpos, la apertura a las mujeres y la sindicación. 

HACIA LA UNIFICACIÓN
Las relaciones entre los dos cuerpos de Policía que ac-
túan en las ciudades se han tratado de regular con ma-
yor o menor fortuna desde el Reglamento de 1877, pero 
por un lado han ido las normas y por otro la realidad. 
Aunque el Cuerpo de Seguridad no haya tenido una 
expansión notable hasta el siglo XX, la militarización 
de su régimen interior y la extracción militar de sus 
mandos han supuesto siempre serios obstáculos para 
convivir con el Cuerpo de Vigilancia, enteramente civil, 
en el que, como se ha dicho, se había desarrollado un 
fuerte sentimiento antimilitarista.

En esos momentos, 1977, se trataba de que ambos 
cuerpos se fueran aproximando y la única forma de 
hacerlo era, sin duda, unificando y racionalizando 
su mando. Por ello tenía una importancia capital el 
artículo 6 del Decreto de 2 de junio, que decía: «Los 
Jefes Superiores de Policía y los Comisarios provincia-
les y locales con la competencia y subordinación que 
les atribuye la legislación vigente, ordenarán los ser-
vicios de los Cuerpos General de Policía y Adminis-
trativo y Auxiliar directamente y a través de sus jefes 
naturales, los del Cuerpo de la Policía Armada. A tal 
efecto, las previsiones del Reglamento Orgánico de la 
Policía, en cuanto a los Jefes Superiores de Policía, se 
considerarán extensivas a los Comisarios provinciales 
y locales».

Esta disposición se repetiría en otras normas de diver-
so rango, con la intención clara de dejar bien sentado 
que se iba hacia la unificación, empezando por la ca-
dena de mando. 
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Algunos de los uniformes vestidos por las mujeres policías.

MUJERES POLICÍAS
Esta medida llegó tarde, porque vino 
a cubrir una necesidad perentoria e in-
eludible, y no tenía ningún sentido se-
guir manteniendo una discriminación 
por razón de sexo. Se produjo por Real 
Decreto de 17 de junio de 1977. Hasta 
ese momento se había convertido en 
práctica dentro del Cuerpo General de 
Policía recurrir a la colaboración de las 
encuadradas en un Grupo Especial Fe-
menino y de Orientación a los toxicó-
manos, para poder realizar determina-
dos servicios (vigilancias, cacheos...) en 
que la presencia de la mujer resultaba 
imprescindible.

Por eso, se cometió una gran injusticia 
con las componentes de este grupo, al 
no habilitar un procedimiento que po-
sibilitara su acceso al Cuerpo Superior, 
cuando se convocó la primera oposición 
en que se admitía un número determi-
nado de candidatas.  No hacerlo así fue 
un acto desafortunado y desagradeci-
do, pues si habían prestado un servicio 
igual o parecido al de los inspectores, 
cuando no lo eran, estuvo mal no te-

nerlas en cuenta para haber facilitado 
su acceso, como estaban deseando la 
mayoría, simplemente atendiendo a los 
méritos contraídos en acto de servicio.

Esta medida tuvo, a largo plazo, un 
efecto tan beneficioso que nadie hubie-
ra podido predecir. Fue que la imagen 
de la Policía cambió, perdiendo mucho 
de su adustez y severidad para conver-
tirse en algo más suave y cercano. Este 
efecto no buscado convenció a muchos 
de que la democracia había llegado a 
penetrar en las estructuras de la Policía.

SINDICATOS 
El reconocimiento del derecho a formar 
sindicatos y a sindicarse se produjo sin 
demasiadas tensiones. El Decreto de 18 
de diciembre de 1977 se puede conside-
rar ya como un fruto de los «Pactos de 
la Moncloa», firmados en octubre de ese 
año. Fue la culminación de un proceso 
interno que desembocó en la creación 
de una asociación profesional, en la que 
rápidamente aparecieron varias tenden-
cias enfrentadas, que dieron origen al 
actual mapa sindical de la Policía. Este 

EL DECRETO DE 18 
DE DICIEMBRE 
DE 1977 FUE LA 
CULMINACIÓN DE UN 
PROCESO INTERNO 
QUE DESEMBOCÓ  
EN LA CREACIÓN 
DE UNA ASOCIACIÓN 
PROFESIONAL, EN LA 
QUE RÁPIDAMENTE 
APARECIERON VARIAS 
TENDENCIAS 
ENFRENTADAS,  
QUE DIERON ORIGEN 
AL ACTUAL MAPA 
SINDICAL DE  
LA POLICÍA
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proceso se intensificó, cuando el derecho a sindicarse 
se extendió en 1984 al Cuerpo de Policía Nacional en 
virtud de la Ley de Policía de 1978. 

El reconocimiento de este derecho se produjo de forma 
progresiva, pues la Asociación Profesional nació como 
tal en una asamblea que tuvo lugar en el Colegio de 
Huérfanos de Carabanchel en diciembre de 1977, poco 
después de la promulgación de aquel decreto.

Desde el mismo comienzo de esa asamblea constituti-
va, quedaron muy claras dos posturas: una modera-
da, que optaba por una vía más práctica, colaboran-
do con las autoridades para sacar adelante algunos 
proyectos en marcha que se creían fundamentales; y 
otra, más a la izquierda, que se quedó en minoría, 
con un carácter muy reivindicativo respecto a ciertas 
mejoras.

El rodaje de estos primeros ensayos sindicales y la 
inexperiencia en la materia por parte de todos die-
ron lugar a ciertos malentendidos e, incluso, a poner 
en la picota a la cadena de mando, unas veces con 
motivo y otras sin él. Esto decidió a los comisarios 
a fundar su propio sindicato, como un arma funda-
mentalmente defensiva y como instrumento para po-
der formar parte de organismos donde se tomaban 
ciertas decisiones.

Vista la actuación de los sindicatos con cierta pers-
pectiva, se puede decir que su actuación ha resultado, 
en términos generales, positiva para la marcha del 
Cuerpo, ya que han contribuido de forma notable a 
la consecución de muchas reivindicaciones.

LA POLICÍA EN LA CONSTITUCIÓN
La Constitución de 1978 delimita claramente las fun-
ciones del Ejército y de la Policía y se atribuyen clara-
mente a cada uno de ellos las que tienen que ejercer. 
Se intenta poner una barrera a la continua intromisión 
a lo largo del siglo XIX y XX del Ejército en materias 
de orden público, en cuanto que se le hacía garante 
del «orden en el interior». Los artículos 8 y 104 no 
pueden ser más claros a este respecto.

Por otra parte, la Constitución estructura el Estado de una 
forma muy concreta: prevé la existencia de unos organis-
mos centrales de gobierno, ejecutivo y judicial, de unas 
autonomías y de unos poderes locales. Pues bien, de to-
dos ellos se va a hacer depender a alguna fuerza de Policía, 
al hacer que participen en el grado y con las limitaciones 
previstas en los artículos 148 y siguientes, del poder eje-
cutivo, legislativo y de administración de justicia propios.

Este triple ámbito de poder tiene el correspondien-
te reflejo en instituciones destinadas a asegurar, de  

Vehículos emblemáticos de la Policía Nacional de finales de la década de los 80.
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forma material e inmediata, el cumplimiento del orde-
namiento jurídico y los actos emanados de la autori-
dad, cuando estuvieren conformes con aquel.

En relación con los poderes del Estado existen cuatro 
formas distintas de organización de la Policía:

u  Dependientes del Poder Ejecutivo: ejercen sus com-
petencias en toda la nación, refiriéndose a los Cuer-
pos y Fuerzas de Seguridad de carácter estrictamen-
te nacional (Cuerpo Nacional de Policía y Guardia
Civil). A la Policía, «bajo la dependencia del Gobier-
no», el artículo 104 le atribuye como misión «prote-
ger el libre ejercicio de los derechos y libertades y
garantizar la seguridad ciudadana».

u Dependiente del Poder Judicial: la Policía Judicial.
u  Dependientes de los poderes del Estado ejercidos en

el plano autonómico: para su implantación surgie-
ron los distintos cuerpos de policía de las comunida-
des autónomas, basados en los artículos 148.1.22 y
149.29 de la Constitución. Estos tendrán las compe-
tencias que les asignen sus estatutos de autonomía.

u  Dependientes del poder del Estado ejercido en el
ámbito de los municipios: en este marco encuadra-
mos a las policías locales (artículo 148.1.22).

El problema que se plantea con esta estructuración de 
la Policía es el de la coordinación. A esto y a otros pro-
blemas se respondió en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 
de marzo.

LEY ORGÁNICA 2/1986, DE 13 DE MARZO
Nunca ha habido en la Policía, desde la Ley de 27 de 
febrero de 1908, una ley que le haya afectado tanto 
como esta, no solamente por el hecho de la unifica-
ción del Cuerpo de Policía Nacional y del Superior de 
Policía, sino porque, por primera vez, se ha dictado 
una norma que quiere ser omnicomprensiva, ya que 
se contemplan problemas comunes a todas las policías 
que actúan en España. El problema de dar un desarro-
llo a los diversos artículos de la Constitución condujo 
a redactar una ley sumamente compleja. 

Contiene disposiciones que afectan a todos los agentes 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (FFCCS), con 
independencia de quién dependan en el ejercicio de sus 
funciones, aunque la parte más sustancial de la Ley se 
dedique a dos temas centrales: las FFCCS que depen-
den del Gobierno y la coordinación de todas ellas.

Con respecto a los cuerpos nacionales de Policía nace 
en esta ley el Cuerpo Nacional de Policía (CNP), resul-
tado de la unificación del Cuerpo de Policía Nacional 
y del Cuerpo Superior de Policía. 

La valoración de esta ley es muy positiva, por cuanto 
se ocupa de problemas que anteriormente no han sido 

tomados en consideración. Así, por ejemplo, se dedica 
un amplio espacio a los principios básicos de actua-
ción y a las disposiciones estatutarias comunes, entre 
las que destacan las que se dedican a la formación.

En cuanto a las Fuerzas y Cuerpos que dependen del 
Gobierno, se establecen sus funciones y delimita las 
que corresponden al CNP y a la Guardia Civil. Se de-
terminan las escalas y categorías del CNP; las normas 
a las que deben ajustar su funcionamiento los sindica-
tos; se crea el Consejo de Policía, cuya intervención en 
el desarrollo de esta ley orgánica ha sido decisiva; se 
establecen los principios fundamentales del régimen 
disciplinario; y, finalmente, se trata de la organización 
de unidades de Policía Judicial.

Otra parte muy novedosa es la que se refiere a los ór-
ganos de coordinación, en la que se crea el Consejo de 
Política de Seguridad, que incluye el Comité de Seguri-
dad, el Comité de Expertos y las Juntas de Seguridad. n

45

de 1976 a 1986
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Hemos llegado al final del recorrido por la historia institucional de la Policía 
aunque sea breve y muy esquemático. Esto me ha permitido exponer muchas 
de las cosas que he descubierto a lo largo de una investigación que comenzó 
el año 1982, en que no se contaba con tantos estudios y monografías como 

en la actualidad y en que se tuvo que partir poco más que de  cero. Existía una obra 
excelente de Escobar Raggio, que termina a finales del siglo XVIII, y el primer tomo de 
los escritos por Caamaño Bournacell y algunos excursus en esta materia debidos a Co-
mín Colomer. Un escasísimo bagaje que fue aumentado por algunas cosas de Antonio 
Viqueira, el fundador y primer director del Museo de la Policía. En muchos casos los 
estudios se contradecían sin que se pudiera saber quién o quiénes estaban en lo cierto. 

La secuencia histórica muestra dos conclusiones que se imponen por encima de cual-
quier otra. La Policía no nació perfecta ni tal como la conocemos en la actualidad. La 
policía actual es fruto de una larga y profunda evolución histórica. Durante todo el 
siglo XIX las competencias que se le encomendaron fueron muy reducidas, porque se 
limitaban a garantizar la «seguridad individual», es decir, la seguridad de las personas 
y sus bienes. Por otra parte, debido a su fragmentación provincial, en los escalafones 
figuraba el  gobernador civil como el primer agente de la Policía. No era esto una cosa 
simbólica pues ejercía un mando omnipotente sobre ella, de forma que era quien deter-
minaba quién podía seguir ejerciendo quien no — los famosos cesantes de la literatura 
de la época—  hasta el punto de que la prensa hablaba sin rebozo de dos policías, la 
del gobierno y la de la oposición, que se intercambiaban las posiciones dependiendo 
de los resultados electorales.

La segunda conclusión es sumamente interesante de cara a la celebración del bicentena-
rio de esta Institución. Se ha podido establecer una continuidad de la actuación policial 
a lo largo de todo el siglo XIX. Hay un período de la historia —1835/1844—  en que se 
creía que no había existido. El error se repetía de autor en autor. Un examen más atento 
de las disposiciones legales por las que se suprimió la Superintendencia General de Po-
licía y de la prensa de la época demuestra que durante todo ese período de tiempo actuó 
en algunas partes del territorio nacional — de forma muy destacada en Madrid—  con el 
nombre de Protección y Seguridad Públicas. La forma que se dio a su organización duró 
desde 1837 hasta la creación de la Dirección General de Seguridad en 1912. 

El anarquismo tuvo la virtualidad de poner a prueba el sistema de seguridad del 
Estado y entonces demostraron todos sus puntos débiles con su incapacidad para 
contener sus atentados terroristas sobre todo en Barcelona o su expansión por toda 
Andalucía. Por otra parte, los avances científicos, la aparición de la dactiloscopia por 
encima de todos, hicieron ver la necesidad de una mejor formación para poder desa-
rrollar la actividad policial. 

Conclusiones



Dos policías del Cuerpo de Seguridad. Se puede observar cómo sobresalen las puntas
de los sables en la parte inferior derecha.
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Esos dos factores y otros más que no vamos a enumerar hicieron que las autoridades 
de principios del siglo XX se propusieran la modernización de los Cuerpos que com-
ponían en ese momento la Policía gubernativa —el de Vigilancia y el de Seguridad— 
mediante unas disposiciones que mejoraron el estatus del personal —exigiendo una 
mejor formación y garantizando la inamovilidad en el destino—; la organización —la 
creación de la Dirección General de Seguridad— y la forma de trabajar con la im-
plantación de las especialidades a través de la creación de las Brigadas en Madrid y 
Barcelona. La Modernización se completó en la II República cuando se le atribuyeron 
competencias en materia de orden público con la creación de los Guardias de Asalto. 
Con esto se cerró dicha etapa, en la que la Policía fue profundamente modificada, 
pero de la que salió ganando en aprecio por parte la sociedad y abandonando todos 
los tópicos que la habían perseguido casi todo el siglo XIX.

Es cierto que durante la postguerra y la etapa franquista se asistió a una fuerte centra-
lización y a una colonización de sus mandos por parte de los militares. La policía que 
surgió fue fruto por una parte de una intensa depuración de la policía republicana, en 
la que se cometieron errores como la supresión de la policía antidisturbios —los guar-
dias de asalto—  y desposeerla de sus atribuciones para el mantenimiento del tráfico 

—que lo llevaba en su misma denominación como Policía Armada y de Tráfico— . En 
cuanto a la Institución se centralizó de forma creo que excesiva la toma de decisiones 
y casi ninguno de los antiguos nombres conservó su antiguo significado—Jefaturas 
Superiores, Comisarías Generales— …

En la etapa democrática ha sufrido una de las mayores transformaciones de su histo-
ria por una serie de hechos, en especial, el de la unificación de los dos cuerpos — civil 
y militarizado— ; el del ingreso de la mujer en la tareas policiales; la aparición de los 
sindicatos. Todo esto fue consecuencia de los Pactos de la Moncloa en que se pusieron 
de acuerdo todas fuerzas políticas con representación parlamentaria. Se considera 
que otro gran acierto en esta etapa ha sido poner el acento en la forma tan intensa en 
que se ha hecho en la formación, actualización y perfeccionamiento de los policías. Es 
un gran acierto porque ahora tenemos una policía debidamente formada y preparada 
para afrontar todos los retos de la delincuencia contemporánea. Nunca antes ha habi-
do en España una policía tan preparada como ahora.

La historia de la Policía es mucho más amplia que su historia institucional, que es la 
que se ha tratado de reflejar en forma tan abreviada. Se han quedado fuera de ella mu-
chas cosas como por ejemplo actuaciones sobresalientes, personajes ilustres, el puesto 
en la literatura y en la sátira literaria… Sin embargo, en todos los aspectos de la histo-
ria que el lector esté interesado podrá entenderlos desde el institucional siendo muy 
difícil que lo pueda hacer si ignora este.

También han quedado aspectos humanos muy conmovedores en ocasiones. Los po-
licías han estado siempre impregnados de un gran espíritu de servicio al ciudadano 
con independencia de la consideración social en que se les haya tenido, de los ho-
rarios absurdos de servicio a que haya sido sometido y de la exigua paga que haya 
obtenido por ello. Con independencia del motivo que se haya tenido para escoger 
esta profesión, este sentido cívico de servicio se ha terminado por imponer como una 
verdadera vocación.

Me ha conmovido siempre un episodio ocurrido en 1898, coincidente con la Guerra de 
Cuba. Por la calle del Pez de Madrid iba un carro cargado con muchísimos sacos de 
harina. De repente una niña de ocho o nueve años se metió debajo del carro. Un poli-
cía de seguridad que patrullaba por allí, la pudo poner a salvo… pero a él le pasaron 
por encima las ruedas traseras de aquel carro y literalmente lo partieron en dos. Dio 
su vida en acto de servicio, como lo habían hecho otros antes de él y lo harían muchos 
más después. Sea esta historia un reconocimiento al heroísmo de todos ellos. 

Dos policías del Cuerpo de Seguridad. Se puede observar cómo sobresalen las puntas
de los sables en la parte inferior derecha.

s
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